EL PROCESO ORDINARIO EN LA LEY REGULADORA DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL. COMENTARIOS Y JURISPRUDENCIA

Concepción Morales Vállez
1.- LA DEMANDA LABORAL
1.1.- Forma y contenido de la demanda

Conforme a lo dispuesto en el artículo 80.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, la demanda se formulará por escrito, pudiendo utilizar los formularios y procedimientos facilitados al efecto en la oficina judicial donde deba presentarse
, y habrá de contener los siguientes requisitos generales
:

a) La designación del órgano ante quien se presente, así como la expresión de la modalidad procesal a través de la cual entienda que deba enjuiciarse su pretensión.

No obstante, la modalidad elegida por la parte para la tramitación del proceso es evidente que no puede vincular al órgano judicial, el cual tiene potestad por el principio de oficialidad de dar el curso que corresponda haciendo que las actuaciones se rijan por la modalidad procesal adecuada a la naturaleza de las pretensiones deducidas
. 
A tal efecto, no podemos olvidar que el Juzgador en cualquier momento desde la presentación de la demanda puede advertir la inadecuación del procedimiento seguido, y debe proceder a dar al asunto la tramitación que corresponda a la naturaleza de las pretensiones ejercitadas, sin vinculación necesaria a la modalidad elegida por las partes y completando, en su caso, los trámites que fueren procedentes según la modalidad procesal adecuada, con aplicación del régimen de recursos que corresponda a la dicha modalidad procesal. 
b) La designación del demandante, en los términos del artículo 16 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, con expresión del número del documento nacional de identidad o del número y tipo de documento de identificación de los ciudadanos extranjeros. 

Y asimismo, la designación de aquellos otros interesados que deban ser llamados al proceso y sus domicilios, indicando el nombre y apellidos de las personas físicas y la denominación social de las personas jurídicas. 
Cuando la demanda se dirija contra una masa patrimonial, patrimonio separado, entidad o grupo carente de personalidad, además de identificarlos suficientemente, habrá de hacerse constar el nombre y apellidos de quienes aparezcan como administradores, organizadores, directores, gestores, socios o partícipes, y sus domicilios, sin perjuicio de las responsabilidades legales de la masa patrimonial, entidad o grupo y de sus gestores e integrantes
.

No está de más advertir que la designación de un domicilio erróneo en el que citar al demandado a sabiendas constituye una maquinación fraudulenta y que en ella, se subsumen no sólo las maniobras maliciosas del actor con miras a sustraer al demandado, el conocimiento del proceso dirigido contra él, eliminándole, así, la posibilidad de defensa, sino también aquellas conductas consistentes en omitir una cierta diligencia, aunque sea mínima, destinada a suministrar al órgano judicial el conocimiento del domicilio del demandado y evitar la indefensión que sin duda produce la citación del demandado por Edictos
.  

c) La enumeración clara y concreta de los hechos sobre los que verse la pretensión y de todos aquellos que, según la legislación sustantiva, resulten imprescindibles para resolver las cuestiones planteadas. 
Estas exigencias de claridad, concreción y completitud no son equivalentes, según recuerda la doctrina de suplicación, a la excelencia o a la perfección en la formulación del relato fáctico puesto que “una demanda imperfecta puede contener elementos de hecho imprescindibles para decidir, correspondiendo al órgano judicial hacer la advertencia de los defectos de la demanda en relación con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley Procesal Laboral
, pero no la dirección de la actuación que debe seguir la parte actora en defensa de sus tesis, de modo que no le será exigible la advertencia de las cuestiones cuya apreciación no puede deducirse directamente del propio escrito de demanda o de aquellas otras que rebasen los límites del precitado artículo”
.
En ningún caso podrán alegarse hechos distintos de los aducidos en conciliación o mediación ni introducirse respecto de la vía administrativa previa variaciones sustanciales en los términos prevenidos en el artículo 72 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, salvo los hechos nuevos o que no hubieran podido conocerse con anterioridad
.

No hay que olvidar que la legislación laboral «cuida con esmero las alegaciones sorpresa que, en un proceso oral como el regulado en dicha norma, impiden la adecuada defensa de la parte»; y que la interdicción de la variación sustancial de la demanda tiene su raíz en el “derecho a no sufrir indefensión” en el desarrollo del proceso, el cual está dirigido a “garantizar la posibilidad de ambas partes procesales de alegar o probar cuanto consideren preciso a la defensa de sus intereses o derechos en función de igualdad recíproca”
.

No es exigible en el proceso laboral, y ello es una especificidad del mismo, que la demanda contenga como requisito de admisibilidad la fundamentación jurídica, la cual deberá hacerse valer en el acto del juicio, lo que da idea de la especial incidencia de los principios iura novit curia y da mihi factum, dabo tibi ius y de las facultades del Juez en la aplicación del derecho, que ha de resolver “conforme a las normas que resulten aplicables al caso, aunque no hayan sido acertadamente citadas o alegadas por los litigantes”
. 
d) La súplica correspondiente, en los términos adecuados al contenido de la pretensión ejercitada, y en los supuestos de demandas acumuladas las súplicas correspondientes a todas ellas, obviamente
.

Así, por ejemplo, no pueden formularse pretensiones incompatibles entre sí en forma acumulativa y en forma alternativa, y estas peticiones vagas, genéricas e incompatibles adolecen de una completa falta de precisión e incumplen totalmente lo que ordenan los artículos 399.5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 80.1.d) de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, de modo que el Juzgador de instancia tenía que haber hecho uso del trámite de subsanación establecido en el artículo 81.1 de la citada Ley
.
El suplico de la demanda solicita una declaración de voluntad del órgano judicial sobre un bien jurídico y en relación con una situación de controversia real y concreta, no potencial o hipotética, pues no se trata de formular consultas o preguntas teóricas o de solicitar un dictamen. 
Asimismo, las peticiones deben ser claras y precisas no bastando la remisión indeterminada a los hechos planteados en demanda. 
Es cierto que tradicionalmente en el proceso social únicamente cabía el ejercicio de acciones declarativas de condena o de acciones constitutivas, pero en la actualidad se admiten la acciones declarativas puras como lo son el reconocimiento de una determinada antigüedad o el reconocimiento de la condición de trabajador fijo
, de modo que no son admisibles, en el área del proceso laboral, aquellas acciones declarativas en las que no existe conflicto o controversia jurídicos que les sirvan de base, pues es entonces cuando no existe una verdadera acción. Ha de tratarse, en definitiva, de una pretensión, meramente declarativa o no, pero en cualquier caso con contenido propio y específico, con un interés concreto, efectivo y actual y no simplemente preventivo o cautelar
.
Igualmente es un requisito necesario del petitum de la demanda fijar el quantum de la condena (liquidez) o, al menos establecer las bases para cuantificar su montante cuando la pretensión tiene un carácter económico
, estando prohibidas las condenas con reserva o sin bases para poder efectuar la liquidación
, sin que ello puede ser utilizado como obstáculo u óbice en aquellos casos en que la liquidez no es posible determinarla antes del vencimiento, precisamente porque se trata de una situación que perdura en el tiempo más allá del momento en que se inició el proceso
.
e) Si el demandante litigase por sí mismo, designará un domicilio, de ser posible en la localidad donde resida el Juzgado o Tribunal, en el que se practicarán todas las diligencias que hayan de entenderse con él
. 
La designación deberá efectuarse con indicación completa de todos los datos de identificación del domicilio facilitado, así como número de fax, teléfono y dirección electrónica si dispone de ellos, para la práctica de toda clase de comunicaciones por dichos medios. 
Si el demandante designa Letrado, Graduado social colegiado o Procurador deberá ir suscrita por el profesional, que se entenderá asume su representación con plenas facultades procesales y facilitará los mismos datos anteriores, sin perjuicio de la ratificación posterior en juicio del demandante salvo que con anterioridad otorgue poder en forma, por alguno de los medios admitidos en derecho
 o que, con posterioridad, se efectúe revocación o renuncia comunicada de forma efectiva.

La firma de ambas partes en el escrito de demanda se convierte así en un contrato de mandato especial, en el que el profesional así designado acepta de forma expresa y mediante su firma el mandato encomendado
.  

Por otra parte no está de más recordar que conforme a lo dispuesto en el artículo 53.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en el primer escrito o comparecencia ante el órgano judicial, las partes o interesados, y en su caso los profesionales designados, deben señalar un domicilio para la práctica de actos de comunicación.

El domicilio y los datos de localización facilitados con tal fin surtirán plenos efectos y las notificaciones en ellos intentadas sin efecto serán válidas hasta tanto no sean facilitados otros datos alternativos, siendo carga procesal de las partes y de sus representantes mantenerlos actualizados
.
En la demanda, y generalmente mediante otrosí, se deberá hacer constar si la parte pretende comparecer en el juicio asistido de Abogado o representado técnicamente por Graduado social colegiado o representado por Procurador, ya que la falta de cumplimiento de dicho requisito supone la renuncia de la parte al derecho de valerse en el acto de juicio de Abogado, Procurador o Graduado social colegiado, conforme a lo dispuesto en el artículo 21.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.
En efecto, y con el fin de facilitar un fácil acceso a la prestación jurisdiccional, el proceso laboral no requiere la obligada asistencia de Letrado. Sin embargo y al objeto de asegurar la igualdad de los litigantes, el artículo 21.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, exige de quien pretende comparecer con asistencia Letrada lo comunique a la otra parte, comunicación que el demandante ha de realizar en el escrito de demanda y el demandado, en su caso, dentro de los 2 días siguientes al de la citación para juicio. 
La inobservancia de tales requisitos equivale a una renuncia de las partes al derecho de valerse de Abogado, siendo evidente que se produciría una situación de indefensión formal en aquellos casos en los que, incumplidas esas exigencias procesales, se celebrare el juicio compareciendo sólo una de las partes con asistencia técnica, irregularidad que, en la medida en que mermase las oportunidades de la otra para alegar y probar cuanto a su derecho conviniere en pie de igualdad, causándole un perjuicio, podría implicar una lesión constitucional al derecho de toda persona a recabar la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión
.
En definitiva, se atribuye a las partes el requisito de la postulación procesal, de modo que pueden comparecer por sí mismas y deviene en consecuencia voluntaria y no preceptiva la representación así como la defensa por el abogado, sin embargo deben garantizarse en el proceso el principio de igualdad de partes, el principio de contradicción y de derecho de defensa y se debe salvaguardar, en todo caso, el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el artículo 24 de la Constitución, y lo que deberá ser objeto de consideración en cada uno de los casos concretos que se sometan a la consideración del órgano judicial es si quedaron o no incumplidos los expresados principios y el precitado derecho fundamental, pues en el proceso las partes deben enfrentarse en posición de igualdad y con los mismos derechos y deberes procesales, entre ellos el de representación y defensa, y el Juzgador debe amparar por la tutela judicial efectiva del artículo 24 de la Constitución los intereses y derechos de ambas partes en posición de igualdad
. 
f) Fecha y firma.

La fecha de la demanda no tiene un valor jurídico específico, puesto que lo verdaderamente relevante es la fecha en que la misma fue presentada en el registro correspondiente, esto es, la que consta en el sello del registro habilitado a tal efecto. 
El hecho de presentar la demanda sin firma, es un defecto procesal subsanable, incluso a través de la mera ratificación de la demanda en el acto del juicio oral.
Por su parte el artículo 80.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que de la demanda y de los documentos que la acompañen se presentarán por el actor tantas copias como demandados y demás interesados en el proceso haya, así como para el Ministerio Fiscal, en los casos en que legalmente deba intervenir
, así como de los demás documentos requeridos según la modalidad procesal aplicable.

La omisión por parte de la actora de la presentación de copias de los escritos y de los documentos para todas las partes, no puede ser un óbice procesal para la admisión de la demanda y, en todo caso, es un requisito subsanable a requerimiento del Secretario judicial
. 
Debemos recordar que no es necesario acompañar a la demanda los documentos en que la parte funde su derecho, dadas las peculiaridades del proceso laboral, aunque ello queda al arbitrio de la parte actora o de la dirección técnica del procedimiento, y que  no es de aplicación, a estos efectos, lo dispuesto en los artículos 265 a 272, y 399.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
En definitiva, no es supletoria en esta materia la Ley de Enjuiciamiento Civil y la documental se presenta, admite, examina y práctica en el mismo acto del juicio
.
Y finalmente, el artículo 80.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, señala que a la demanda se acompañará la documentación justificativa de haber intentado la previa conciliación o mediación, o de haber transcurrido el plazo exigible para su realización sin que se hubiesen celebrado
, o del agotamiento de la vía administrativa, cuando proceda, o alegación de no ser necesarias éstas, así como los restantes documentos de aportación preceptiva con la demanda según la modalidad procesal aplicable.

La citada omisión en la aportación junto con la demanda de los documentos a que hace referencia el citado precepto, no puede ser un óbice procesal para la admisión de la demanda y, en todo caso, es un requisito subsanable a requerimiento del Secretario judicial, conforme a lo dispuesto en el artículo 81.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre
.
Y de acuerdo con una reiterada y consolidada doctrina jurisprudencial y constitucional, la omisión del intento de conciliación previa es una cuestión de orden público procesal, que necesariamente debió ser advertida por el Juzgado una vez comprobada, de lo que claramente se desprende la existencia de un defecto procesal, lo que determina la declaración de nulidad de todas las actuaciones desde la admisión a trámite de la demanda, a fin de advertir a la parte demandante sobre su obligación de acreditar la celebración o el intento de acto de conciliación en el plazo de quince días, con los apercibimientos legales oportunos, conforme a lo dispuesto en el artículo 81.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre
.

No está de más señalar que la figura o la técnica procesal de la subsanación de defectos procesales, tiene como objeto y esencial finalidad que el proceso no se frustre por el incumplimiento de requisitos susceptibles de posterior realización por la parte y que no se configuran como presupuestos procesales de indeclinable cumplimiento en tiempo y forma, de manera tal que mediante la subsanabilidad, rectamente entendida, se otorga como regla general a la parte que incurrió en el defecto procesal subsanable, la posibilidad de realizar, en el plazo al efecto habilitado, el requisito procesal incumplido o el acto procesal defectuosamente realizado, integrando así, o rectificando ex novo la actuación procesal inicialmente defectuosa o irregular.

De lo anterior se infiere que el plazo habilitado para la subsanación no lo es tan solo para la simple acreditación formal de que temporáneamente fue cumplido el requisito procesal exigible, sino también para la realización en dicho plazo del acto omitido o la rectificación del defectuosamente practicado
.

También la doctrina sobre el principio pro actione sirve de fundamento al trámite de subsanación de la demanda, de suerte que el criterio que informa tanto la finalidad y observancia del trámite de subsanación, como la apreciación de los defectos que, en último término, pueden determinar el archivo de las actuaciones sin pronunciamiento sobre el fondo, exige la verificación por parte del Tribunal de que la causa esgrimida por el órgano judicial sea real y necesariamente determinante de aquel archivo, evitando que una decisión rigurosa y desproporcionada sacrifique el derecho de acceso al proceso de modo reprochable en términos constitucionales
.

Asimismo, se ha de precisar que la obligación legal del órgano judicial contenida en el artículo 81 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre (requerimiento de subsanación de defectos, omisiones o imprecisiones de la demanda) no puede confundirse con una facultad ilimitada, por mucho que lo pedido pudiera mejorar en hipótesis la articulación del subsiguiente debate procesal. 
El artículo 81.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, se refiere exclusivamente a los contenidos estrictos que para la demanda laboral exige el artículo 80 del citado texto legal, resultando improcedente el archivo por defectuosa subsanación cuando lo solicitado extralimite aquéllos, sea cual sea el propósito al que responda el exceso cometido por el requerimiento judicial. 
Idénticos criterios, e iguales límites del Juzgador en el alcance potencial de sus mandatos de subsanación, operan en relación con el artículo 81.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre (acreditación de la celebración o intento del acto de conciliación previa)
. 
Por lo demás, no está de más señalar también que la finalidad que inspira la conciliación previa es la de evitación del proceso. De ahí que el artículo 63 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, no la considere en rigor como requisito previo a la demanda sino como requisito “previo para la tramitación del proceso”
, cuya finalidad es asegurar que las partes hayan tenido oportunidad de, antes de tramitarse aquél, someter la controversia a solución extrajudicial intentando un acuerdo, garantía que está en la base del vigente artículo 81.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.
A mayor abundamiento, hemos de significar que en la modalidad procesal de despido, el artículo 104 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece los requisitos de la demanda por despido, de modo que éstas, además de los requisitos generales antes señalados, deberán contener los siguientes:

a) Antigüedad, concretando los períodos en que hayan sido prestados los servicios; categoría profesional; salario, tiempo y forma de pago; lugar de trabajo; modalidad y duración del contrato; jornada; categoría profesional; características particulares, si las hubiere, del trabajo que se realizaba antes de producirse el despido.

b) Fecha de efectividad del despido, forma en que se produjo y hechos alegados por el empresario, acompañando la comunicación recibida, en su caso, o haciendo mención suficiente de su contenido.

c) Si el trabajador ostenta, o ha ostentado en el año anterior al despido, la cualidad de representante legal o sindical de los trabajadores, así como cualquier otra circunstancia relevante para la declaración de nulidad o improcedencia o para la titularidad de la opción derivada, en su caso.

d) Si el trabajador se encuentra afiliado a algún sindicato, en el supuesto de que alegue la improcedencia del despido por haberse realizado éste sin la previa audiencia de los delegados sindicales, si los hubiera
.

Por su parte el artículo 149 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece los requisitos de la demanda en el procedimiento de oficio, de modo que en ella se consignarán los requisitos generales exigidos en nuestra Ley reguladora para las demandas de los procesos ordinarios, expresando las personas contra las que se dirige y la concreta condena que se pida frente a ellas según el contenido de la pretensión, los hechos que resulten imprescindibles para resolver las cuestiones planteadas y, en concreto, aquéllos que se estiman constitutivos de discriminación o de otro incumplimiento laboral. 
Asimismo se consignará, en su caso, el acuerdo de suspensión, reducción de jornada o extinción impugnado y la causa invocada, junto con la identificación de las partes que intervinieron en el mismo, precisando la concreta pretensión declarativa o de condena que se pide del órgano jurisdiccional, con expresión, de proceder, de los perjuicios estimados o de las bases para la determinación de la indemnización correspondiente, así como de los datos identificativos de los trabajadores afectados y sus domicilios.

1.2.- La admisión de la demanda. 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 81.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, el Secretario judicial, dentro de los tres días siguientes a la recepción de la demanda, dará cuenta al Juez o Tribunal, si entendiera que concurren los supuestos de falta de jurisdicción o competencia o, en otro caso, sin perjuicio de los procedimientos de señalamiento inmediato que puedan establecerse, resolverá sobre la admisión a trámite de aquélla, con señalamiento de juicio, o advertirá a la parte de los defectos u omisiones en que haya incurrido al redactar la demanda en relación con los presupuestos procesales necesarios que pudieran impedir la válida prosecución y término del proceso, así como en relación con los documentos de preceptiva aportación con la misma, a fin de que los subsane dentro del plazo de cuatro días.

A tal efecto, es necesario traer a colación aquí la reiterada doctrina del Tribunal Constitucional sobre el derecho a la tutela judicial efectiva, en la vertiente del derecho de acceso a la jurisdicción (artículo 24.1 de la Constitución), en su concreta proyección sobre las decisiones de inadmisión de demandas laborales como consecuencia de la falta de subsanación de los defectos advertidos en las mismas por los órganos judiciales en el trámite que al respecto prevé el artículo 81.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. 
Dicha doctrina del Tribunal Constitucional
, puede resumirse en las siguientes consideraciones:

1ª.- El Tribunal Constitucional ha afirmado de manera constante que el derecho a la tutela judicial efectiva del artículo 24.1 de la Constitución comporta, como contenido esencial y primario, el de obtener de los órganos jurisdiccionales integrantes del Poder Judicial una resolución razonada y fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones oportunamente deducidas por las partes. 
Asimismo ha reiterado, no obstante, que, al ser un derecho prestacional de configuración legal, su ejercicio y dispensación están supeditados a la concurrencia de los presupuestos y requisitos que haya establecido el legislador para cada sector del ordenamiento procesal. De ahí que el derecho a la tutela judicial efectiva quede satisfecho cuando los órganos judiciales pronuncian una decisión de inadmisión o meramente procesal, apreciando razonadamente la concurrencia en el caso de un óbice fundado en un precepto expreso de la Ley, si este es, a su vez, respetuoso con el contenido esencial del derecho fundamental. 
Las decisiones judiciales de terminación del proceso son constitucionalmente legítimas siempre que el razonamiento responda a una interpretación de las normas legales conforme a la efectividad del derecho fundamental. Ahora bien, conforme al principio pro actione, los cánones del control de constitucionalidad de las decisiones judiciales son más estrictos cuando se trata de acceso a la jurisdicción, a diferencia de aquellos supuestos en los que el recurrente ha obtenido ya una primera respuesta judicial. 
El derecho a la jurisdicción no consiente interpretaciones y aplicaciones de los requisitos legales caracterizadas por el rigorismo, el formalismo o la desproporción entre los fines que preservan y la consecuencia del cierre del proceso que conllevan, con eliminación u obstaculización injustificada del derecho a que un órgano judicial resuelva sobre el fondo de la pretensión a él sometida. 
No obstante, ese criterio antiformalista no puede conducir a prescindir de los requisitos que se establecen en las leyes y que ordenan el proceso en garantía de los derechos de todas las partes. El principio pro actione no debe entenderse tampoco como la forzosa selección de la interpretación más favorable a la resolución del problema de fondo de entre todas las posibles de las normas aplicables.

2ª.-  Esta doctrina constitucional sobre el principio pro actione sirve de fundamento al trámite de subsanación de la demanda que en el proceso laboral se establece en el artículo 81 de de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, respecto del cual ya hemos señalado en el ordinal que antecede, que constituye la garantía de que los importantes derechos de fondo deducidos en una demanda laboral no resulten ineficaces por el juego riguroso y formalista de la falta o defecto de los requisitos procesales que pudiera imputársele a aquélla. 
No obstante también el Tribunal Constitucional ha precisado que la obligación legal del órgano judicial contenida en el artículo 81.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, no puede confundirse con una facultad ilimitada del Juzgador para la subsanación, por mucho que lo pedido pudiera mejorar en hipótesis la articulación del subsiguiente debate procesal. 
El artículo 81.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, se refiere en exclusiva a los contenidos estrictos que para la demanda dispone el artículo 80 de la citada Ley, resultando improcedente en términos de acceso al proceso el archivo por defectuosa subsanación cuando lo requerido extralimite aquéllos, sea cual sea el propósito al que responda el exceso cometido por el requerimiento judicial. 
Del mismo modo ha declarado el Tribunal Constitucional que no puede atribuirse la cualidad de defectos insalvables a los que, en relación con el supuesto concreto debatido, pueda estimarse que son cuestiones de fondo, cuya acogida o rechazo procesal proceda sólo en la Sentencia tras el oportuno debate contradictorio, que puede celebrarse sin vicio alguno por no faltar en la demanda sus elementos esenciales. 
De suerte que el criterio que informa tanto la finalidad y observancia del trámite de subsanación, como la apreciación de los defectos que, en último término, pueden determinar el archivo de las actuaciones sin pronunciamiento sobre el fondo, exige la verificación por parte del Tribunal de que la causa esgrimida por el órgano judicial sea real y necesariamente determinante de aquel archivo, evitando que una decisión rigurosa y desproporcionada sacrifique el derecho de acceso al proceso de modo reprochable en términos constitucionales.

3ª.- Y por lo que concierne en especial a las decisiones de archivo en los casos de falta de subsanación o subsanación irregular de la demanda laboral, debe comprobarse si la causa esgrimida por el órgano judicial resulta realmente indicada para proceder al archivo, evitando que una decisión rigurosa y desproporcionada sacrifique el derecho de acceso al proceso. 
En este extremo se ha de enjuiciar si la causa que el órgano judicial invocó para proceder al archivo podía, ex lege, justificarlo, y si debía ad casum llevarse a cabo, vistos los datos ofrecidos por la regulación legal, la entidad del defecto advertido, el comportamiento y las posibilidades de subsanación de la parte demandante y los perfiles del supuesto.
Por su parte, y conforme a lo dispuesto en el artículo 81.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, realizada la subsanación por la parte previamente requerida, el Secretario judicial dentro de los tres días siguientes admitirá la demanda. 
Y si no hubiera sido realizada la subsanación por la parte previamente requerida, el Secretario Judicial, deberá dar cuenta al Juez o Tribunal para que por el mismo se resuelva, dentro de los tres días siguientes, sobre la admisibilidad de la demanda.
Sobre los salarios de tramitación a cargo del Estado en los supuestos de suspensión del procedimiento previstos en los artículos 56.5 del Estatuto de los Trabajadores y 119.1.a) de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, resulta obvio que de la responsabilidad estatal se excluya precisamente la demora que sea atribuible a las partes por subsanación de defectos en la demanda y por suspensión del acto del juicio, pues de otro modo resultaría el Estado indebidamente perjudicado por hechos no directamente -o no exclusivamente- imputables al funcionamiento de los órganos judiciales
.

Y tampoco podemos olvidar que es precisamente al órgano judicial a quien le incumbe detectar cualquier defecto de la demanda, de modo que ésta no debiera haber sido admitida a trámite cuando no se haya subsanado algún defecto que debiera serlo, por lo que la dilación producida en tales supuestos específicos no se puede imputar en forma única al demandante, debiendo serlo también al órgano judicial que no promovió la subsanación correspondiente
.
Del mismo modo, y conforme a lo establecido en el artículo 81.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, si a la demanda no se acompaña la certificación del acto de conciliación o mediación previa, o de la papeleta de conciliación o de la solicitud de mediación, de no haberse celebrado en plazo legal, el Secretario judicial, sin perjuicio de resolver sobre la admisión y proceder al señalamiento, advertirá al demandante que ha de acreditar la celebración o el intento del expresado acto en el plazo de quince días, contados a partir del día siguiente a la recepción de la notificación, con apercibimiento de archivo de las actuaciones en caso contrario, quedando sin efecto el señalamiento efectuado.
A tales efectos hemos de destacar que la norma citada en relación con la subsanación de la falta de aportación de la certificación del acto de conciliación, está redactada en términos más amplios y generosos que los prescritos sobre los defectos generales del artículo 81.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, que otorga solo cuatro días para la subsanación, y ello quizá sea debido a la necesidad de “compensar”, de alguna manera, el retraso, que la conciliación previa y obligatoria ante un órgano administrativo supone al ejercicio del derecho a la jurisdicción y a la obtención de tutela efectiva judicial
. 
Los presupuestos y requisitos procesales, en cuando a su exigencia, no son contrarios al artículo 24.1 de la Constitución, sino que lo que debe evitarse es que su aplicación traspase los límites de la proporcionalidad y finalidad que pretenden, lo cual será posible en la medida de la posibilidad de subsanación sin perjuicio ajeno o de la parte contraria, o sin afectar a la regularidad del procedimiento, con la prudente intervención del Juez o Tribunal para que esa subsanación u oportunidad de reparar la falta pueda producirse
.
Lo específico de esta norma es la ampliación del plazo y el propio contenido de la subsanación que, como ya hemos dicho en el ordinal que antecede, el indicado plazo habilitado para la subsanación no lo es tan solo para la simple acreditación formal de que temporáneamente fue cumplido el requisito procesal exigible, sino también para la realización en dicho plazo del acto omitido o la rectificación del defectuosamente practicado
.

Finalmente, el artículo 81.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que si la demanda fuera admisible, o una vez subsanada la misma, y en ella se solicitasen diligencias de preparación de la prueba a practicar en juicio, así como en los casos de solicitud posterior dentro del plazo legal de tales diligencias o de cualquier otra diligencia de anticipación o aseguramiento de la prueba
, se dará cuenta al Juez o Tribunal para que resuelva lo procedente, dentro de los tres días siguientes, debiendo notificarse la resolución correspondiente junto con la admisión a trámite de la demanda y la notificación del señalamiento.  
A tales efectos hemos de señalar que también cualquiera de las partes podrá solicitar conforme a lo dispuesto en el artículo 90.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, “al menos con cinco días de antelación a la fecha del juicio, aquellas pruebas que, habiendo de practicarse en el mismo, requieran diligencias de citación o requerimiento, salvo cuando el señalamiento se deba efectuar con antelación menor, en cuyo caso el plazo será de tres días”, pero la norma legal no impide que de no solicitarse tales diligencias de preparación o no haberse llevado a efecto las mismas, no pueda practicarse la correspondiente prueba en el acto del juicio
, pues es concretamente en la fase de prueba del juicio oral en la que las partes deben proponer las pruebas de las que intenten valerse y puedan, como regla, practicarse en dicho acto. 

De la literalidad del precepto se infiere claramente que la Resolución sobre las diligencias de preparación de la prueba a practicar en juicio, o sobre la pruebas requieran diligencias de citación o requerimiento, o sobre cualquier otra diligencia de anticipación o aseguramiento de la prueba, debe ser dictada por el Juez o Tribunal, y no por el Secretario judicial, de modo que el hecho de suplantar el Secretario judicial las competencias del Juez o Tribunal en la materia nos situaría claramente ante una infracción de una norma del procedimiento con desconocimiento de una garantía esencial del mismo
.

En efecto, que se resuelvan mediante Diligencias de ordenación o Decreto cuestiones que, conforme a la Ley, hayan de ser decididas por medio de Providencia, Auto o Sentencia es una infracción descrita por la norma como constitutiva de nulidad
, por invadir competencias del órgano judicial y que debe ser considerada como una infracción del procedimiento que genera indefensión. 
1.3.- El señalamiento de los actos de conciliación y juicio  

Conforme a lo dispuesto en el artículo 82.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, una vez admitida la demanda, y verificada la concurrencia de los requisitos exigidos, en la misma resolución de admisión a trámite el Secretario judicial señalará el día y la hora en que hayan de tener lugar sucesivamente los actos de conciliación y juicio, debiendo mediar un mínimo de diez días entre la citación y la efectiva celebración de dichos actos, salvo en los supuestos en que la Ley disponga otro distinto y en los supuestos de nuevo señalamiento después de una suspensión.
Vemos como el principio de concentración se hace presente desde el momento en el que se prevé y exige que en una misma resolución se acumulen las decisiones de admisión a trámite de la demanda y de señalamiento del día de los actos de conciliación y juicio, disponiendo que todo ello se celebre en una única convocatoria.

Del citado plazo de diez días entre la citación y la efectiva celebración de los actos de conciliación y juicio, se deben excluir los inhábiles, a tenor de lo establecido en el artículo 133.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
. 
Asimismo, hemos de poner de relieve que el plazo mínimo de diez días al que se refiere el citado precepto lo es exclusivamente para la primera citación a los actos de conciliación y juicio y no en los supuestos de nuevo señalamiento después de una suspensión
. 
El establecimiento de dicho periodo de tiempo encuentra su justificación en la necesidad de conceder un plazo razonable a la parte demandada para la preparación de la defensa, implicando su infracción la nulidad de actuaciones, por lo que en el caso de que se alegue que entre la efectiva citación y la fecha de celebración de los actos de conciliación y juicio no han transcurrido diez días, siendo cierto tal extremo, lo procedente es entender que concurre causa de suspensión y proceder a una nueva citación
.
Del mismo modo, establece el artículo 82.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, que en el señalamiento de las vistas y juicios el Secretario judicial atenderá a los criterios establecidos en el artículo 182 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y procurará, en la medida de lo posible, señalar en un mismo día los que se refieran a los mismos interesados y no puedan ser acumulados, así como relacionar los señalamientos de los procesos en los que se deba intentar la conciliación previa por parte del Secretario judicial con los exentos de dicho trámite. 
En especial, las audiencias y vistas que requieran la presencia del representante del Ministerio Fiscal, Abogado del Estado, Letrados de las Cortes Generales, Letrados de la Administración de la Seguridad Social, de las Comunidades Autónomas o de la Administración Local, serán agrupadas, señalándose de forma consecutiva.

A estos específicos efectos, no podemos obviar que en los procesos seguidos ante cualquier jurisdicción en que sean parte la Administración General del Estado, los Organismos autónomos o los órganos constitucionales, salvo que las normas internas de estos últimos o las leyes procesales dispongan otra cosa, las notificaciones, citaciones, emplazamientos y demás actos de comunicación procesal se entenderán directamente, con el Abogado del Estado en la sede oficial de la respectiva Abogacía del Estado
.
Y tampoco podemos obviar que la misma previsión es de aplicación al ámbito de las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social
.

Por consiguiente, serán nulas las notificaciones, citaciones, emplazamientos y demás actos de comunicación procesal que no se practiquen conforme a lo dispuesto en los párrafos que anteceden
. 

Finalmente hemos de señalar, igualmente, que el artículo 151.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, relativo al tiempo de las comunicaciones, establece que “Los actos de comunicación al Ministerio Fiscal, a la Abogacía del Estado, a los Letrados de las Cortes Generales y de las Asambleas Legislativas, o del Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social, de las demás Administraciones públicas de las Comunidades Autónomas o de los Entes Locales, así como los que se practiquen a través de los servicios de notificaciones organizados por los Colegios de Procuradores, se tendrán por realizados el día siguiente hábil a la fecha de recepción que conste en la diligencia o en el resguardo acreditativo de su recepción cuando el acto de comunicación se haya efectuado por los medios y con los requisitos que establece el artículo 162. Cuando el acto de comunicación fuera remitido con posterioridad a las 15:00 horas, se tendrá por recibido al día siguiente hábil.” 

Por otra parte, y conforme a lo dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, la celebración de los actos de conciliación y juicio, el primero ante el Secretario judicial y el segundo ante el Juez o Magistrado, tendrá lugar en única convocatoria pero en sucesivos actos (lo que respeta los principios del proceso laboral de inmediación, oralidad, concentración y celeridad establecidos en el artículo 74 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre), debiendo hacerse a este efecto la citación en forma
, al objeto de garantizar el derecho fundamental a la defensa de la contraparte, y ello, con entrega a los demandados, a los interesados y, en su caso, al Ministerio Fiscal, de copia de la demanda y demás documentos; así como requiriendo de la Administración pública la remisión del expediente administrativo, cuando proceda, dentro de los diez días siguientes a la notificación. 
A tal efecto, y conforme a lo establecido en el artículo 82.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en las cédulas de citación
 se hará constar que: 

· Los actos de conciliación y juicio no podrán suspenderse por incomparecencia del demandado. 

· Los litigantes han de concurrir al juicio con todos los medios de prueba de que intenten valerse. 

· Los litigantes podrán formalizar conciliación en evitación del juicio, por medio de comparecencia ante la oficina judicial, sin esperar a la fecha del señalamiento
. 

· Los litigantes podrán someter la cuestión a los procedimientos de mediación que pudieran estar constituidos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, adoptando las medidas oportunas a tal fin, sin que ello dé lugar a la suspensión, salvo que de común acuerdo lo soliciten ambas partes, justificando la sumisión a la mediación, y por el tiempo máximo establecido en el procedimiento correspondiente, que en todo caso no podrá exceder de quince días.

Creemos conveniente hacer una breve referencia, a que tanto el emplazamiento como la citación han de ser realizados por el órgano judicial con todo el cuidado y respeto de las normas procesales que regulan dichos actos de comunicación, como deber específico integrado en el de la tutela judicial efectiva
, dado que no son un formalismo, sino una garantía para las partes en el procedimiento y una carga que corresponde llevar a cabo al órgano judicial, integrante del contenido esencial del derecho consagrado en el artículo 24 de la Constitución
.  
En consecuencia, es esencial a los referidos actos de comunicación la recepción de la cédula de citación por el destinatario y la constancia en las actuaciones, a salvo los casos de citación por edictos, de que se ha entregado a quien debe recibirla, siempre con la finalidad de que, llegando a poder del interesado, pueda éste disponer de su defensa
. 
Por ello, nuestras normas procesales y, en concreto, el artículo 271 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aun cuando permiten que los actos de comunicación puedan practicarse por medio de correo, del telégrafo o de cualquier otro medio técnico, condicionan su utilización a la constancia de su práctica y de las circunstancias esenciales de la misma
.
Asimismo, y conforme a lo dispuesto en el artículo 82.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, de oficio o a petición de parte, podrá requerirse el previo traslado entre las partes o la aportación anticipada, en soporte preferiblemente informático, con cinco días de antelación al acto de juicio, de la prueba documental o pericial que, por su volumen o complejidad, sea conveniente posibilitar su examen previo al momento de la práctica de la prueba.
El Tribunal Supremo
 recientemente ha efectuado tres consideraciones en torno a la previsión contenida en citado precepto: 

1ª.- La aportación anticipada y en soporte informático de la prueba documental y/o pericial es tan sólo potestativa o facultativa. 

2ª.- La medida no va acompañada de expresa posible consecuencia y mucho menos de previsión preclusoria alguna, de forma que no resulta ajustado a derecho entender que la desatención al requerimiento judicial comporte la preclusión del trámite de prueba y la imposibilidad de que posteriormente se proponga y practique nueva prueba documental y/o pericial, en contra de lo que al efecto se dispone con carácter general por el artículo 87.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en orden a la práctica de la prueba en el acto de juicio.

3ª.- La previsión que se contiene en el precepto se limita a la prueba que «por su volumen o complejidad, sea conveniente posibilitar su examen previo al momento de la práctica de la prueba», con lo que es claro que la conminación judicial nunca podría alcanzar a pruebas que no revistiesen ese «volumen o complejidad» que la norma contempla, de manera que si la documental o pericial van referidas a aspectos concretos o limitados que no comporten dificultad de examen, por la propia dicción de la norma estarían exentas de su presentación anticipada.

Dichas afirmaciones es cierto que pueden dificultar, obstaculizar y dinamitar la celeridad del acto de juicio oral en los supuestos en que la prueba documental y/o pericial son voluminosas o revisten especial complejidad,  pero no es menos cierto que frente a las posibles actitudes procesales abusivas o contrarias a la buena fe, el órgano judicial puede recurrir a los mecanismos expresamente previstos por el legislador, a saber:  
1ª.- La imposición de la multa prevista en el artículo 75 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Ley 36/2011, de 10 de octubre, que podrá oscilar de 180 a 6.000 mil euros, sin que en ningún caso pueda superar la cuantía de la tercera parte del litigio
. 
2ª.- La concesión del plazo previsto en el artículo 87.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, para «conclusiones complementarias», con el objeto de que las partes “informen o den explicaciones sobre los particulares que les designe” el órgano judicial.  

3ª.- El rechazo o inadmisión de la propia prueba cuando medie actuación fraudulenta en su presentación fuera del plazo inicialmente concedido, cuando genere indefensión a la otra parte, se acredite ese censurable y reprochable ánimo defraudatorio, y se razone adecuadamente por el órgano judicial la inadmisión del citado medio de prueba por la mala fe procesal en la actuación de la parte. 

4ª.- Y ello, sin obviar que el órgano judicial puede hacer uso de las diligencias finales establecidas en el artículo 88 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, para la práctica de la prueba documental y/o pericial de especial complejidad y volumen, con intervención de las partes y período de alegaciones sobre su alcance e importancia.   

Y finalmente, hemos de indicar que el artículo 82.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, dispone que cuando la representación y defensa en juicio sea atribuida: 

· Al Abogado del Estado, se le concederá un plazo de veintidós días para la consulta a la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado
. 
· Al Letrado de la Administración de la Seguridad Social, se le concederá igualmente un plazo de veintidós días para la consulta a la Dirección del Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social. 
Este mismo plazo de veintidós días se entenderá, respecto de las Comunidades Autónomas, para consulta al organismo que establezca su legislación propia, así como cuando la representación y presencia en juicio sea atribuida al Letrado de las Cortes Generales. 
El señalamiento del juicio se hará de modo que tenga lugar en fecha posterior al indicado plazo.
2.- EL ACTO DE JUICIO
2.1.-  La suspensión de los actos de conciliación y juicio  
Conforme a lo dispuesto en el artículo 83.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, sólo a petición de ambas partes o por motivos justificados, acreditados ante el Secretario judicial, podrá éste suspender, por una sola vez, los actos de conciliación y juicio, señalándose nuevamente dentro de los diez días siguientes a la fecha de la suspensión. Excepcionalmente y por circunstancias trascendentes adecuadamente probadas, podrá acordarse una segunda suspensión.

En los supuestos de coincidencia de señalamientos, de no ser posible la sustitución dentro de la misma representación o defensa, una vez justificados los requisitos del artículo 188.1.6º de la Ley de Enjuiciamiento Civil
, previa comunicación por el solicitante a los demás profesionales siempre que consten sus datos en el procedimiento, se procurará, ante todo, acomodar el señalamiento dentro de la misma fecha y, en su defecto, habilitar nuevo señalamiento, adoptando las medidas necesarias para evitar nuevas coincidencias.

Por su parte el artículo 188.1.6º de la Ley de Enjuiciamiento Civil establece que la celebración de las vistas en el día señalado sólo podrá suspenderse cuando el abogado defensor tenga dos señalamientos de vista para el mismo día en distintos Tribunales, resultando imposible, por el horario fijado, su asistencia a ambos, siempre que acredite suficientemente que, al amparo del artículo 183 de la citada norma legal, intentó, sin resultado, un nuevo señalamiento que evitara la coincidencia.

En estos supuestos, tendrá preferencia la vista con el señalamiento más antiguo, y si los dos señalamientos fuesen de la misma fecha, se suspenderá la vista correspondiente al procedimiento más moderno.

No se acordará la suspensión de la vista si la comunicación de la solicitud para que aquélla se acuerde se produce con más de tres días de retraso desde la notificación del señalamiento que se reciba en segundo lugar. A estos efectos deberá acompañarse con la solicitud copia de la notificación del citado señalamiento.

El artículo 83.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, regula los supuestos de  incomparecencia del actor, de modo que si el actor, citado en forma, no compareciese ni alegase justa causa que motive la suspensión del acto de conciliación o del juicio, el Secretario judicial en el primer caso y el Juez o Tribunal en el segundo, le tendrán por desistido de su demanda.

El precepto legal contempla una especie de desistimiento tácito en el que no hay manifestación o decisión expresa de retirarse del proceso, sino únicamente una presunción de abandono de la acción ejercitada fundada en la incomparecencia del actor. 
Esta presunción, como todas las que admiten prueba en contrario, podría ser destruida por el interesado mediante actos o pruebas que mostraran inequívocamente su voluntad de continuar el proceso o su oposición a la conclusión del mismo
.  
En este sentido la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional ha favorecido una interpretación flexible y antiformalista de la norma
, congruente con el propósito del legislador, que no es otro que el de restringir en lo posible las suspensiones inmotivadas o solapadamente dilatorias
, si bien también ha advertido que tal interpretación no puede amparar actitudes carentes de la diligencia debida por parte del interesado, lesivas del derecho a la tutela judicial efectiva de la contraparte, de la garantía a un proceso sin dilaciones indebidas o a la regularidad, buen funcionamiento y, en definitiva, integridad objetiva del proceso
.
En definitiva, no cabe presumir el desistimiento cuando el demandante manifiesta claramente su decisión de continuar el proceso o su oposición a la conclusión del mismo y por ende “el órgano judicial, al declarar no revisable la inicial decisión que tuvo por desistida a la recurrente sin cuestionar la causa de la inasistencia ni el documento por el que ésta se acreditaba (también certificado médico) ni la diligencia con que actuó la parte, llevó a cabo una rígida interpretación del artículo (entonces 74) de la Ley de Procedimiento Laboral, interpretación que, de acuerdo con la doctrina anteriormente expuesta, no se corresponde con la exigencia derivada del artículo 24 de la Constitución, según la cual debe otorgarse a las normas procesales una interpretación que favorezca el ejercicio de la acción y la continuación del proceso garantizando la efectividad de los principios de defensa y contradicción, lo que implica la subsanación o reparación de los vicios susceptibles de ello antes de proceder a la ruptura total del proceso y que este sólo pueda darse por concluido mediante resoluciones que se pronuncien motivadamente sobre la causa de la incomparecencia y la forma y momento de su justificación”
.
Así, en cuanto a la causa de incomparecencia, se ha precisado que la mera alegación de una causa o motivo justificado no basta, ni conlleva ipso iure la suspensión del juicio
; por el contrario, la realidad de lo expresado ha de ser adverada, con eficacia probatoria y fuerza de convicción suficiente para llevar al ánimo del juzgador la veracidad de la circunstancia impeditiva de la asistencia
  y, en todo caso, es al órgano judicial a quien corresponde apreciar la concurrencia de las circunstancias imposibilitantes de la comparecencia del actor para acordar la suspensión del juicio, decisión que no admite discrecionalidad alguna pues se ha de adoptar en función de circunstancias concretas, probadas e idóneas para justificar la suspensión, adecuación que es revisable en vía de recurso
. 
Asimismo se exige que la decisión judicial de considerar desistido al demandante y concluso el proceso se produzca mediante resoluciones que se pronuncien motivadamente sobre la causa de la incomparecencia, la forma y el momento de su justificación
.

Concretamente, el Tribunal Constitucional ha declarado de forma inveterada que la enfermedad constituye uno de los hechos que entran en el ámbito de ese concepto jurídico indeterminado cobijado bajo la rúbrica de “justa causa”, concepto que no permite el libérrimo arbitrio judicial
.

Por lo que respecta al momento procesal oportuno en el que la causa de la incomparecencia ha de ser puesta en conocimiento del órgano judicial, el Tribunal Constitucional ha señalado que el ahora artículo 83.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. “exige como presupuesto para la posible suspensión de los actos señalados el aviso previo. De la incomparecencia sin aviso previo se deduce una voluntad de abandono de la acción o pretensión. Así, el aviso previo procesal se convierte en una exigencia procesal, cuyo cumplimiento, salvo circunstancias imposibilitantes, deviene ineludible, sin que pueda dejarse su cumplimiento al arbitrio de las partes, pues se trata de un requisito de orden público, por lo que escapa al poder de decisión de las partes. La consecuencia que se anuda a la incomparecencia sin aviso previo, a saber, el tener por desistido, es una sanción proporcionada a la garantía de obtener un proceso sin dilaciones indebidas, y al derecho a la tutela judicial de la contraparte, sin que pueda subsanarse un vicio de esta naturaleza porque se sacrificaría la regularidad y el buen funcionamiento del proceso”
. 

Aunque también se ha admitido, con carácter excepcional, la justificación a posteriori de la causa de inasistencia concurrida cuando, concretamente, la enfermedad constituya un acontecimiento imprevisible, que además a tenor de las circunstancias concurrentes tenga una capacidad obstativa o paralizante de la actividad normal del sujeto
. 

Y finalmente el artículo 83.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, regula los supuestos de incomparecencia del demandado, de modo que la incomparecencia injustificada del demandado no impedirá la celebración de los actos de conciliación y juicio, continuando éste sin necesidad de declarar su rebeldía, y puede ser tenido por confeso conforme a lo dispuesto en el artículo 91.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.
Asimismo, en los supuestos en los que el demandado comparezca con posterioridad la Ley no establece la suspensión o reapertura de los plazos, sino que al contrario dispone que los plazos y términos son perentorios e improrrogables
.
2.2.-  La celebración del acto de conciliación  

Conforme a lo dispuesto en el artículo 84.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, el Secretario judicial intentará la conciliación, llevando a cabo la labor mediadora que le es propia, y advertirá a las partes de los derechos y obligaciones que pudieran corresponderles. Si las partes alcanzan la avenencia, dictará Decreto aprobándola y acordando, además, el archivo de las actuaciones. 

Del mismo modo, corresponderá al Secretario judicial la aprobación del acuerdo alcanzado por las partes antes del día señalado para los actos de conciliación y juicio. La conciliación y la resolución aprobatoria, oral o escrita, se documentarán en la propia acta de comparecencia.

La conciliación alcanzada ante el Secretario judicial y los acuerdos logrados entre las partes aprobados por aquél tendrán, a todos los efectos legales, la consideración de conciliación judicial.

A tales efectos no está de más recordar que tanto la Sentencia como la Conciliación judicial son -conforme a las previsiones del artículo 33.2 del Estatuto de los Trabajadores- títulos igualmente habilitantes para generar la responsabilidad subsidiaria del Fondo de Garantía Salarial
.   

La conciliación o transacción sea extrajudicial o judicial es resultado del acuerdo, de un contrato, y produce el efecto de sustituir una relación jurídica controvertida por otra cierta y no controvertida, extinguiendo los derechos y acciones en que trae causa y originando nuevos vínculos y obligaciones. 

El artículo 1809 del Código Civil, establece que “La transacción es un contrato por el cual las partes, dando, prometiendo o reteniendo cada una alguna cosa, evitan la provocación de un pleito o ponen término al que había comenzado.”

La excepción de transacción conocida como exceptio pacti tiene un significado semejante pero no idéntico a la cosa juzgada material y puede ser opuesta, no apreciada de oficio, en cualquier proceso. 

Igualmente, la transacción tiene para las partes la autoridad de la cosa juzgada; pero no procederá la vía de apremio sino tratándose del cumplimiento de la transacción judicial, conforme a lo dispuesto en el artículo 1816 del Código Civil
.

La eficacia de la cosa juzgada de la conciliación judicial no es sin embargo totalmente idéntica a la de la Sentencia firme porque aquella deriva y tiene que ser conjugada con su naturaleza contractual: la imposibilidad de replantear las cuestiones transigidas o conciliadas no significa que sea invulnerable, ya que su validez y eficacia puede impugnarse por las causas que invalidan los contratos, conforme a lo establecido en el artículo 84.6 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre
. 
Asimismo, no podemos olvidar que las cláusulas y términos de la transacción deberán ser interpretadas conforme a las reglas de interpretación de los contratos, que se contienen en los artículos 1281 y siguientes del Código Civil, de modo que la transacción siempre está expuesta a que se discuta sobre su alcance, aplicación, valor y eficacia, porque es un contrato, aunque se homologue judicialmente
.

Por su parte el artículo 84.2  de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, dispone que si el Secretario judicial estimare que lo convenido es constitutivo de lesión grave para alguna de las partes o para terceros, de fraude de Ley o de abuso de derecho o contrario al interés público, no aprobará el acuerdo, advirtiendo a las partes que deben comparecer a presencia judicial para la celebración del acto del juicio, y ello dado que los actos de disposición en materia laboral han de vincularse a la función preventiva del proceso propia de la transacción y medio de poner fin a las controversias laborales y, aún en ese marco, han de establecerse las cautelas necesarias
. 
La intervención del Secretario judicial en el pacto alcanzado por las partes garantiza en gran medida el conocimiento por parte de aquellas de los derechos que les asisten y sobre los que transigieron para alcanzar el acuerdo, por lo que no puede entenderse como un olvido la falta de referencia a los salarios de tramitación, sino como un acto válido de disposición de derechos por parte del trabajador
.
A tenor de lo dispuesto en el artículo 84.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en los supuestos de no haber avenencia ante el Secretario judicial y procederse a la celebración del juicio, la aprobación del acuerdo conciliatorio que, en su caso, alcanzasen las partes en dicho momento corresponderá al Juez o Tribunal ante el que se hubiere obtenido mediante resolución oral o escrita documentada en el propio acuerdo. 
Sólo cabrá nueva intervención del Secretario judicial aprobando un acuerdo entre las partes si el acto del juicio se llegase a suspender por cualquier causa.

Conforme a lo establecido en el artículo 84.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, del acto de conciliación se extenderá la correspondiente acta. Tal disposición normativa viene referida a los supuestos en los que las partes no han alcanzado acuerdo alguno,  ya sea porque las partes han mantenido posturas divergentes, ya sea porque una de las partes no haya comparecido al citado acto conciliatorio. Y en aquellos supuestos en los que no conste la correspondiente Acta de comparecencia ante el Secretario judicial que acredite que las partes fueran llamadas para celebrar el acto de conciliación, habrá de acordarse la nulidad de las actuaciones, y retrotraer las mismas al momento anterior a la celebración del acto del juicio oral
.  

No debemos obviar que el artículo 84.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, expresamente prevé que la conciliación y los acuerdos entre las partes aprobados por el Secretario judicial o, en su caso, por el Juez o Tribunal se llevarán a efecto por los trámites de la ejecución de sentencias.

Y finalmente, se ha de señalar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 84.6  de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, la acción para impugnar la validez de la conciliación se ejercitará ante el mismo Juzgado o Tribunal al que hubiera correspondido la demanda, por los trámites y con los recursos establecidos en la propia Ley 36/2011, de 10 de octubre. 
La acción caducará a los treinta días de la fecha de su celebración, y para los terceros perjudicados el plazo contará desde que pudieran haber conocido el acuerdo. 
Las partes podrán ejercitar la acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos
 y la impugnación por los posibles terceros perjudicados podrá fundamentarse en ilegalidad o lesividad
.

Es cierto que el artículo 84.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre al configurar el comentado plazo de caducidad no hace distingo, ni diferenciación alguna; pero es evidente que el precepto difícilmente puede ser tomado en consideración cuando el acuerdo conciliatorio tiene el carácter de Convenio Colectivo, pues entonces entra en colisión con la naturaleza propia del mismo, y además, es claro que el citado precepto  está pensado fundamentalmente para los conflictos individuales, sin que pueda alcanzar a las impugnaciones de los pactos conciliatorios logrados en los juicios de conflicto colectivo
.
2.3.-  La celebración del juicio  
Conforme a lo dispuesto en el artículo 85.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, si las partes no alcanzan avenencia en la conciliación que se celebra ante el Secretario judicial, se pasará seguidamente a juicio y se dará cuenta de lo actuado.

Con carácter previo se resolverá, motivadamente, en forma oral y oídas las partes, sobre las cuestiones previas que se puedan formular en ese acto, así como sobre los recursos u otras incidencias pendientes de resolución, sin perjuicio de la ulterior sucinta fundamentación en la sentencia, cuando proceda. 
Igualmente serán oídas las partes y, en su caso, se resolverá, motivadamente y en forma oral, lo procedente sobre las cuestiones que el Juez o Tribunal puedan plantear en ese momento sobre su competencia, los presupuestos de la demanda o el alcance y límites de la pretensión formulada, respetando las garantías procesales de las partes y sin prejuzgar el fondo del asunto.

A continuación, el demandante ratificará o ampliará su demanda, aunque en ningún caso podrá hacer en ella variación sustancial.

De acuerdo con la doctrina constitucional y la jurisprudencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, la interdicción de la variación sustancial de la demanda tiene su raíz en el “derecho a no sufrir indefensión” en el desarrollo del proceso
, el cual está dirigido a “garantizar la posibilidad de ambas partes procesales de alegar o probar cuanto consideren preciso a la defensa de sus intereses o derechos en función de igualdad recíproca”
. 

Conforme a una inveterada jurisprudencia, la variación debe considerarse sustancial cuando “afecta de forma decisiva a la configuración de la pretensión ejercitada o a los hechos en que ésta se funda” introduciendo con ello “un elemento de innovación esencial en la delimitación del objeto del proceso, susceptible a su vez de generar para la parte demandada una situación de indefensión”
. 
Asimismo se ha de tener en cuenta que la legislación procesal laboral “cuida con esmero las alegaciones sorpresa que, en un proceso oral como el regulado en dicha norma, impiden la adecuada defensa de la parte”
; lo que explica tanto la prohibición de la modificación sustancial de la pretensión, como la prohibición de “la reconvención que no hubiera sido previamente anunciada en conciliación o reclamación previa” ex artículo 85.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, o “la obligación de comunicar al Juzgado que se acudirá a juicio con asistencia técnica” ex artículo 21.2 de la citada Ley.
No obstante lo anterior, el sentido pragmático y de economía procesal permite acompasar las peticiones de las partes y el fin del proceso al tiempo y duración de su trámite, de tal modo que las variaciones sobrevenidas en su curso puedan ser tenidas en cuenta y también decididas, ya que no debe olvidarse que se ha de fallar en relación al tiempo y hechos de la Sentencia, no de la demanda, so pena de privar de sentido a la razonable previsión del Legislador al permitir conforme al artículo 426 de la Ley de Enjuiciamiento Civil la aportación de nuevas circunstancias, respetándose, eso sí, la sustancia de la petición originaria
.  
Por su parte, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 85.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, el demandado contestará afirmando o negando concretamente los hechos de la demanda, y alegando cuantas excepciones estime procedentes.

Mediante la contestación a la demanda el demandado, que no se allane a la misma, oponiéndose a la pretensión actora, pide que no se dicte contra él una Sentencia condenatoria. 
Como contenido de la contestación del demandado cabe que por éste se admitan, total o parcialmente, los hechos de la demanda fundamento de la pretensión actora, pero que se oponga a aquélla invocando excepciones materiales, respecto del fondo del asunto, fundadas incluso en hechos nuevos, siempre y cuando se mantengan dentro de la misma relación jurídico-material deducida en el proceso por el actor y no susciten un objeto procesal distinto
. 
Asimismo, además de negar los hechos aportados por el actor, o de matizarlos conforme a su criterio, puede el demandado alegar hechos impeditivos (su concurrencia no permite que nazca la relación procesal por la que el demandante reclama; ejemplo de ellos serían la falta de capacidad de una de las partes intervinientes en un negocio jurídico, o la existencia de un vicio esencial en su consentimiento); puede alegar también hechos extintivos (que hacen fenecer la relación o la situación jurídica que antes existió: así, la alegación del pago de una deuda, o de cualquier otra causa de las previstas en el artículo 1156 del Código Civil), y puede, finalmente, alegar hechos excluyentes, que no atacan el nacimiento y existencia de la situación o relación jurídicas que son objeto del proceso, ni tampoco su subsistencia, pero que producen el efecto de hacer inexigibles las obligaciones que para el favorecido con el hecho se derivaban de las aludidas situación o relación jurídica
.

Para que el Tribunal pueda apreciar la existencia de los hechos impeditivos y de los extintivos, basta con que tal existencia se deduzca de la prueba practicada en el proceso, sea cual fuere el litigante cuya actividad probatoria los demuestre, y aun cuando no se hubieran alegado de manera expresa. 

En cambio, para que pueda ser apreciada la existencia de un hecho excluyente, no sólo se precisa su acreditación por parte del litigante a quien favorece, sino que es necesaria, además, su expresa alegación. 

Pues bien, conforme a unánime doctrina científica y jurisprudencial, el hecho del que se deriva la excepción material de prescripción es el prototipo de hecho excluyente, de tal manera que dicha prescripción únicamente puede apreciarse si el favorecido por ella expresamente la alega y la acredita.

Prevé la norma que el demandado únicamente podrá formular reconvención cuando la hubiese anunciado en la conciliación previa al proceso o en la contestación a la reclamación previa o resolución que agote la vía administrativa, y hubiese expresado en esencia los hechos en que se funda y la petición en que se concreta. 
La reconvención se define como una conducta del demandado que no se limita a pedir su absolución, sino que solicita la condena del demandante. De esta forma, las posiciones procesales se invierten: el demandado pasa a ser demandante, y el demandante, demandado, pero conservando, sin embargo, la primera estructura que surge de la demanda. Ahora bien, lo que caracteriza a la reconvención es que este efecto surge dentro del mismo proceso, como una forma específica de acumulación, que la doctrina científica más autorizada calificó en su momento como una modalidad de “acumulación sucesiva por inserción de pretensiones”, que produce “la consecuencia esencial de que haya varias pretensiones en un solo proceso”, como efecto común a toda acumulación
. 
Es importante destacar que la reconvención que se realiza en el acto administrativo de conciliación no es un mero anuncio, pues tiene que cumplir en ese momento las exigencias propias de la demanda, ya que, por imperativo legal, debe expresar en lo esencial “los hechos en que se funda y la petición en que se concreta”
. 
El anuncio de reconvención por el demandado no solamente interrumpe la prescripción de la acción cuyo ejercicio se anuncia, sino que prolonga la conservación del efecto interruptivo en forma paralela al proceso principal, por cuanto que la pretensión ejercitada al reconvenir se acumula -desde el momento en que se formula en conciliación- a la demanda y sigue la suerte de ésta, por lo que anunciada la reconvención en el acto de conciliación previa, aunque se celebre el juicio transcurrido más de un año desde que se intentó la conciliación sin efecto, la acción reconvencional no ha prescrito
.

No se admitirá la reconvención, si el órgano judicial no es competente, si la acción que se ejercita ha de ventilarse en modalidad procesal distinta y la acción no fuera acumulable, y cuando no exista conexión entre sus pretensiones y las que sean objeto de la demanda principal.

No podemos obviar que el proceso social, está regido por los principios básicos de “inmediación, oralidad, concentración y celeridad” que deben orientar “la interpretación y aplicación de las normas procesales” tanto las relativas al proceso ordinario como las afectantes a las modalidades procesales
, y en la norma se contiene una regulación que cabe configurar como cerrada y detallada de la reconvención para que, sin merma de los referidos principios, no pueda vulnerarse en ningún caso el derecho de defensa ex  artículo 24 de la Constitución, generándose indefensión a la parte que se pudiera verse sorprendida en el actor del juicio o en un proceso inidóneo por las pretensiones contenidas en una demanda reconvencional . En esta línea, ya el Tribunal Supremo  proclamaba que “la viabilidad de la reconvención viene supeditada a su proclamación en el acto de conciliación o en el de contestación a la reclamación previa y, también, que su finalidad se fundamenta en evitar la indefensión del actor reconvenido, y que ello no produce indefensión alguna en la parte reconviniente, quien es libre de ejercitar su derecho en el proceso correspondiente”
.
Más en concreto, los artículos 26.1, 85.3 y 178 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, proscriben la acumulación, incluso por vía de reconvención, de un serie de materias, incluida la acción de tutela de derechos fundamentales y libertades públicas, de modo que no es de aplicación en el orden jurisdiccional social la previsión contenida en el artículo 438 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por regular las normas procesales sociales la reconvención de un modo completo y, además, excluyente de la misma, entre otras, en la modalidad procesal de tutela de derechos fundamentales y ser contraria tal previsión procesal civil a los principios del proceso social
. 
No será necesaria reconvención para alegar compensación de deudas, siempre que sean vencidas y exigibles y no se formule pretensión de condena reconvencional, y en general cuando el demandado esgrima una pretensión que tienda exclusivamente a ser absuelto de la pretensión o pretensiones objeto de la demanda principal, siendo suficiente que se alegue en la contestación a la demanda. Si la obligación precisa de determinación judicial por no ser líquida con antelación al juicio, será necesario expresar concretamente los hechos que fundamenten la excepción y la forma de liquidación de la deuda, así como haber anunciado la misma en la conciliación o mediación previas, o en la reclamación o resolución que agoten la vía administrativa. 
Así cuando se alega por el demandado la compensación de deudas, como hecho extintivo de la obligación de indemnizar o minoración de la indemnización acordada, la excepción invocada puede resolverse en causa por despido. Lo que es independiente de la procedencia o improcedencia de esa compensación insertada en el litigio en la contestación a la demanda
.

Recordemos que, para que dos deudas sean compensables, es preciso, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 85.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre y 1196 del Código Civil, que las dos estén vencidas, y que sean líquidas y exigibles. 

Formulada la reconvención, se dará traslado a las demás partes para su contestación en los términos establecidos para la demanda. El mismo trámite de traslado se acordará para dar respuesta a las excepciones procesales, caso de ser alegadas.

A tales efectos, el artículo 85.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que las partes harán uso de la palabra cuantas veces el Juez o Tribunal lo estime necesario.
Asimismo, en el acto de juicio oral, las partes podrán alegar cuanto estimen conveniente a efectos de lo dispuesto en el artículo 191.3.b) de la Ley 36/2011, de 10 de octubre
, ofreciendo, para el momento procesal oportuno, los elementos de juicio necesarios para fundamentar sus alegaciones, y ello, conforme a lo dispuesto en el artículo 85.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. No será preciso aportar prueba sobre esta concreta cuestión cuando el hecho de que el proceso afecta a muchos trabajadores o beneficiarios sea notorio por su propia naturaleza.

Por su parte, dispone el artículo 85.6 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, que si no se suscitasen cuestiones procesales o si, suscitadas, se hubieran contestado, las partes o sus defensores con el Tribunal fijarán los hechos sobre los que exista conformidad o disconformidad de los litigantes, consignándose en caso necesario en el acta o, en su caso, por diligencia, sucinta referencia a aquellos extremos esenciales conformes, a efectos de ulterior recurso. Igualmente podrán facilitar las partes unas notas breves de cálculo o resumen de datos numéricos.

En definitiva, los hechos que no se discuten quedan fuera del debate procesal, no hay litigio sobre ellos, pudiéndose tener en cuenta en todo caso, centrándose éste sobre los hechos discutidos, conforme a lo dispuesto en el artículo 85.6 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre
.  

O dicho de otro modo, una vez fijados los hechos sobre los que exista conformidad éstos quedan excluidos de la controversia tanto en instancia como en suplicación
.
En los supuestos en los que se produzca un allanamiento total o parcial
 será aprobado por el órgano jurisdiccional, oídas las demás partes, de no incurrir en renuncia prohibida de derechos, fraude de Ley o perjuicio a terceros, o ser contrario al interés público, mediante resolución que podrá dictarse en forma oral. Si el allanamiento fuese total se dictará sentencia condenatoria de acuerdo con las pretensiones del actor. Cuando el allanamiento sea parcial, podrá dictarse auto aprobatorio, que podrá llevarse a efecto por los trámites de la ejecución definitiva parcial, siempre que por la naturaleza de las pretensiones objeto de allanamiento, sea posible un pronunciamiento separado que no prejuzgue las restantes cuestiones no allanadas, respecto de las cuales continuará el acto de juicio (artículo 85.7 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre).

En nuestro ordenamiento la figura del allanamiento, únicamente existe en el ámbito del proceso y requiere una expresa e inequívoca manifestación de voluntad, que no se puede tener por producida, cuando la misma no consta en las actuaciones
. 
Asimismo se ha de señalar que “el allanamiento sólo cabe, como es lógico, para la parte demandada”
.
De una conducta procesal plenamente lícita como puede ser el allanamiento parcial a la demanda no cabe derivar la falta de fundamento de todas las restantes pretensiones, ya que semejante conclusión no se compadecería con el derecho a obtener tutela judicial efectiva sin existencia de indefensión, ya que restringe sin motivo alguno las posibilidades de actuación reconocidas en las leyes procesales
.
Finalmente, el artículo 85.8 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que el Juez o Tribunal, una vez practicada la prueba y antes de las conclusiones, salvo que exista oposición de alguna de las partes, podrá suscitar la posibilidad de llegar a un acuerdo y de no alcanzarse el mismo en ese momento proseguirá la celebración del juicio.

2.4.-  Prejudicialidad penal y social  

La norma procesal laboral ha optado por la no suspensión de los procesos declarativos laborales, ni por aplazar el dictado de la resolución procedente por la existencia de una cuestión prejudicial penal, de modo que el artículo 86.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre expresamente establece que “En ningún caso se suspenderá el procedimiento por seguirse causa criminal sobre los hechos debatidos”.

Conforme a lo establecido en el artículo 86.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en el supuesto de que fuese alegada por una de las partes la falsedad de un documento que pueda ser de notoria influencia en el pleito, porque no pueda prescindirse de la resolución de la causa criminal para la debida decisión o condicione directamente el contenido de ésta, continuará el acto de juicio hasta el final, y en el caso de que el Juez o Tribunal considere que el documento pudiera ser decisivo para resolver sobre el fondo del asunto, acordará la suspensión de las actuaciones posteriores y concederá un plazo de ocho días al interesado para que aporte el documento que acredite haber presentado la querella. 
La eventual imputación a la contraparte de otros delitos aun relacionados con los documentos no queda comprendida en la regla del artículo 86.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre,  y sigue, por tanto, la regla general de no suspensión del procedimiento
. 
Como ya hemos dicho la suspensión por prejudicialidad penal se limita a la posible falsedad de un documento decisivo para resolver sobre el fondo del asunto, y no procede cuando se presenta una querella por falso testimonio, ya que la testifical debe ser apreciada por el Juzgador conforme a la sana critica, extrayendo su conclusión acerca de su fuerza probatoria
.
La suspensión durará hasta que se dicte Sentencia o auto de sobreseimiento en la causa criminal, hecho que deberá ser puesto en conocimiento del Juez o Tribunal por cualquiera de las partes
.

Es el artículo 86.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, el encargado de establecer que si cualquier otra cuestión prejudicial penal diera lugar a sentencia absolutoria por inexistencia del hecho o por no haber participado el sujeto en el mismo, quedará abierta contra la Sentencia dictada por el Juez o Sala de lo Social la vía de la revisión regulada en la Ley de Enjuiciamiento Civil
.

Como ya se ha dicho de forma inveterada por el Tribunal Supremo, el artículo 86.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, da pie a la revisión de sentencias firmes cuando recaen sentencias absolutorias por inexistencia del hecho o por no haber participado el sujeto en el mismo, pero estos pronunciamientos no se contienen ni en el sobreseimiento provisional ni en el archivo de las diligencias penales, por lo que no son resoluciones equiparables a la sentencia absolutoria. Por ello, dichos documentos no son útiles, ni decisivo, para fundar la revisión, como tiene declarado la citada Sala de lo Social, incluso en supuestos de sentencias penales absolutorias por inexistencia de prueba suficiente sobre los hechos imputados, ya que en definitiva, la absolución penal se debe a la aplicación del principio de presunción de inocencia
.

No podemos olvidar que la valoración que de la prueba practicada realiza el Juez Penal en un proceso en el que rige el derecho fundamental a la presunción de inocencia para llegar a la conclusión de que no resulta probado, más allá de toda duda razonable, que el acusado cometiera el delito que se le imputa, no impide que el Juez del orden social de la jurisdicción considere suficientemente acreditado -en uso y ejercicio de la potestad que le confiere el artículo 97.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre en orden a la valoración de la prueba- el incumplimiento contractual grave que justifica la procedencia del despido. 
Así, la Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha proclamado la independencia de uno y otro orden jurisdiccional, en relación con la valoración de la prueba -con los límites antes dichos de inexistencia del hecho o falta de participación del trabajador en el ilícito penal, en cuyas circunstancias prevalece o se impone la sentencia penal sobre la civil
; y ello, por cuanto, “la jurisdicción penal y laboral operan sobre culpas distintas y no manejan de idéntica forma el material probatorio para enjuiciar en ocasiones una misma conducta”
.

Esta valoración diferente de los hechos podría encontrar explicación y justificación, alternativa o cumulativamente, en la distinta actividad probatoria desplegada en uno y otro orden jurisdiccional, o en el distinto grado de convicción judicial que exige la condena en el orden penal, en el que hay que atenerse a principios, como la presunción de inocencia y el in dubio pro reo, que no son de aplicación en la calificación de las conductas de incumplimiento del trabajador de sus obligaciones laborales.

Tampoco por ello se viola el principio de presunción de inocencia, dado que “el despido no es más que una resolución contractual, y por tanto no conlleva la aplicación del derecho penal”
, de modo que la consideración por los Tribunales del orden social de que una conducta implica un incumplimiento contractual, “no incluye un juicio sobre la culpabilidad o inocencia del recurrente”
. 
Finalmente y en relación con la cuestión prejudicial social conforme a lo dispuesto en el artículo 86.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, la tramitación de otro procedimiento ante el orden social no dará lugar a la suspensión del proceso salvo en los supuestos previstos en la propia Ley reguladora de la jurisdicción social, sin perjuicio de los efectos propios de la litispendencia cuando se aprecie la concurrencia de dicha situación procesal. 
No podemos obviar que en nuestro derecho procesal la litispendencia es una excepción que tiende a impedir la simultánea tramitación de dos procesos con el mismo contenido, siendo una institución preventiva y tutelar de la cosa juzgada, por lo que requiere las mismas identidades que ésta, identidades que han de ser subjetiva, objetiva y causal, por lo que no basta para la identidad total con que entre ambos procesos exista una mera conexión o identidad de alguno de estos elementos (pero no de todos), pues esto último a lo único que puede dar lugar es a la posibilidad de acumulación de ambos procesos a instancia de parte legítima, constituyendo una hipótesis distinta a la de litispendencia
.
No obstante, a solicitud de ambas partes, podrá suspenderse el procedimiento hasta que recaiga resolución firme en otro procedimiento distinto, cuando en éste deba resolverse la que constituya objeto principal del primer proceso.
Conforme a lo dispuesto en la norma legal la suspensión del procedimiento es  meramente facultativa (ya que emplea la expresión “podrá”) para el Juez a quo y no necesaria
.
2.5.-  La práctica de la prueba en el acto de juicio  
Hemos de comenzar señalando que los litigantes han de concurrir al juicio con todos los medios de prueba de que intenten valerse
. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 87.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, se admitirán las pruebas que se formulen y puedan practicarse en el acto, respecto de los hechos sobre los que no hubiere conformidad
 salvo en los casos en que la materia objeto del proceso esté fuera del poder de disposición de los litigantes, siempre que aquéllas sean útiles y directamente pertinentes a lo que sea el objeto del juicio y a las alegaciones o motivos de oposición previamente formulados por las partes en el trámite de ratificación o de contestación de la demanda. 

La prueba es una actividad procesal por la que las partes buscan convencer al órgano judicial de la existencia de los hechos que alegan o de la inexistencia de los aducidos por la contraria. Pero, no de cualquier hecho, sino de los que son objeto de controversia, y guardan relación con la tutela judicial efectiva que se pretende obtener en el proceso, y deben probarse. 

De ahí que no sea necesario prueba, y por consiguiente queden exentos o excluidos de la práctica de la prueba:

· Los hechos conformes, esto es, los reconocidos de contrario en trámite de alegaciones, bien por manifestación expresa, bien porque la conformidad se deduzca de sus posturas procesales respectivas, siempre que no ofrezca dudas su admisión y no estén fuera del poder de disposición de los litigantes
. 

Afirmado un hecho y no negado por la parte demandada se tiene por conforme y como tal puede ser apreciado por el Tribunal llamado a conocer del recurso si no consta en el relato fáctico de la Sentencia del órgano a quo
.
· Los hechos notorios, cuando gozan de “notoriedad absoluta y general” ex artículo 281.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

La notoriedad hace referencia a la experiencia común o cultura colectiva de un determinado ámbito geográfico y tiempo, sin que quepa ser confundida con el conocimiento privado que el Juez tenga de un determinado asunto. Asimismo, la notoriedad debe ser necesariamente alegada por la parte, no pudiéndola aportar de oficio el Juez, y la existencia de notoriedad ha de referirse al momento en que se dictó la sentencia de instancia y no a un momento posterior
.

· Los hechos favorecidos por una presunción, ya sea legal o judicial y cuya expresa regulación se contiene en los artículos 385 y 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
En el proceso social rige el principio de aportación de parte, de modo que son las partes las que deben probar y, por ende, sobre las que recae la carga de alegar y probar los hechos constitutivos del derecho que afirma en el proceso, mientras que el demandado debe probar los hechos impeditivos, extintivos y excluyentes de ese derecho o de su ejercicio, conforme a lo dispuesto en el artículo  217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

En relación con la carga de la prueba, le corresponde al actor y al demandado reconviniente la carga de probar la certeza de los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las pretensiones de la demanda y de la reconvención (artículo 217.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil).

Y le corresponde al demandado y al actor reconvenido la carga de probar los hechos que, conforme a las normas que les sean aplicables, impidan, extingan o enerven la eficacia jurídica de los hechos a que se refiere el apartado anterior (artículo 217.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil).

Dichas reglas se aplicarán siempre que una disposición legal expresa no distribuya con criterios especiales la carga de probar los hechos relevantes (artículo 217.6 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), y en nuestra Ley reguladora tenemos varios ejemplos
.

Para la aplicación de las reglas sobre la carga de la prueba, el Tribunal deberá tener presente la disponibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de las partes del litigio
, es la plasmación legal de una doctrina jurisprudencial que ya venía  aplicando con carácter excepcional un criterio alternativo de carácter corrector ponderando las especiales dificultades probatorias de determinados hechos y la posición de las partes ante los medios de prueba
.
Se trata, en definitiva, de permitir que el Juez atempere el rigor probatorio en supuestos en que las fuentes de prueba se encuentren en poder de una de las partes del litigio, siendo imposible a la otra -sobre la que recae la carga probatoria - el ejercicio de los medios probatorios pertinentes
.
La petición del recibimiento del pleito a prueba va acompañada de la proposición de los medios concretos de prueba en el acto del juicio y la unidad del acto que informa el proceso social exige que se practiquen en la vista oral, siendo la admisión de la prueba una decisión judicial que se adopta oralmente, y que  está condicionada a:

· La pertinencia, pues no se admitirá ninguna prueba que no guarde relación con el objeto del juicio (artículo 283.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). 

· La utilidad, pues no se admitirán aquellas pruebas que, según reglas y criterios razonables y seguros, en ningún caso puedan contribuir a esclarecer los hechos controvertidos (artículo 283.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). 
· La licitud, pues nunca se admitirá como prueba cualquier actividad prohibida por la Ley (artículo 283.3 de la Ley de Enjuiciamiento).

El derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa que reconoce el artículo 24.2 de la Constitución no faculta, obviamente, para exigir la admisión de cualesquiera pruebas que puedan las partes proponer, sino para la solicitud y práctica de las que sean pertinentes (entendida la pertinencia como la relación entre los hechos probados y el thema decidendi), correspondiendo el juicio sobre la pertinencia de las mismas al juzgador ordinario, el cual habrá de llevarlo a cabo de acuerdo con el carácter fundamental que al derecho en cuestión le otorga la Constitución y deberá a la vez explicitarlo por exigencia no sólo ya de las leyes procesales, sino por imperativo de la Norma fundamental
.

Por ello mismo, correspondiendo a los Jueces y Tribunales ordinarios en el ejercicio de su potestad jurisdiccional pronunciarse sobre la pertinencia de las pruebas propuestas, la intervención del Tribunal Constitucional únicamente procederá en aquellos supuestos de falta de fundamentación o de incongruencia en la motivación del rechazo del medio de prueba que haya sido propuesto, o, en fin, cuando la motivación resulte arbitraria o irrazonable
.
A mayor abundamiento, se ha de señalar que la medida dispuesta por los artículos 82.4 y 124.10 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, no va acompañada de expresa posible consecuencia y mucho menos de previsión preclusoria alguna, de forma que no resulta ajustado a derecho entender que la desatención al requerimiento judicial comporte la preclusión del trámite de prueba y la imposibilidad de que posteriormente se proponga -y practique- nueva prueba documental y/o pericial, en contra de lo que al efecto se dispone con carácter general por el artículo 87.1 de la citada Ley en orden a la práctica de la prueba en el acto de juicio
.

Podrán admitirse también aquellas que requieran la traslación del Juez o Tribunal fuera del local de la audiencia, si se estimasen imprescindibles. En este caso, se suspenderá el juicio por el tiempo estrictamente necesario.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 87.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, el Juez o Tribunal resolverá sobre la pertinencia de las pruebas propuestas y determinará la naturaleza y clase de medio de prueba de cada una de ellas según lo previsto en el artículo 299 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la propia Ley reguladora de la jurisdicción social. Asimismo resolverá sobre las posibles diligencias complementarias o de adveración de las pruebas admitidas y sobre las preguntas que puedan formular las partes.

La expresa remisión que efectúa el precepto al artículo 299 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
, determina que sean de aplicación directa en el proceso laboral las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil sobre la naturaleza de la prueba que de forma pertinente pueden ser practicadas en el proceso laboral. No se trata pues de una aplicación subsidiaria, según la cláusula general de subsidiariedad contenida en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, sino de una aplicación directa por remisión a la Ley de Enjuiciamiento Civil, de modo que no se mezclan dos principios supuestamente diversos en este tema, los del proceso laboral y los del civil por una aplicación subsidiaria, sino que se aplican los mismos principios, por la remisión efectuada por la norma remitida, y en definitiva, no existe contradicción alguna entre los dos ordenamientos procesales, en la medida en que uno remite al otro directamente en evitación de la repetición innecesaria de las normas
.
La parte proponente podrá hacer constar su protesta en el acto de juicio oral contra la inadmisión de cualquier medio de prueba, diligencia o pregunta, consignándose en el acta la pregunta o la prueba solicitada, la resolución denegatoria, la fundamentación razonada de la denegación y la protesta, todo a efectos del correspondiente recurso contra la Sentencia
.

Por su parte el Tribunal Constitucional ha señalado que en los supuestos en los que “únicamente es imputable a la conducta negligente de la demandante de amparo o de su Letrado el que no se recogiera en el acta del juicio su protesta por la prueba denegada, dejando de este modo transcurrir el único momento procesal que el art. 89.2 LPL concede para constatar dicha protesta, sin que pueda atribuirse eficacia para subsanar tal conducta negligente a la diligencia extendida por el Secretario del Juzgado.”

La oportuna protesta por inadmisión de prueba debe hacerse precisamente en el acto en que se informa de esa decisión judicial, y si la protesta se formula en la fase de conclusiones, será extemporánea
. 

Asimismo, se ha se recordar que una vez comenzada la práctica de una prueba admitida, si renunciase a ella la parte que la propuso, podrá el órgano judicial, sin ulterior recurso, acordar que continúe
. Se configura así como una facultad del órgano judicial y no de la parte no proponente el acordar la continuación del concreto medio de prueba renunciado una vez se ha iniciado su práctica
.
Por su parte, el artículo 87.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, dispone que el órgano judicial podrá hacer, tanto a las partes como a los peritos y testigos, las preguntas que estime necesarias para el esclarecimiento de los hechos. Los litigantes y los defensores podrán ejercitar el mismo derecho.

Y si bien los litigantes y sus defensores pueden ejercitar el mismo derecho, ello debe conectarse con las facultades de dirección de la vista que tiene el juzgador de instancia, lo que se materializa plenamente a hora de admitir los testigos, que puede limitar discrecionalmente
.
La igualdad procesal se logra concediendo a todos los comparecientes la facultad de interrogar a las partes o a los testigos aunque no los hayan propuesto ellos, y la función judicial de búsqueda de la verdad material se cumple con la posibilidad de interrogar libremente a esos testigos o la de intervenir en el interrogatorio evitando preguntas impertinentes o inútiles para la resolución del caso
. 
El Juez o Tribunal, sin apartarse de las pretensiones y causa de pedir que expresen las partes en la demanda y contestación, podrá someter a las partes para alegaciones durante el juicio cuantas cuestiones deban ser resueltas de oficio o resulten de la fundamentación jurídica aplicable, aun cuando hubiera sido alegada de modo incompleto o incorrecto. 
Igualmente podrá solicitar alegaciones sobre los posibles pronunciamientos derivados que por mandato legal, o por conexión o consecuencia, resulten necesariamente de las pretensiones formuladas por las partes. Si el acto de juicio hubiere quedado concluso, la audiencia a este respecto se sustanciará por el plazo común de tres días, mediante alegaciones escritas y preferiblemente por medio informático o telemático, siguiéndose el trámite del artículo 87.6 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 87.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, una vez practicada la prueba, las partes o sus defensores o representantes, en su caso, formularán oralmente sus conclusiones de un modo concreto y preciso
, determinando en virtud del resultado de la prueba, de manera líquida y sin alterar los puntos fundamentales y los motivos de pedir invocados en la demanda o en la reconvención, si la hubiere, las cantidades que, por cualquier concepto, sean objeto de petición de condena principal o subsidiaria; o bien, en su caso, formularán la solicitud concreta y precisa de las medidas con que puede ser satisfecha la pretensión ejercitada. Si las partes no lo hicieran en este trámite, el Juez o Tribunal deberá requerirles para que lo hagan, sin que en ningún caso pueda reservarse tal determinación para la ejecución de Sentencia
.

A mayor abundamiento el artículo 87.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que si el órgano judicial no se considerase suficientemente ilustrado sobre las cuestiones de cualquier género objeto del debate, concederá a ambas partes el tiempo que crea conveniente, para que informen o den explicaciones sobre los particulares que les designe
.

Para concluir, el artículo 87.6 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, dispone que si las pruebas documentales o periciales practicadas resultasen de extraordinario volumen o complejidad, el Juez o Tribunal podrá conceder a las partes la posibilidad de efectuar sucintas conclusiones complementarias, por escrito y preferiblemente por medios telemáticos, sobre los particulares que indique, en relación exclusiva con dichos elementos de prueba, dentro de los tres días siguientes, justificando haber efectuado previa remisión a las demás partes comparecidas por los mismos medios. 
Se constituye o configura como una simple posibilidad que se otorga al órgano jurisdiccional y en relación exclusivamente con “los particulares que indique”, para su ilustración y valoración de la prueba, y por ende su práctica no depende de la petición de las partes, de modo que una eventual denegación de ese trámite para efectuar sucintas conclusiones complementarias no puede generar indefensión a las partes
. 
Durante el referido período, los documentos o pericias estarán a disposición de las partes en la oficina judicial y una vez transcurrido, háyanse presentado o no alegaciones, se iniciará el plazo para dictar Sentencia.

2.6.-  Las diligencias finales  
Conforme a lo dispuesto en el artículo 88 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, una vez terminado el juicio, dentro del plazo para dictar Sentencia, el Juez o Tribunal podrá acordar la práctica de cuantas pruebas estime necesarias, como diligencias finales, con intervención de las partes y en la forma establecida para las pruebas de su clase. 
En la misma Providencia se fijará el plazo dentro del cual haya de practicarse la prueba, que no excederá de veinte días, o se señalará comparecencia para la práctica de la misma y valoración por las partes del resultado. 
De no haber señalado comparecencia, el resultado de la diligencia final se pondrá de manifiesto durante tres días a las partes en la oficina judicial para alegaciones sobre su alcance e importancia, salvo que pueda darse traslado por vía telemática a los mismos fines y por igual plazo.

A este respecto, hay que resaltar que las diligencias finales no constituyen un instrumento hábil para que las partes puedan introducir nuevas alegaciones al proceso, sino un recurso excepcional que dispone el Juzgador para, una vez concluido el juicio y antes de dictar Sentencia, complementar el material probatorio aportado, siempre y cuando la prueba practicada de oficio recaiga sobre el thema probandi delimitado por las partes en su demanda y contestación
.
En cualquier caso, habrá de estimarse contrario al derecho a la tutela y a un proceso con todas las garantías la posibilidad de introducir alegaciones o hechos nuevos distintos al tema de la prueba al amparo de la facultad inquisitiva contenida en las diligencias finales, pues ello significaría desvirtuar la naturaleza del trámite de las diligencias para mejor proveer (convirtiéndola en una suerte de segunda fase de alegaciones y de ejecución de prueba), así como desconocer la exigencia de que en un proceso oral el material de hecho y su prueba ha de aportarse exclusivamente a la fase del juicio oral, el cual ha de celebrarse con unidad de acto
.
La diligencias finales se constituyen como una facultad potestativa del Juzgador, sin que se pueda reprochar a éste no haber practicado una diligencia final, pues es, soberana facultad el acordarla o no
.
Sentado lo anterior, e inveterada la doctrina jurisprudencial en relación a los poderes del órgano jurisdiccional para acordar libremente las diligencias finales o para mejor proveer, lo cierto es que una vez acordadas, en su desarrollo, práctica y ejecución han de ajustarse a las normas reguladoras de las mismas
, de manera que acordada una diligencia, su práctica se convierte en obligatoria para el Juzgador y su incumplimiento determina la nulidad de actuaciones
.
Del mismo modo que cualquier irregularidad en el trámite procesal que se explicita en el artículo 88 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en relación con las mismas es susceptible de producir indefensión y de determinar la nulidad de las actuaciones
.  

Las diligencias finales se configuran como una decisión sobre la ampliación de la prueba que corresponde discrecionalmente al Juzgador de instancia y frente a la que no cabe recurso, por lo que de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, se trata de una facultad que no es susceptible de control en vía casacional
.  

No obstante, se ha de indicar que la audiencia a las partes en el término procesal de las diligencias finales aparece prevista a los fines de valoración de los resultados de las diligencias de prueba acordadas en dicho trámite, por lo que si las mismas no llegaron a practicarse decae, como es obvio, la finalidad de la norma y, por ende, su obligada aplicabilidad
.
Por otra parte, el hecho de que el Magistrado no acuerde la práctica de diligencias finales no puede calificarse, sin más, como un supuesto de indefensión, pues la parte actora, si así interesa a su derecho, puede proponer lo necesario para la práctica de la prueba de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre y concordantes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de modo que si no lo hace, y se limita a solicitar en el acto del juicio que el Magistrado supla su falta de actividad mediante las facultades que le confiere el artículo 97 de la citada Ley 36/2011, de 10 de octubre, las cuales tienen por objeto formar el convencimiento del Juzgador, cuanto éste en apreciación personal que queda por tanto a su libre arbitrio, estime insuficiente el resultado de las pruebas practicadas, pero no suplir aquella falta de actividad probatoria, mediante una actuación que, en aras al principio dispositivo que rige en el proceso laboral, debe limitarse a su función específica
, solo a la parte le es imputable la falta de actividad probatoria.
De conformidad con lo establecido en el artículo 88.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, transcurrido el plazo inicial de práctica sin haberse podido llevar a efecto, el órgano judicial dictará un nuevo proveído, fijando nuevo plazo no superior a diez días para la ejecución del acuerdo y librando las comunicaciones oportunas. Si dentro de éste tampoco se hubiera podido practicar la prueba, el Juez o Tribunal, previa audiencia de las partes, acordará que los autos queden definitivamente conclusos para sentencia.

Y finalmente el artículo 88.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, señala que si la diligencia consistiere en el interrogatorio de parte o en la aportación de algún documento por alguna de las partes y ésta no compareciese o no lo presentase sin causa justificada en el plazo fijado, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba acordada.
Como la propia literalidad del precepto especifica, el tener por  probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba acordada es una facultad discrecional del Juzgador, según entienda que la restante prueba practicada le ofrece o no elementos de juicio suficientes para formar su convicción sobre los hechos constitutivos, impeditivos o extintivos, determinantes del proceso que ha de fallar. 

No podemos terminar sin afirmar que, en el orden estrictamente teórico y doctrinal, tanto en el plano constitucional (artículo 24.1 de la Constitución) como en el de la pura legalidad (artículos 88.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 435 y 436 de la Ley de Enjuiciamiento Civil), las diligencias finales o para mejor proveer, como ya reconoció desde antiguo el Tribunal Constitucional, requieren de la intervención de las partes
, y que ello se haga en términos de igualdad
, y ello conlleva sin duda su derecho a formular conclusiones, valorando su resultado, al término de la práctica de las pruebas en cuestión. Tales conclusiones podrían ser escritas cuando la naturaleza del medio o del instrumento probatorio así lo requiera, aunque, normalmente, en el proceso laboral, de conformidad con los principios que lo informan
, habrán de ser orales, igual que el propio procedimiento.
Finalmente, hemos de señalar que al órgano judicial, se le exige una más activa participación en la consecución de la prueba, pues en un proceso "como es el laboral, los órganos judiciales han de estar especialmente comprometidos en el descubrimiento de la totalidad de la relación jurídico-material debatida, a cuyo fin deben ser también exhaustivos en la introducción del material probatorio, utilizando, si fuese preciso, las «diligencias para mejor proveer» a fin de obtener dicha plenitud del material instructorio sobre los hechos controvertidos en el proceso”
.  
2.7.-  La documentación del acto de juicio  

Conforme a lo dispuesto en el artículo 89.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, el desarrollo de las sesiones del juicio oral se registrará en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen
. El Secretario judicial deberá custodiar el documento electrónico que sirva de soporte a la grabación. Las partes podrán pedir, a su costa, copia de las grabaciones originales
.

La doctrina ha venido estableciendo que la resolución de posible nulidad de actuaciones por defecto de grabación no es general ni unívoca, sino que debe adaptarse al caso concreto en que se produce la infracción. Y desde esta perspectiva puede afirmarse que el artículo 24.1 de la Constitución no protege situaciones de simple indefensión formal sino de indefensión material que razonablemente haya podido causar perjuicio al recurrente, de modo que no toda infracción de las normas de procedimiento se convierte por sí sola en indefensión con trascendencia constitucional
. 
En efecto, la vulneración del derecho fundamental a no padecer indefensión, reconocido en el artículo 24.1 de la Constitución, exige que la situación en que se haya encontrado el recurrente y que éste considera como limitativa de sus posibilidades de defensa, le haya causado un perjuicio real y efectivo en sus derechos e intereses legítimos
. 
Y desde esta perspectiva, deberá ser valorado si la falta de grabación del acto de juicio  ha irrogado un real, actual, material y concreto perjuicio a la parte, y si existe o no una privación o minoración sustancial del derecho de defensa, o un menoscabo sensible de los principios de contradicción y de igualdad de las partes que impida o dificulte gravemente a una de ellas la posibilidad de alegar y acreditar en el proceso su propio derecho o de replicar dialécticamente la posición contraria en igualdad de condiciones con las demás partes procesales
.
En definitiva, en lo relativo a los efectos de un eventual defecto de grabación, se consagra el principio de conservación del proceso judicial en la medida en que la vista pueda documentarse por medio del acta realizada por el Secretario, y ello siempre que no se produzca una concreta indefensión material de las partes que resulte transcendente para resolución del conflicto planteado, principio que tiene su fundamento tanto en la valoración de la nulidad de actuaciones como una medida de carácter excepcional, así como de su debida calificación e interpretación restrictiva
.
En los supuestos de grabación del acto del juicio en los que falta el audio, se debe entender que se vulnera el derecho de tutela judicial efectiva de las partes, causándole indefensión a estas ya que no hay constancia de qué pruebas se solicitaron en el acto del juicio, si fueron admitidas o no, si se formuló protesta, ni qué pruebas se practicaron, ni de su contenido, ni de su desarrollo, lo que es fundamental para solicitar la revisión de hechos probados, para alegar error en la valoración de la prueba por el Juzgadora o para discutir sobre el fondo del asunto e imposibilita el enjuiciamiento por la Sala de Suplicación, de modo que existe causa para decretar la nulidad que daría lugar a la reposición de las actuaciones al momento previo a la citación a las partes para el acto del juicio, puesto que habría que entender que éste, a los efectos que aquí interesan, no ha llegado a celebrarse formalmente
.
Y en los supuestos de grabación del acto del juicio en los que se da traslado de las actuaciones al Letrado recurrente para formalizar el recurso, y no se acompaña con los autos el disco con la grabación correcta, lo correcto es poner en conocimiento del Juzgado tales circunstancias o recurrir la diligencia de ordenación acordando la entrega de los autos, de modo que el órgano judicial solventará el error, mediante una nulidad en el trámite de Recurso de Suplicación, al no haberse proporcionado al Letrado recurrente las actuaciones completas, pero en modo alguno se puede decretar la nulidad de la Sentencia pues no existe ninguna infracción de norma procesal que justifique la adopción de la citada medida excepcional
.   
De este modo y conforme a lo establecido en el artículo 89.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, siempre que se cuente con los medios tecnológicos necesarios, el Secretario judicial garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido mediante la utilización de la firma electrónica reconocida u otro sistema de seguridad que conforme a la Ley ofrezca tales garantías
. 
En este caso, la celebración del acto no requerirá la presencia en la sala del Secretario judicial salvo que lo hubieran solicitado las partes, al menos dos días antes de la celebración de la vista, o que excepcionalmente lo considere necesario el Secretario judicial, atendiendo a la complejidad del asunto, al número y naturaleza de las pruebas a practicar, al número de intervinientes, a la posibilidad de que se produzcan incidencias que no pudieran registrarse, o a la concurrencia de otras circunstancias igualmente excepcionales que lo justifiquen, supuesto en el cual el Secretario judicial extenderá acta sucinta en los términos previstos en el artículo 89.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.

Asimismo, conforme a lo establecido en el artículo 89.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, si los mecanismos de garantía de la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido mediante la utilización de la firma electrónica reconocida no se pudiesen utilizar, el Secretario judicial deberá consignar en el acta, al menos, los siguientes datos: 
· Lugar y fecha de celebración.

· Juez o Tribunal que preside el acto.

· Peticiones y propuestas de las partes. 

· Medios de prueba propuestos por las partes. 

· Declaración de su pertinencia o impertinencia.

· Resoluciones que adopte el Juez o Tribunal. 

· Y demás circunstancias e incidencias que no pudieran constar en aquel soporte.

Por su parte y conforme a lo establecido en el artículo 89.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, cuando los medios de registro en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen previstos en el artículo artículo 89 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, no se pudiesen utilizar por cualquier causa, el Secretario judicial extenderá acta de cada sesión
, en la que se hará constar:

a) Lugar, fecha, Juez o Tribunal que preside el acto, partes comparecientes, representantes y defensores que les asisten.

b) Breve resumen de las alegaciones de las partes, medios de prueba propuestos por ellas, declaración expresa de su pertinencia o impertinencia, razones de la negación y protesta, en su caso.

c) En cuanto a las pruebas admitidas y practicadas:

1º.- Resumen suficiente de las de interrogatorio de parte y de testigos.

2º.- Relación circunstanciada de los documentos presentados, o datos suficientes que permitan identificarlos, en el caso de que su excesivo número haga desaconsejable la citada relación.

3º.- Relación de las incidencias planteadas en el juicio respecto a la prueba documental.

4º.- Resumen suficiente de los informes periciales, así como también de la resolución del juez o tribunal en torno a las recusaciones propuestas de los peritos.

5º.- Resumen de las declaraciones de los asesores, en el caso de que el dictamen de éstos no haya sido elaborado por escrito e incorporado a los autos.

d) Conclusiones y peticiones concretas formuladas por las partes; en caso de que fueran de condena a cantidad, deberán expresarse en el acta las cantidades que fueran objeto de ella.

e) Declaración hecha por el Juez o Tribunal de conclusión de los autos, mandando traerlos a la vista para sentencia.

El acta prevista en el artículo 89, ordinales 3 y 4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, se extenderá por procedimientos informáticos, sin que pueda ser manuscrita más que en las ocasiones en que la Sala o el lugar en que se esté celebrando la actuación carecieran de medios informáticos. 
El Secretario judicial resolverá, sin ulterior recurso, cualquier observación que se hiciera sobre el contenido del acta. 
Con carácter general, podemos afirmar que se debe rechazar la existencia de una nulidad de actuaciones en aquellos supuestos en los que el acta expedida por el Secretario judicial es suficientemente amplia, pormenorizada y detallada
.
El acta será firmada por el Juez o Tribunal en unión de las partes o de sus representantes o defensores y de los peritos, haciendo constar si alguno de ellos no firma por no poder, no querer hacerlo o no estar presente, firmándola por último el Secretario (artículo 89.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre).

Del acta del juicio deberá entregarse copia a quienes hayan sido partes en el proceso, si lo solicitaren (artículo 89.6 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre).

Y finalmente, y conforme al artículo 89.7 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, la acreditación de la identidad de las partes y de su representación procesal se efectuará ante el Secretario judicial en la comparecencia de conciliación, o de no ser preceptiva la misma, mediante diligencia.

A mayor abundamiento se ha de señalar que las actuaciones orales y vistas grabadas y documentadas en soporte digital no pueden ser transcritas, salvo en aquellos casos en que una Ley así lo determine
.
3.- LAS PRUEBAS EN EL PROCESO LABORAL

3.1.- Admisibilidad de los medios de prueba.   

Conforme a lo dispuesto en el artículo 90.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, las partes, previa justificación de la utilidad y pertinencia de las diligencias propuestas, podrán servirse de cuantos medios de prueba se encuentren regulados en la Ley para acreditar los hechos controvertidos o necesitados de prueba, incluidos los procedimientos de reproducción de la palabra, de la imagen y del sonido o de archivo y reproducción de datos, que deberán ser aportados por medio de soporte adecuado y poniendo a disposición del órgano jurisdiccional los medios necesarios para su reproducción y posterior constancia en autos
.

A pesar de la aparente generalidad del precepto el derecho a servirse de cuantos medios de prueba se encuentren regulados en la Ley, éste tiene límites ya que el artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en su ordinal 1, establece que “no deberá admitirse ninguna prueba que, por no guardar relación con lo que sea objeto del proceso, haya de considerarse impertinente”, y en su ordinal 2 señala que “tampoco deben admitirse, por inútiles, aquellas pruebas que, según reglas y criterios razonables y seguros, en ningún caso puedan contribuir a esclarecer los hechos controvertidos.”, pues no hemos de obviar qua la prueba tendrá como objeto los hechos que guarden relación con la tutela judicial que se pretenda obtener en el proceso, conforme a lo dispuesto en el artículo 281.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
Para abordar la cuestión suscitada se hace necesario recordar la doctrina constitucional relativa al derecho a la utilización de los medios de prueba pertinentes, doctrina que se puede sintetizar en los siguientes términos:

· Se trata de un derecho fundamental de configuración legal, en la delimitación de cuyo contenido constitucionalmente protegido coadyuva de manera activa el legislador, en particular al establecer las normas reguladoras de cada concreto orden jurisdiccional, a cuyas determinaciones habrá de acomodarse el ejercicio de este derecho, de tal modo que para entenderlo lesionado será preciso que la prueba no admitida o no practicada se haya solicitado en la forma y momento legalmente establecidos, y sin que en ningún caso pueda considerarse menoscabado este derecho cuando la inadmisión de una prueba se haya producido debidamente en aplicación estricta de normas legales cuya legitimidad constitucional no pueda ponerse en duda
.

· Este derecho no tiene carácter absoluto, es decir, no faculta para exigir la admisión de todas las pruebas que puedan proponer las partes en el proceso, sino que atribuye únicamente el derecho a la recepción y práctica de aquéllas que sean pertinentes, correspondiendo a los órganos judiciales el examen sobre la legalidad y pertinencia de las pruebas solicitadas.

· El órgano judicial ha de motivar razonablemente la denegación de las pruebas propuestas, de modo que puede resultar vulnerado este derecho en los supuestos de denegación o inejecución imputables al órgano judicial cuando se inadmiten o inejecutan pruebas relevantes para la resolución final del asunto litigioso sin motivación alguna, o la que se ofrezca resulte insuficiente, o supongan una interpretación de la legalidad manifiestamente arbitraria o irrazonable.

Por supuesto, una vez admitidas y practicadas las pruebas declaradas pertinentes, a los órganos judiciales les compete también su valoración conforme a las reglas de la lógica y de la sana crítica, según lo alegado y probado, fallando en consecuencia, sin que el Tribunal Constitucional pueda entrar a valorar las pruebas, sustituyendo a los Jueces y Tribunales en la función exclusiva que les atribuye el artículo 117 de la Constitución.

· No toda irregularidad u omisión procesal en materia de prueba puede causar por sí misma una indefensión material constitucionalmente relevante. Y es que, en efecto, el dato esencial para que pueda considerarse vulnerado el derecho fundamental consiste en que las irregularidades u omisiones procesales efectivamente verificadas hayan supuesto para el demandante de amparo una efectiva indefensión, toda vez que la garantía constitucional contenida en el artículo 24.2 de la Constitución únicamente cubre aquellos supuestos en los que la prueba es decisiva en términos de defensa, puesto que, de haberse practicado la prueba omitida, o si se hubiera practicado correctamente la admitida, la resolución final del proceso hubiese podido ser distinta en el sentido de resultar favorable a quien denuncia la infracción del derecho fundamental.

En concreto, para que se produzca violación de este derecho fundamental el Tribunal Constitucional ha exigido reiteradamente que concurran dos circunstancias, cuales son, por un lado, la denegación o la inejecución de las pruebas han de ser imputables al órgano judicial
; y, por otro, la prueba denegada o impracticada ha de resultar decisiva en términos de defensa, debiendo justificar el recurrente en su demanda la indefensión sufrida
.

· Esta última exigencia se proyecta en un doble plano, pues de una parte, el recurrente ha de demostrar la relación entre los hechos que se quisieron y no se pudieron probar y las pruebas inadmitidas o no practicadas; y, de otra parte, ha de argumentar el modo en que la admisión y la práctica de la prueba objeto de la controversia habrían podido tener una incidencia favorable a la estimación de sus pretensiones; sólo en tal caso podrá apreciarse también el menoscabo efectivo del derecho de quien por este motivo solicita amparo constitucional
.
En esta labor no corresponde a la jurisdicción constitucional sustituir al órgano judicial en la tarea exclusiva de éste de valorar la pertinencia y la utilidad de la prueba denegada, pues el enjuiciamiento que le corresponde al Tribunal Constitucional se ciñe a la determinación de si, a la vista del contenido y de las circunstancias de la resolución judicial frente a la que se demanda amparo, la denegación de la prueba pudo, de acuerdo con la lógica argumental de la Sentencia dictada en el proceso a quo, haber excluido la posibilidad del pronunciamiento de una resolución favorable a los intereses del demandante. El juicio del Tribunal Constitucional es, en definitiva, un juicio de coherencia entre la Sentencia que pone fin al proceso y el alcance atribuible a la prueba inadmitida
.

Sintetizando, la vulneración del derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa ex artículo 24.2 de la Constitución exige que: 

· El recurrente haya instado a los órganos judiciales la práctica de una actividad probatoria, respetando las previsiones legales al respecto.

· Los órganos judiciales hayan rechazado su práctica sin motivación, con una motivación incongruente, arbitraria o irrazonable, de una manera tardía o que habiendo admitido la prueba, finalmente no hubiera podido practicarse por causas imputables al propio órgano judicial.

· La actividad probatoria que no fue admitida o practicada hubiera podido tener una influencia decisiva en la resolución del pleito, generando indefensión al actor
.  

Insistir, en que denegación de pruebas e indefensión son conceptos diversos “porque no existe indefensión de relevancia constitucional cuando, aun existiendo alguna irregularidad procesal, no se llega a producir efectivo y real menoscabo del derecho de defensa, bien porque no exista relación entre los hechos que se quería probar y las pruebas rechazadas o bien porque quede acreditado que el interesado, pese al rechazo, pudo en todo caso proceder a la defensa de sus derechos e intereses legítimos”
.

Otro reflejo de esta misma línea argumental, se encuentra en los supuestos en que el Tribunal Constitucional apreció la situación de indefensión en que la Sentencia recurrida colocaba a la demandante de amparo al desestimar el recurso contencioso-administrativo en su día formulado por no haber probado un hecho cuya acreditación se intentó mediante la pericial reiterada e insistentemente solicitada a lo largo del proceso, lo que determina la lesión del derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes reconocido en el artículo 24.2 de la Constitución, pues los órganos judiciales no pueden denegar una prueba oportunamente propuesta por las partes, o dejar de practicarla si ésta fue admitida, y luego fundar su decisión en la falta de acreditación de los hechos cuya demostración se intentaba obtener con la prueba omitida
.
En definitiva, una vez denegada inmotivadamente una determinada prueba de descargo, no puede el Juzgador declarar que no existió prueba que contradijera su versión de los hechos, sin incurrir en lesión del derecho a utilizar los adecuados medios de prueba, colocando con ello, finalmente, a la recurrente en una situación de indefensión, lo que ha producido la vulneración de su derecho a la utilización de los medios de prueba pertinentes (artículo 24.2 de la Constitución)
.
Por otra partes, el Juez de instancia ha de tener siempre en cuenta que la realización de las pruebas pedidas no puede sacrificarse a intereses que, como la economía procesal o la celeridad, gozan de un inferior grado de protección que el que corresponde al derecho reconocido en el artículo 24.2 de la Constitución
. 
El auténtico momento procesal tanto la proposición como la práctica de cualquier medio de prueba sólo puede tener lugar después del trámite de alegaciones y después del recibimiento del juicio a prueba en cumplimiento de las previsiones contenidas en el artículo 87 y concordantes de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, pues sólo entonces puede conocer con plenitud cada parte la posición procesal definitiva de la contraria y también el Tribunal sabrá exactamente cuáles son efectivamente los hechos que guarden relación con la tutela judicial que se pretenda obtener en el proceso, pues obvio resulta que se han podido prever con antelación pruebas conforme a lo solicitado en la demanda que luego resulten innecesarias (por ejemplo, si hay expreso reconocimiento de hechos concretos) al igual que pueden surgir a la vista del plenario nuevas necesidades en relación con la práctica de la prueba con los que no se contó desde el principio
.
Por su parte el artículo 90.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que no se admitirán pruebas que tuvieran su origen o que se hubieran obtenido, directa o indirectamente, mediante procedimientos que supongan violación de derechos fundamentales o libertades públicas
. 

Esta cuestión podrá ser suscitada por cualquiera de las partes o de oficio por el Tribunal en el momento de la proposición de la prueba, salvo que se pusiese de manifiesto durante la práctica de la prueba una vez admitida. A tal efecto, se oirá a las partes y, en su caso, se practicarán las diligencias que se puedan practicar en el acto sobre este concreto extremo, recurriendo a diligencias finales solamente cuando sea estrictamente imprescindible y la cuestión aparezca suficientemente fundada. 

Contra la resolución que se dicte sobre la pertinencia de la práctica de la prueba y en su caso de la unión a los autos de su resultado o del elemento material que incorpore la misma, sólo cabrá Recurso de Reposición, que se interpondrá, se dará traslado a las demás partes y se resolverá oralmente en el mismo acto del juicio o comparecencia, quedando a salvo el derecho de las partes a reproducir la impugnación de la prueba ilícita en el recurso que, en su caso, procediera contra la sentencia
.

En definitiva, el momento procesal oportuno que se establece en el artículo 90.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, para poner de manifiesto que las pruebas se han obtenido de forma ilícita vulnerando derechos fundamentales es en el acto de juicio oral, de modo que no puede alegarse en el Recurso de Suplicación indefensión, por quien no planteo la infracción procesal en el momento procesal oportuno
.
Del mismo modo, el artículo 90.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, dispone que las partes podrán asimismo solicitar, al menos con cinco días de antelación a la fecha del juicio, aquellas pruebas que, habiendo de practicarse en el mismo, requieran diligencias de citación o requerimiento, salvo cuando el señalamiento se deba efectuar con antelación menor, en cuyo caso el plazo será de tres días. 
Y nada impide que de no solicitarse tales diligencias de citación o requerimiento o de no haberse llevado a efecto pueda practicarse la correspondiente prueba en el acto del juicio
.
Dispone el artículo 90.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, que cuando sea necesario a los fines del proceso el acceso a documentos o archivos, en cualquier tipo de soporte, que pueda afectar a la intimidad personal u otro derecho fundamental, el Juez o Tribunal, siempre que no existan medios de prueba alternativos, podrá autorizar dicha actuación, mediante Auto, previa ponderación de los intereses afectados a través de un juicio de proporcionalidad y con el mínimo sacrificio, determinando las condiciones de acceso, garantías de conservación y aportación al proceso, obtención y entrega de copias e intervención de las partes o de sus representantes y expertos, en su caso
.

Al respecto, y a la luz de la doctrina del Tribunal Constitucional, debemos recordar que, para comprobar si una medida restrictiva de un derecho fundamental supera el juicio de proporcionalidad
, es necesario constatar si cumple los tres siguientes requisitos o condiciones: 
· Si tal medida es susceptible de conseguir el objetivo propuesto (juicio de idoneidad).

· Si, tal medida, además, es necesaria, en el sentido de que no exista otra medida más moderada para la consecución de tal propósito con igual eficacia (juicio de necesidad).

· Y, finalmente, si la medida es ponderada o equilibrada, por derivarse de ella más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto (juicio de proporcionalidad en sentido estricto).
Igualmente, de no mediar consentimiento del afectado, podrán adoptarse las medidas de garantía oportunas cuando la emisión de un dictamen pericial médico o psicológico requiera el sometimiento a reconocimientos clínicos, obtención de muestras o recogida de datos personales relevantes, bajo reserva de confidencialidad y exclusiva utilización procesal, pudiendo acompañarse el interesado de especialista de su elección y facilitándole copia del resultado.

No será necesaria autorización judicial si la actuación viniera exigida por las normas de prevención de riesgos laborales, por la gestión o colaboración en la gestión de la Seguridad Social, por la específica normativa profesional aplicable o por norma legal o convencional aplicable en la materia (artículo 90.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre).

Si como resultado de las medidas anteriores se obtuvieran datos innecesarios, ajenos a los fines del proceso o que pudieran afectar de manera injustificada o desproporcionada a derechos fundamentales o a libertades públicas, se resolverá lo necesario para preservar y garantizar adecuada y suficientemente los intereses y derechos que pudieran resultar afectados (artículo 90.6 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre).

Finalmente, y conforme a lo dispuesto en el artículo 90.7 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en caso de negativa injustificada de la persona afectada a la realización de las actuaciones acordadas por el órgano jurisdiccional, la parte interesada podrá solicitar la adopción de las medidas que fueran procedentes, pudiendo igualmente valorarse en la sentencia dicha conducta para tener por probados los hechos que se pretendía acreditar a través de la práctica de dichas pruebas, así como a efectos de apreciar temeridad o mala fe procesal
.

3.2.- La prueba de interrogatorio de las partes  

Conforme a lo dispuesto en el artículo 91.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, las preguntas para la prueba de interrogatorio de parte se propondrán verbalmente, sin admisión de pliegos.

Las preguntas del interrogatorio se formularán oralmente en sentido afirmativo, y con la debida claridad y precisión. No habrán de incluir valoraciones ni calificaciones, y si éstas se incorporaren se tendrán por no realizadas
.

El Tribunal comprobará que las preguntas corresponden a los hechos sobre los que el interrogatorio se hubiera admitido, y decidirá sobre la admisibilidad de las preguntas en el mismo acto en que se lleve a cabo el interrogatorio.

Por su parte, quien haya de responder al interrogatorio, así como su abogado, en su caso, podrán impugnar en el acto la admisibilidad de las preguntas y hacer notar las valoraciones y calificaciones que, contenidas en las preguntas, sean, en su criterio, improcedentes y deban tenerse por no realizadas.

Una vez respondidas las preguntas formuladas por el abogado de quien solicitó la prueba de interrogatorio, los abogados de las demás partes y el de aquella que declarare podrán, por este orden, formular al declarante nuevas preguntas que reputen conducentes para determinar los hechos. El Tribunal deberá repeler las preguntas que sean impertinentes o inútiles. Y con la finalidad de obtener aclaraciones y adiciones, también podrá el Tribunal interrogar a la parte llamada a declarar
.

De lo dicho, se pone en evidencia el derecho del profesional que asiste a la parte a interrogar a la otra parte, y, lo que es más importante, a interrogar a su propio cliente, derecho éste que tiene como único limite el hecho de que las preguntas sean impertinentes o útiles
.
El momento en que debe ser solicitado el ejercicio de dicho derecho es aquél en el que quien haya solicitado la práctica de la prueba de interrogatorio haya terminado de formular las preguntas admitidas como pertinentes por el órgano judicial, sin que, por tanto, sea preciso que haya sido solicitada con anterioridad a que haya sido practicada
.
En cuanto al modo en que se ha de responder al interrogatorio
, la parte que sea interrogada deberá responder por sí misma, sin valerse de ningún borrador de respuestas, aunque se le permitirá consultar en el acto documentos y notas o apuntes, cuando a juicio del Tribunal sean convenientes para auxiliar a la memoria.

Las respuestas habrán de ser afirmativas o negativas y, de no ser ello posible según el tenor de las preguntas, serán precisas y concretas. El declarante podrá agregar, en todo caso, las explicaciones que estime convenientes y que guarden relación con las cuestiones planteadas.

Ficta confessio.  Si el llamado al interrogatorio no compareciese sin justa causa a la primera citación, rehusase declarar o persistiese en no responder afirmativa o negativamente, a pesar del apercibimiento que se le haya hecho, podrán considerarse reconocidos como ciertos en la Sentencia los hechos a que se refieran las preguntas, siempre que el interrogado hubiese intervenido en ellos personalmente y su fijación como ciertos le resultare perjudicial en todo o en parte.

Es cierto que la jurisprudencia ha establecido que la denominada ficta confessio no es una obligación para el Magistrado o Juez de Instancia, según el artículo 91.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, sino una mera facultad, y también lo es que reiterada la jurisprudencia que establece que la fuerza probatoria de la confesión no es superior a la de los demás medios probatorios y debe, por tanto, apreciarse en combinación con los restantes
, siendo una facultad discrecional del Juzgador tener o no por confeso, según entienda que la restante prueba practicada le ofrece o no elementos de juicio suficientes para formar su convicción sobre los hechos constitutivos, impeditivos o extintivos, determinantes del proceso que ha de fallar
. 

Por consiguiente, no es de automática aplicación la ficta confessio de la empresa incomparecida injustificadamente, y a mayor abundamiento se ha de señalar que tampoco puede revisarse, en sede de recurso, el uso que en la instancia se ha hecho de la facultad que al Juzgador confiere el citado artículo  91.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre
.
Por su parte, dispone el artículo 91.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, que el interrogatorio de las personas jurídicas privadas se practicará con quien legalmente las represente y tenga facultades para responder a tal interrogatorio. 
Si el representante en juicio no hubiera intervenido en los hechos deberá aportar a juicio a la persona conocedora directa de los mismos. 
Con tal fin la parte interesada podrá proponer la persona que deba someterse al interrogatorio justificando debidamente la necesidad de dicho interrogatorio personal
.

Asimismo, dispone el artículo 91.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, que en el supuesto en que el interrogatorio de personas físicas no se refiera a hechos personales, se admitirá que sea respondido en todo o en parte por un tercero que conozca personalmente los hechos, siempre que el tercero se encuentre a disposición del Juez o Tribunal en ese momento, si la parte así lo solicita y acepta la responsabilidad de la declaración
. 
Igualmente, conforme a lo dispuesto en el artículo 91.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, la declaración de las personas que hayan actuado en los hechos litigiosos en nombre del empresario, cuando sea persona jurídica privada, bajo la responsabilidad de éste, como administradores, gerentes o directivos, solamente podrá acordarse dentro del interrogatorio de la parte por cuya cuenta hubieran actuado y en calidad de conocedores personales de los hechos, en sustitución o como complemento del interrogatorio del representante legal, salvo que, en función de la naturaleza de su intervención en los hechos y posición dentro de la estructura empresarial, por no prestar ya servicios en la empresa o para evitar indefensión, el Juez o Tribunal acuerde su declaración como testigos
. 
Las referidas prevenciones deberán advertirse expresamente al efectuar la citación para el interrogatorio en juicio
.

Finalmente y conforme a lo establecido en el artículo 91.6 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, cuando sea preciso el interrogatorio a Administraciones o entidades públicas se estará a lo dispuesto en el artículo 315 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
.
A tales efectos, cuando sean parte en un proceso el Estado, una Comunidad Autónoma, una Entidad local y otro organismo público, y el Tribunal admita su declaración, se les remitirá, sin esperar al juicio o a la vista, una lista con las preguntas que, presentadas por la parte proponente en el momento en que se admita la prueba, el Tribunal declare pertinentes, para que sean respondidas por escrito y entregada la respuesta al Tribunal antes de la fecha señalada para el acto de juicio.

Dichas respuestas escritas deberán ser leídas en el acto del juicio o en la vista, de modo que se entenderán con la representación procesal de la parte que las hubiera remitido las preguntas complementarias que el Tribunal estime pertinentes y útiles, y si dicha representación justificase cumplidamente no poder ofrecer las respuestas que se requieran, se procederá a remitir nuevo interrogatorio por escrito como diligencia final.

Si la parte llamada a declarar de forma escrita se negare a hacerlo o las respuestas que diere el declarante fuesen evasivas o inconcluyentes el Tribunal, de oficio o a instancia de parte, la apercibirá en el acto de que, salvo que concurra una obligación legal de guardar secreto, puede considerar reconocidos como ciertos los hechos a que se refieran las preguntas, siempre que el interrogado hubiese intervenido en ellos personalmente y su fijación como ciertos le resultare perjudicial en todo o en parte
.

Para concluir, se ha de señalar que la prueba de interrogatorio se regula en los artículos 301 a 316 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de aplicación supletoria en lo no previsto en la Ley 36/2011, de 10 de octubre
. 
No podemos olvidar que la prueba de interrogatorio de las partes mantiene, empero, su primacía en sede probatoria, como demuestra el que tanto en la Ley reguladora de la jurisdicción social, como en la Ley de Enjuiciamiento Civil aparezca regulada en primer lugar dentro de los medios de prueba, y la razón de ser estriba en una máxima de la experiencia, basada en el principio de normalidad (id quod plaerumque accidit), según la cual en la esfera patrimonial no es común reconocer hechos perjudiciales para el declarante si no son ciertos, de modo que, salvo que se deduzca otra cosa del resto de medios de prueba obrantes en autos, en la Sentencia se tendrán por ciertos los hechos personales y perjudiciales reconocidos como ciertos por la parte interrogada. 

3.3.- La prueba de interrogatorio de testigos
Las partes podrán solicitar que declaren como testigos las personas que tengan noticia de hechos controvertidos relativos a lo que sea objeto del juicio, y a tal efecto, podrán ser testigos todas las personas, salvo las que se hallen permanentemente privadas de razón o del uso de sentidos respecto de hechos sobre los que únicamente quepa tener conocimiento por dichos sentidos
. 

De ello, se infiere que no pueden ser testigos las partes, sino terceras personas
.

De este modo, no parece que exista inconveniente alguno para la declaración como testigo del representante de una persona jurídica a instancia de la defensa de la misma, sin perjuicio de lo que ello pueda suponer para la valoración de la prueba de conformidad con lo establecido en el artículo 376 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 92, ordinales 2 y 3 de la Ley 36/2011, de 10 de  octubre, pero sin que de su actuación como testigo pueda deducirse un vicio esencial del procedimiento
.
Asimismo, los testigos pueden informar sobre aquellos datos de los que tengan conocimiento aun cuando se refieran a hechos plasmados en documentos que no hayan sido elaborados por ellos sin que por tal circunstancia sus manifestaciones les hagan perder el carácter de prueba testifical (caso, por otro lado, frecuentísimo, como sucede, por ejemplo, cuando se pregunta a un trabajador sobre los partes de trabajo de algún compañero, o las fichas de entrada y salida al trabajo de alguien que no es él mismo)
. 

Los menores de catorce años podrán declarar como testigos si, a juicio del Tribunal, poseen el discernimiento necesario para conocer y para declarar verazmente, y a ellos no se les exigirá juramento ni promesa de decir verdad
 
No podemos olvidar que antes de declarar, cada testigo deberá prestar juramento o promesa de decir verdad, con la conminación de las penas establecidas para el delito de falso testimonio en causa civil, de las que le instruirá el Tribunal si manifestare ignorarlas
 y que tienen, en definitiva, obligación de decir la verdad sobre lo que se le pregunte.
En cuanto al modo de declarar los testigos, éstos declararán separada y sucesivamente, por el orden en que vinieran consignados en las propuestas efectuadas por las partes en el acto de juicio oral, salvo que el Tribunal encuentre motivo para alterarlo. 
Los testigos no se comunicarán entre sí ni podrán unos asistir a las declaraciones de otros, debiendo adoptarse las medidas que sean necesarias, a tal fin
.

Al igual que en el ordinal que antecede, las preguntas que se planteen al testigo deberán formularse oralmente y con la debida claridad y precisión, y no habrán de incluir valoraciones ni calificaciones, y si éstas se incorporaran, se tendrán por no realizadas.

El Tribunal decidirá sobre las preguntas planteadas en el mismo acto del interrogatorio, admitiendo las que puedan resultar conducentes a la averiguación de hechos y circunstancias controvertidos, que guarden relación con el objeto del juicio, lo que determina que el Juzgador de instancia tiene facultades para inadmitir aquellas preguntas que no tengan relevancia a efectos de resolver el litigio
.

En cualquier caso se inadmitirán todas aquellas preguntas que no se refieran a los conocimientos propios de un testigo que ha tenido noticia de los hechos controvertidos relativos a lo que sea objeto del juicio
. 

Obviamente la parte que no ha formulado la pregunta al testigo podrá impugnar su admisión y hacer notar las valoraciones y calificaciones que estimen improcedentes y que, a su juicio, debieran tenerse por no realizadas.

Y finalmente, la parte que se muestre disconforme con la inadmisión de preguntas, podrá manifestarlo así y pedir que conste en acta su protesta, a los efectos oportunos.
Una vez que el testigo ha dado respuesta a las preguntas formuladas por el abogado de la parte que propuso la prueba testifical, podrán los abogados de cualquiera de las demás partes plantear al testigo nuevas preguntas que reputen conducentes para determinar los hechos
. Asimismo y con la finalidad de obtener aclaraciones y adiciones, también podrá el Tribunal interrogar al testigo
.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 92.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, no se admitirán escritos de preguntas y repreguntas para la prueba de interrogatorio de testigos. 

Cuando el número de testigos fuese excesivo y, a criterio del órgano judicial, sus manifestaciones pudieran constituir inútil reiteración del testimonio sobre hechos suficientemente esclarecidos, aquél podrá limitarlos discrecionalmente. Más claro es el artículo 363 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al establecer que “Cuando el Tribunal hubiere escuchado el testimonio de al menos tres testigos con relación a un hecho discutido, podrá obviar las declaraciones testificales que faltaren, referentes a ese mismo hecho, si considerare que con las emitidas ya ha quedado suficientemente ilustrado.”
. 
Por ello es evidente que el Juzgador no puede, por un lado, estimar inútil reiteración el testimonio de más testigos y luego, ya en la Sentencia, estimar probado el hecho en sentido contrario al que han ido declarando los testigos. Es absurdo primero inadmitir más testigos y luego decir en la Sentencia que el hecho controvertido, sobre el que los testigos, unos han declarado y otros iban a hacerlo a propuesta de la parte, no está probado
.
Mención especial merece el hecho relativo a que los testigos no podrán ser tachados
, y únicamente en conclusiones, las partes podrán hacer las observaciones que sean oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones, tal y como establece el artículo 92.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.

No obstante, se ha de tener en cuenta que la declaración como testigos de personas vinculadas al empresario, trabajador o beneficiario, por relación de parentesco o análoga relación de afectividad, o con posible interés real en la defensa de decisiones empresariales en las que hayan participado o por poder tener procedimientos análogos contra el mismo empresario o contra trabajadores en igual situación, solamente podrá proponerse cuando su testimonio tenga utilidad directa y presencial y no se disponga de otros medios de prueba, con la advertencia a los mismos, en todo caso, de que dichas circunstancias no serán impedimento para las responsabilidades que de su declaración pudieren derivarse
.

En relación con la declaración del testigo que no compareció, habiendo sido debidamente citado, la parte debe solicitar la suspensión del juicio con anterioridad a su comienzo, ofreciendo las razones de la indispensabilidad de su testimonio, a fin de que pudiera valorarlo el Juzgador de instancia, pero no cabe solicitar la suspensión en el momento ya de la práctica de la prueba pues con ello se quebraría la unidad de acto o única convocatoria, que establece el artículo 82.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, que sólo admite la excepción de las pruebas que de modo imprescindible exigieran la traslación del Juez o Tribunal fuera del local de la audiencia (artículo 87.1 de la citada Ley)
. 

Los Tribunales valorarán la fuerza probatoria de las declaraciones de los testigos conforme a las reglas de la sana crítica, tomando en consideración la razón de ciencia que hubieren dado, las circunstancias que en ellos concurran y, en su caso, las tachas formuladas en la fase conclusiones y los resultados de la prueba que sobre éstas se hubiere practicado
.
Resulta contrario al derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa consagrado en el artículo 24.2 de la Constitución que el órgano judicial rechace una prueba testifical por innecesaria argumentando que, aun cuando fuera favorable a la parte, “no iba a convencer a la Sala”, ya que ello implica una valoración de la prueba que corresponde a un momento posterior del proceso y supone prejuzgar sobre la hipotética fuerza persuasiva de los testimonios. En definitiva, “la decisión de inadmisión de una prueba testifical, propuesta en tiempo y forma, con base en un presunto déficit de credibilidad de los testigos propuestos apreciado de oficio, desde la perspectiva del derecho fundamental de defensa del acusado, no puede aceptarse.”

La parte, al momento de la proposición de la prueba debe con carácter previo justificar la utilidad y pertinencia de la misma, y en concreto, para el caso de que la prueba propuesta, sea de naturaleza testifical, donde además concurra en el testigo propuesto, algún tipo de vinculación con el empresario, se exige un plus mayor para acordar la pertinencia de la misma, concretamente se precisa la concurrencia de tres requisitos. Así, el testimonio que se vaya a prestar debe tener “utilidad directa” y provenir de un “testigo presencial” de los hechos que se pretende probar, y por último, que “no exista otro medio de prueba” para dicho fin
.

A mayor abundamiento, hemos de señalar que la solicitud que puede efectuar una parte procesal para que el órgano judicial proceda a citar a un testigo y la efectiva aceptación de tal solicitud no supone una admisión de prueba en sentido técnico y, por lo mismo, la falta de concurrencia del testigo citado judicialmente que no comparece tampoco puede considerarse equivalente a la situación procesal de prueba admitida y no practicada
.
A mayor abundamiento, se infringe lo dispuesto en los artículos 87 y 92 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, cuando en lugar de interrogarse a los testigos propuestos por las partes, se tienen por reproducidas las declaraciones de los mismos en otro procedimiento, adjuntando a los autos el DVD que soporta la grabación del acto de juicio celebrado en ese otro procedimiento, lo que vulnera los principios de unidad de acto, concentración y oralidad propios del procedimiento laboral
, y ello es inadmisible, de modo que si los procedimientos se seguían por varios trabajadores contra las mismas demandadas y ejercitándose idénticas acciones e iban a ser propuestos los testigos para responder a las mismas preguntas, pudo y debió procederse, a tenor de lo dispuesto en el artículo 28.1 de la Ley 36/2011 de 10 de octubre, a la acumulación de los procedimientos seguidos
.

Y también se ha de indicar, a mayor abundamiento, que el testimonio de investigadores o detectives contratados para controlar la actividad desarrollada por un trabajador no es, en principio, y salvo que se valiera de métodos no legítimos para obtener la información, medio de prueba que vulnere el derecho a la intimidad de la persona
. 
La figura del testigo-perito.  Cuando el testigo posea conocimientos científicos, técnicos, artísticos o prácticos sobre la materia a que se refieran los hechos del interrogatorio, el Tribunal admitirá las manifestaciones que en virtud de dichos conocimientos agregue el testigo a sus respuestas sobre los hechos.

En cuanto a dichas manifestaciones, las partes podrán hacer notar al Tribunal la concurrencia de cualquiera de las circunstancias de tacha relacionadas en el artículo 343 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, relativo a las tachas de los peritos
. 
En fin, el testigo-perito es un testigo (lo que implica que se le aplican buena parte de las notas propias de la prueba testifical, esto es, tiene noticia de hechos controvertidos relativos a lo que sea objeto del juicio, es insustituible, y declara verbalmente) que además tiene conocimientos especializados, lo que le permite añadir a su testimonio una declaración especializada. En este sentido, la norma legal, al referirse en primer lugar a su condición de testigo (se refiere al testigo-perito, no al perito-testigo), está expresando la nota prevalente dentro de su naturaleza mixta, que asimismo se infiere del dato sistemático consistente en su inclusión dentro de la sección referente a la prueba testifical
. 
Por ello, la inadmisión de preguntas a los testigos-perito sobre el informe en que apoyó la empresa su carta de despido, genera indefensión a la parte, y procede declarar la nulidad de la sentencia y reposición de los autos al momento de la infracción de las normas procesales, a los efectos de permitir el turno de preguntas a aquellos
.
3.4.- La prueba pericial
Cuando sean necesarios conocimientos científicos, artísticos, técnicos o prácticos para valorar hechos o circunstancias relevantes en el asunto o adquirir certeza sobre ellos, las partes podrán aportar al proceso el dictamen de peritos que posean los conocimientos correspondientes o solicitar, en su caso, que se emita dictamen por perito designado por el Tribunal.

El principio por tanto es el de aportación de parte  (podrán aportar al proceso) y solamente en aquellos supuestos expresamente previstos por la Ley podrán solicitar que se emita dictamen por perito designado por el Tribunal, de modo que, la práctica de la prueba pericial queda bajo la soberanía y responsabilidad de la parte que intenta valerse de la misma, sin que quepa la intervención en la misma del órgano judicial
.
Al emitir el dictamen, todo perito deberá manifestar, bajo juramento o promesa de decir verdad
, que ha actuado y, en su caso, actuará con la mayor objetividad posible, tomando en consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar perjuicio a cualquiera de las partes, y que conoce las sanciones penales en las que podría incurrir si incumpliere su deber como perito.

Salvo acuerdo en contrario de las partes, no se podrá solicitar dictamen a un perito que hubiera intervenido en una mediación o arbitraje relacionados con el mismo asunto
.

Los dictámenes se deberán formular por escrito, acompañados, en su caso, de los demás documentos, instrumentos o materiales adecuados para exponer el parecer del perito sobre lo que haya sido objeto de la pericia. Si no fuese posible o conveniente aportar estos materiales e instrumentos, el escrito de dictamen contendrá sobre ellos las indicaciones suficientes. Podrán, asimismo, acompañarse al dictamen los documentos que se estimen adecuados para su más acertada valoración
.
La normativa procesal civil, aplicable con carácter supletorio en el proceso laboral, no contiene norma alguna que imponga la incomunicación entre las partes y los peritos, en términos similares a los previstos para los testigos en el artículo 366 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ni tampoco en términos análogos a los establecidos por el artículo 310 de la citada Ley en relación con la incomunicación de declarantes sobre unos mismos hechos controvertidos
.
En cuanto a las condiciones de los peritos
, éstos deberán poseer el título oficial que corresponda a la materia objeto del dictamen y a la naturaleza de éste. Si se tratare de materias que no estén comprendidas en títulos profesionales oficiales, habrán de ser nombrados entre personas entendidas en aquellas materias
.

Igualmente, podrá solicitarse dictamen de Academias e instituciones culturales y científicas que se ocupen del estudio de las materias correspondientes al objeto de la pericia. También podrán emitir dictamen sobre cuestiones específicas las personas jurídicas legalmente habilitadas para ello.

En estos supuestos, la institución a la que se encargue el dictamen expresará a la mayor brevedad qué persona o personas se encargarán directamente de prepararlo, a las que se exigirá el juramento o promesa previsto en el artículo 335.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Los peritos de parte podrán ser objeto de tacha cuando concurra en ellos alguna de las circunstancias que a tal efecto se enumeran en el artículo 343 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
. 
El citado precepto incluye como una circunstancia para la tacha, la de estar o haber estado en situación de dependencia con alguna de las partes, mas resulta evidente que todo perito percibe una retribución, sea por ser trabajador por cuenta de la parte o por percibir emolumentos profesionales por la pericia para la que ha sido requerido, circunstancia esta que, por si sola, no puede invalidar la pericia practicada, al presumirse que se realiza dentro de los parámetros deontológicos normales que son exigibles
. 
Y al formular tachas de peritos, se podrá proponer la prueba conducente a justificarlas, excepto la testifical.
Asimismo, la tacha del perito alegando circunstancias que le hagan desmerecer en el concepto profesional, no puede formularse con ocasión del recurso, cuando se guardó silencio en la instancia y concretamente en el acto de juicio, a fin de ser sometida a contradicción y valoración por el Juzgador
.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 93.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, la práctica de la prueba pericial se llevará a cabo en el acto del juicio, presentando los peritos su informe y ratificándolo. 
El principio de unidad de acto y de oralidad que rigen el juicio laboral obligan a que las partes comparezcan al mismo con el dictamen pericial, conforme a lo establecido en el citado artículo 93.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, momento procesal en el que se llevara a cabo la práctica de la misma, presentando los peritos su informe, e interviniendo para ratificar o ampliar su dictamen y responder a las preguntas que se les formulen por las partes y el órgano judicial, de modo que rige el principio de contradicción durante su práctica, lo que impide en la mayor parte de los supuestos que pueda ser alegada la indefensión
. 

Por su parte, no será necesaria ratificación de los informes, de las actuaciones obrantes en expedientes y demás documentación administrativa cuya aportación sea preceptiva según la modalidad procesal de que se trate
.

El órgano judicial, de oficio o a petición de parte, podrá requerir la intervención de un médico forense, en los casos en que sea necesario su informe en función de las circunstancias particulares del caso, de la especialidad requerida y de la necesidad de su intervención, a la vista de los reconocimientos e informes que constaren previamente en las actuaciones, lo que pone en evidencia que la admisibilidad de la prueba quedará en todo caso condicionada a la utilidad y pertinencia de la misma en cada supuesto, juicio reservado al criterio del Juzgador de instancia, de modo  que su práctica no puede ser considerada como un derecho ejercitable en todo caso
.
Clara e indudablemente puede sostenerse que la práctica de esta prueba no tiene carácter imperativo para el órgano jurisdiccional, sino puramente facultativo, por lo que la pretensión de nulidad de actuaciones basada en la denegación de la intervención del médico forense, resultaría totalmente infundada, pues la expresión “podrá requerir” no tiene otro significado que el exclusivo y propio de lo que es una decisión de índole potestativa u opcional, nunca obligada
.
No obstante lo anterior, el derecho a la justicia gratuita ha de ponerse en conexión, en el ámbito del proceso laboral, con el artículo 93.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, de manera que la situación de insuficiencia de recursos para litigar debe conducir a una interpretación y aplicación de dicho precepto legal favorable al principio de tutela judicial efectiva, y, por tanto, salvo supuestos de clara inutilidad o impertinencia de la prueba propuesta, es de obligada admisión la práctica de la prueba del informe del médico forense, si la misma se pide por quien, tiene reconocido el beneficio de justicia gratuita
.
Asimismo, hemos de recordar que según reiterada doctrina del Tribunal Constitucional, el derecho a la prueba es una de las garantías que a todos reconoce el artículo 24.2 de la Constitución, de suerte que “la denegación de pruebas pertinentes podrá justificar el recurso de amparo si de ello se deriva indefensión o alteración del resultado del proceso”
. Son los Jueces y Tribunales los que han de valorar la pertinencia de las pruebas propuestas, pero en ese cometido no pueden sacrificar su realización a otros intereses que, aun estando también protegidos por el ordenamiento, sean de rango inferior al derecho consagrado en el citado precepto constitucional, como ocurre con el principio de economía procesal o con la celeridad y eficacia que debe presidir la actuación de la Administración de Justicia
, de modo que cuando se solicita su práctica, y no se resuelve por el Juzgado de lo Social nada sobre su admisión o rechazo, y se reitera la petición en el acto del juicio y, no atendida, se causa la oportuna protesta formal para que se practicara la prueba sin que se tampoco acceda a la solicitud la de intervención de un médico forense, se prescinde de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas reguladoras de los actos y garantías procesales, y se produce indefensión
.
Finalmente, se ha de señalar que el Tribunal valorará los dictámenes periciales según las reglas de la sana crítica
. 
La apreciación de la prueba en su conjunto corresponde al Juzgador de instancia, sin otra limitación que la de acomodarse a las reglas de la sana crítica, no estando obligado a sujetarse al dictamen de determinados peritos, sino que en el caso de informes periciales contradictorios o divergentes, tiene facultad para elegir aquél o aquéllos que le merezcan mayor garantía y credibilidad y le conduzcan a la solución que estime más objetiva y justa
. 
Es también doctrina reiterada de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en materia de plurales informes periciales, la que establece que el Juzgador de instancia goza  de amplias facultades para apreciarlos en conclusión con los demás medios de prueba, sin más limitaciones que sujetarse a las reglas de la sana crítica, pudiendo optar por aquellos que a su juicio ofrezcan mayores garantías de objetividad, imparcialidad e identificación de la realidad de los hechos
. 

3.5.- La prueba documental 
La Ley de Enjuiciamiento Civil regula la prueba documental, y distingue nítidamente entre los documentos públicos
 y los documentos privados
, otorgándoles una fuerza probatoria distinta, como ahora se verá.
Así, los documentos públicos harán prueba plena del hecho, acto o estado de cosas que documenten, de la fecha en que se produce esa documentación y de la identidad de los fedatarios y demás personas que, en su caso, intervengan en ella
. 

Y los documentos privados harán prueba plena en el proceso, en los mismos términos que los documentos públicos, cuando su autenticidad no sea impugnada por la parte a quien perjudiquen
.

Cuando se impugne la autenticidad de un documento privado, el que lo haya presentado podrá pedir el cotejo pericial de letras o proponer cualquier otro medio de prueba que resulte útil y pertinente al efecto, si del cotejo o de otro medio de prueba se desprendiere la autenticidad del documento, se procederá conforme a lo previsto en el artículo 320.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
; y si no se pudiera deducir su autenticidad o no se hubiera propuesto prueba alguna, el Tribunal lo valorará conforme a las reglas de la sana crítica.

En cuanto a su forma de presentación, los documentos públicos, podrán presentarse por copia simple, ya sea en soporte papel o, en su caso, en soporte electrónico a través de imagen digitalizada incorporada como anexo que habrá de ir firmado mediante firma electrónica reconocida y, si se impugnara su autenticidad, podrá llevarse a los autos original, copia o certificación del documento con los requisitos necesarios para que surta sus efectos probatorios
.

Y los documentos privados que hayan de aportarse se presentarán en original o mediante copia autenticada por el fedatario público competente y se unirán a los autos o se dejará testimonio de ellos, con devolución de los originales o copias fehacientes presentadas, si así lo solicitan los interesados. Estos documentos podrán ser también presentados mediante imágenes digitalizadas, incorporadas a anexos firmados electrónicamente.

Si la parte sólo posee copia simple del documento privado, podrá presentar ésta, ya sea en soporte papel o mediante imagen digitalizada en la forma descrita en el apartado anterior, que surtirá los mismos efectos que el original, siempre que la conformidad de aquélla con éste no sea cuestionada por cualquiera de las demás partes.

En los supuestos en que el original del documento privado se encuentre en un expediente, protocolo, archivo o registro público, se presentará copia auténtica o se designará el archivo, protocolo o registro
. 

No podemos olvidar que las Actas extendidas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social tienen naturaleza de documentos públicos, y que los hechos constatados por los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que se formalicen en las actas de infracción y de liquidación, observando los requisitos legales pertinentes
, tendrán presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses pueden aportar los interesados.

El mismo valor probatorio se atribuye a los hechos reseñados en informes emitidos por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social como consecuencia de comprobaciones efectuadas por la misma, sin perjuicio de su contradicción por los interesados en la forma que determinen las normas procedimentales aplicables
.

La Jurisprudencia viene considerando que las actas inspectoras gozan de una presunción de certeza que deberá ser atacada y desvirtuada por quien se oponga a ella, presunción de certeza que alcanza no sólo a los hechos que sean apreciados directamente por el Inspector sino también a todos aquellos hechos que puedan deducirse de las pruebas que se incorporen al acta
. 

Dicha presunción de certeza tiene su fundamento en la imparcialidad y especialización que, en principio, debe reconocerse al inspector actuante
, así como en la objetividad que rodea a quienes, sin ningún interés particular, obran en defensa del interés público
 o, dicho de otro modo, en la objetividad de las actuaciones de unos funcionarios a quienes legalmente está encomendada la constatación de los hechos consignados en las actas de infracción y de liquidación y que, por ello, requiere para su desvirtuación pruebas indubitadas, incontestables y fehacientes
, no bastando cualquier prueba sino que ésta debe ser directa, eficaz y plenamente convincente para que pueda desvirtuar dicha presunción
. 

Asimismo debe advertirse que en una nutrida jurisprudencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo
, no se reconoce la presunción de certeza a las simples apreciaciones globales, juicios de valor o calificaciones jurídicas. 

Los documentos administrativos. Son aquellos que no están comprendidos en la enumeración que se contiene en el artículo 317, ordinales 5 y 6 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y su fuerza probatoria, será la que establezcan las leyes que les reconozca tal carácter. En defecto de disposición expresa en tales leyes, los hechos, actos o estados de cosas que consten en los referidos documentos se tendrán por ciertos, a los efectos de la Sentencia que se dicte, salvo que otros medios de prueba desvirtúen la certeza de lo documentado.
Los documentos públicos extranjeros. A efectos procesales, lo serán, aquellos a los que, en virtud de tratados o convenios internacionales o de leyes especiales, haya de atribuírseles la fuerza probatoria de los documentos públicos a que se hace referencia en el artículo 319 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
Cuando no sea aplicable ningún Tratado o Convenio internacional ni Ley especial, se considerarán documentos públicos los que reúnan los siguientes requisitos:

1º.- Que en el otorgamiento o confección del documento se hayan observado los requisitos que se exijan en el país donde se hayan otorgado para que el documento haga prueba plena en juicio.

2º.- Que el documento contenga la legalización o apostilla y los demás requisitos necesarios para su autenticidad en España
.

3º.- Cuando los documentos extranjeros a que se refieren los apartados anteriores incorporen declaraciones de voluntad, la existencia de éstas se tendrá por probada, pero su eficacia será la que determinen las normas españolas y extranjeras aplicables en materia de capacidad, objeto y forma de los negocios jurídicos.

Los documentos electrónicos. Es la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, la que establece en su artículo 3.5, que “Se considera documento electrónico la información de cualquier naturaleza en forma electrónica, archivada en un soporte electrónico según un formato determinado y susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.” 

Para que un documento electrónico tenga la naturaleza de documento público deberá estar firmado electrónicamente por funcionarios que tengan legalmente atribuida la facultad de dar fe pública, judicial, notarial o administrativa, siempre que actúen en el ámbito de sus competencias con los requisitos exigidos por la Ley en cada caso (artículo 3.6.a) de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre). 
Y para que un documento electrónico tenga la naturaleza de documento administrativo deberá ser expedido y firmado electrónicamente por funcionarios o empleados públicos en el ejercicio de sus funciones públicas, conforme a su legislación específica (artículo 3.6.b) de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre). 
Un documento electrónico también puede ser el soporte de un documento privado (artículo 3.6.c) de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre). 

Los documentos electrónicos tendrán el valor y la eficacia jurídica que corresponda a su respectiva naturaleza, de conformidad con la legislación que les resulte aplicable
.

Y el soporte en que se hallen los datos firmados electrónicamente será admisible como prueba documental en juicio.
Parece oportuno señalar aquí que en la Ley 1/2000, de 7 de enero, se le otorga un tratamiento autónomo a los medios de reproducción de la palabra, el sonido y la imagen, diferenciándolos de la prueba documental que se regula en los artículos 317 a 334 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tratamiento autónomo y diferenciado que se pone en evidencia en el resto de la regulación legal, y que debe llevar necesariamente a una interpretación restrictiva del concepto de prueba documental que se contiene en el artículo 193.b) de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en relación con el Recurso de Suplicación, de carácter extraordinario
, aunque ya existen voces divergentes en el seno del Tribunal Supremo
. 

Y ello no es obstáculo para que en el proceso penal se realice una interpretación amplia del concepto de documento a la luz de lo dispuesto en el artículo 26 del Código Penal, que establece, y se transcribe su literalidad, que “A los efectos de este Código se considera documento todo soporte material que exprese o incorpore datos, hechos o narraciones con eficacia probatoria o cualquier otro tipo de relevancia jurídica.”
 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 94.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, de la prueba documental aportada, que deberá estar adecuadamente presentada, ordenada y numerada, se dará traslado a las partes en el acto del juicio, para su examen
.

No se regula en el literal del artículo la necesidad de aportación de copia alguna de los documentos que vienen a constituir la prueba documental de las partes, por cuanto lo que establece es que la “de la prueba documental”, “se dará traslado a las partes en el acto del juicio” es decir los propios documentos que vienen a constituir la prueba documental de la parte son los que se dan traslado en el vista oral a las otras partes del proceso, sin que la norma establezca la exigencia de copias de dichos documentos, uno por parte
.
Y después del examen de los documentos, cada parte ha de pronunciarse sobre los documentos aportados de contrario, manifestando si los admite o impugna o reconoce o si, en su caso, propone prueba acerca de su autenticidad
, aunque sea práctica frecuente y habitual “acudir a la socorrida impugnación genérica de documentos”
, lo que, en su caso, podrá ser objeto de valoración conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación con la buena fe procesal.  
Ficta documentatio.  Los documentos y otros medios de obtener certeza sobre hechos relevantes que se encuentren en poder de las partes deberán aportarse al proceso si hubieran sido propuestos como medio de prueba por la parte contraria y admitida ésta por el Juez o Tribunal o cuando éste haya requerido su aportación.  Y si no se presentaren sin causa justificada, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la contraria en relación con la prueba acordada.
Es sabido, por establecerlo así los correspondientes preceptos y recordarlo continuamente la jurisprudencia, que la Ley procesal laboral concede al Juzgador de instancia la facultad discrecional, y no le impone la obligación, de estimar probadas las alegaciones hechas por la contraria en relación  con la prueba acordada, conforme al artículo 94.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre
, y no por ello se puede apreciar indefensión del actor, la cual solamente puede ocasionarse cuando el órgano judicial ha llevado a cabo una indebida limitación de los medios de defensa (alegación y prueba) de la parte, debiendo alcanzar una significación material, produciendo una lesión efectiva o en otras palabras, un menoscabo real y efectivo del derecho de defensa
.

Asimismo, hemos de señalar que el supuesto de documento o documentos contradictorios y en la medida que de ellos puedan extraerse conclusiones contrarias e incompatibles, debe prevalecer la solución fáctica realizada por el Juez o Tribunal de Instancia, órgano judicial soberano para la apreciación de la prueba
, con la salvedad de que la libre apreciación y valoración de la prueba que le compete conforme a lo dispuesto en el artículo 97.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, debe ser razonada, lo que supone que la resolución judicial ha de contener el razonamiento sobre las conclusiones de hecho, a fin de que las partes puedan conocer el proceso de deducción lógica del juicio fáctico seguido por el órgano judicial, por lo que, en fin, debe respetarse su valoración, salvo que la misma fuese absurda, ilógica e irracional
. 
Para finalizar, hemos de hacer especial referencia a los supuestos en los que lo que se pide no es propiamente la aportación o exhibición de documentos previamente existentes y que se encontraran en poder de la otra parte, sino la elaboración, en un soporte formalmente documental, de unos informes sobre una serie de datos empresariales. Es cuestionable, si no abusivo, que una parte pueda obligar a la otra a desarrollar una labor inquisitiva para fundar la pretensión de la contraria, en especial cuando se trataba además de hechos que no aparecían formalmente alegados en la demanda. Pero, acordada tan heterodoxa prueba, lo cierto es que se practicó en la única forma que resultaba posible y conforme con su naturaleza real, que resulta más próxima al interrogatorio de la parte
. 
Y, del mismo modo, un listado de facturas expedidas por un tercero, carecen de eficacia probatoria, pues es claro que no se trata de documentos públicos ni privados, sino de unas manifestaciones de tercero que deberían haber entrado en el proceso como prueba testifical conforme al artículo 381 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
. 

3.6.- Los informes de expertos 
Informe de asesores. Conforme a lo dispuesto en el artículo 95.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, podrá el Juez o Tribunal, si lo estima procedente, oír el dictamen de una o varias personas expertas en la cuestión objeto del pleito, en el momento del acto del juicio o, terminado éste, como diligencia final
, precepto de cuyo tenor literal se desprende que la posibilidad de utilizar el citado medio de prueba es una facultad discrecional que se otorga al Juzgador para que la ejercite libremente, sin que tenga ningún efecto vinculante su posible petición por las partes, y sin que tampoco pueda ser controlada su decisión al respecto por los Tribunales Superiores, por lo que no es viable solicitar en el Recurso de Suplicación una nulidad de actuaciones en base a la no utilización por el Magistrado de instancia de la facultad que le otorga el precepto
.

No se debe de obviar que, en cumplimiento de la carga que le impone el artículo 97 de la citada Ley, relacionada con la efectividad de la tutela judicial ex artículo 24.1 de la Constitución, tiene el órgano judicial de instancia la posibilidad de acudir a la práctica como diligencias finales (o para mejor proveer), de cuantas pruebas estime necesarias, con intervención en ello de las partes, así como, en su caso, si lo estima procedente, oír el dictamen de una o varias personas expertas en la cuestión objeto del pleito, bien en el momento del juicio, bien posteriormente como diligencia final. 

Se observa por tanto como existe la obligación del órgano judicial social de indagar sobre la verdad material del caso, a los efectos de la ulterior subsunción de los hechos en el derecho, incluso pese a la indolencia o impericia de las partes, sin que ello suponga intromisión en sus derechos en el proceso, ni mucho menos pérdida de imparcialidad, puesto que el proceso de determinación fáctica no condiciona la ulterior tarea judicial de aplicación del derecho que sea pertinente al caso debatido, de conformidad con lo pedido por la parte y lo alegado en oposición, que es lo que conforma el contorno litigioso
. 
Su objeto no está claramente determinado, pero parece que ha de versar sobre cuestiones de hecho o usos profesionales, como se desprendía de su regulación anterior, y es, por tanto, prueba pericial.

Así, la figura del experto-asesor, específica del proceso laboral, es asimilable en lo esencial a la común del perito, lo que no obsta a que presente propias características, contempladas en las normas que la regulan. “Su instauración, de lejanos orígenes, responde sin duda a la consideración de esta especial pericia como medio auxiliar para el Juzgador, en tanto que, a través de las máximas de experiencia que conoce, puede aportar elementos de conocimiento necesarios para apreciar en su verdadera dimensión determinados usos que son propios de ciertas actividades.”
  

En fin, ha de otorgársele naturaleza pericial a su informe, por lo que no se excluye el conocimiento del mismo por las partes, como tampoco excluye el necesario reconocimiento del derecho de éstas de intervenir en la práctica de esta diligencia. 
Informe de la comisión paritaria del convenio.  Conforme a lo dispuesto en el artículo 95.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, cuando en un proceso se discuta sobre la interpretación de un Convenio Colectivo, el órgano judicial podrá oír o recabar informe de la comisión paritaria del mismo, que no es vinculante para el Tribunal
.

Dictamen de organismos públicos en materia de discriminación. Conforme a lo dispuesto en el artículo 95.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, cuando en el proceso se haya suscitado una cuestión de discriminación por razón de sexo, orientación sexual, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad o acoso, el Juez o Tribunal podrá recabar el dictamen de los organismos públicos competentes
.

Escasa utilidad práctica tienes estos dictámenes de los organismo públicos competentes, pues dada su naturaleza, es muy improbable que pueda servir para proporcionar certeza sobre hechos concretos, ya que tan solo puede ilustrar sobre un panorama discriminatorio genérico con alguna incidencia en la consideración de determinadas situaciones especificas, pero esto no constituye propiamente prueba, ni siquiera en el sentido de llevar al proceso máximas de la experiencias puras.

Por lo demás, el informe se encuadra como pericia a cargo de una institución ex  artículo 340.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y de los organismos públicos competentes en materia de prevención y salud laboral. Conforme a lo dispuesto en el artículo 95.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en los procesos derivados de accidente de trabajo y enfermedad profesional, el órgano judicial, si lo estima procedente, podrá recabar informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y de los organismos públicos competentes en materia de prevención y salud laboral, así como de las entidades e instituciones legalmente habilitadas al efecto.

Otros informes. Conforme a lo dispuesto en el artículo 95.5 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, cuando, sobre hechos relevantes para el proceso, sea pertinente que informen personas jurídicas y entidades públicas en cuanto tales
, por referirse esos hechos a su actividad, sin que quepa o sea necesario individualizar en personas físicas determinadas el conocimiento de lo que para el proceso interese, la parte a quien convenga esta prueba podrá proponer que la persona jurídica o entidad, a requerimiento del Tribunal, responda por escrito sobre los hechos en los diez días anteriores al juicio. 
Dicho informe se presentará hasta el momento del acto del juicio, sin previo traslado a las partes y sin perjuicio de que pueda acordarse como diligencia final su ampliación.
Dicho informe, tendrá el carácter de prueba testifical. 

En tales casos, debemos convenir en que la pura declaración de la parte a través de un informe no ostenta el carácter de documental, de modo que el contenido de sus declaraciones, normalmente centrado sobre el objeto discutido del pleito, deba de ser asumido por el Juzgado y también por la Sala con el valor de documento, con los efectos incluso revisorios de la declaración fáctica del Juzgado que ello comporta
.
3.7.- Carga de la prueba en casos de discriminación y en accidentes de trabajo.   

Carga de la prueba en casos de discriminación. Conforme a lo dispuesto en el artículo 96.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en aquellos procesos en que de las alegaciones de la parte actora se deduzca la existencia de indicios fundados de discriminación por razón de sexo, orientación o identidad sexual, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad, acoso y en cualquier otro supuesto de vulneración de un derecho fundamental o libertad pública, corresponderá al demandado la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad
. 
Se recoge por el legislador, en materia de la tutela frente a actos lesivos de derechos fundamentales, la doctrina del Tribunal Constitucional, reiterada, en relación con la regla de la distribución de la carga de la prueba. 
La necesidad de garantizar que los derechos fundamentales del trabajador no sean desconocidos por el empresario bajo la cobertura formal del ejercicio por parte de éste de los derechos y facultades reconocidos por las normas laborales para organizar las prestaciones de trabajo, pasa por considerar la especial dificultad que en no pocas ocasiones ofrece la operación de desvelar en los procedimientos judiciales correspondientes la lesión constitucional, encubierta tras la legalidad sólo aparente del acto empresarial. Una necesidad tanto más fuerte cuanto mayor es el margen de discrecionalidad con que operan en el contrato de trabajo las facultades organizativas y disciplinarias del empleador. Precisamente la prevalencia de los derechos fundamentales del trabajador y las especiales dificultades probatorias de su vulneración en aquellos casos, constituyen las premisas bajo las que la jurisprudencia constitucional ha venido aplicando la específica distribución de la carga de la prueba en las relaciones de hoy recogida en los artículos 96 y 181.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.

La finalidad de la prueba indiciaria no es sino la de evitar que la imposibilidad de revelar los verdaderos motivos del acto empresarial impida declarar que éste resulta lesivo del derecho fundamental
, finalidad en torno a la cual se articula el doble elemento de la prueba indiciaria. El primero, es la necesidad por parte del trabajador de aportar un indicio razonable de que el acto empresarial lesiona su derecho fundamental
, principio de prueba dirigido a poner de manifiesto, en su caso, el motivo oculto de aquél; un indicio que, como ha venido poniendo de relieve la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, no consiste en la mera alegación de la vulneración constitucional, sino que debe permitir deducir la posibilidad de que aquélla se haya producido
.

Solamente una vez cubierto este primer e inexcusable presupuesto puede hacerse recaer sobre la parte demandada la carga de probar que su actuación tiene causas reales absolutamente extrañas a la pretendida vulneración de derechos fundamentales, así como que aquéllas tuvieron entidad suficiente como para adoptar la decisión, único medio de destruir la apariencia lesiva creada por los indicios. Se trata de una auténtica carga probatoria y no de un mero intento de negar la vulneración de derechos fundamentales -lo que claramente dejaría inoperante la finalidad de la prueba indiciaria-, que debe llevar a la convicción del Juzgador que tales causas han sido las únicas que han motivado la decisión empresarial, de forma que ésta se hubiera producido verosímilmente en cualquier caso y al margen de todo propósito vulnerador de derechos fundamentales
. Se trata, en definitiva, de que el empleador acredite que tales causas explican objetiva, razonable y proporcionadamente por sí mismas su decisión, eliminando toda sospecha de que aquélla ocultó la lesión de un derecho fundamental del trabajador
. La ausencia de prueba trasciende de este modo el ámbito puramente procesal y determina, en último término, que los indicios aportados por el demandante desplieguen toda su operatividad para declarar la lesión del propio derecho fundamental
.  
En definitiva, el demandante que invoca la regla de inversión de la carga de la prueba debe desarrollar una actividad alegatoria suficientemente precisa y concreta en torno a los indicios de la existencia de represalia empresarial. Alcanzado, en su caso, por el demandante el anterior resultado probatorio, sobre la parte demandada recaerá la carga de probar la existencia de causas suficientes, reales y serias, para calificar de razonable y ajena a todo propósito lesivo del derecho fundamental la decisión o práctica empresarial cuestionada, único medio de destruir la apariencia lesiva creada por los indicios
. 
Carga de la prueba en accidentes de trabajo. Conforme a lo dispuesto en el artículo 96.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en los procesos sobre responsabilidades derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales corresponderá a los deudores de seguridad y a los concurrentes en la producción del resultado lesivo probar la adopción de las medidas necesarias para prevenir o evitar el riesgo, así como cualquier factor excluyente o minorador de su responsabilidad. 
No podrá apreciarse como elemento exonerador de la responsabilidad la culpa no temeraria del trabajador ni la que responda al ejercicio habitual del trabajo o a la confianza que éste inspira
. 
Por consiguiente la carga de la prueba de la concurrencia de tales factores excluyentes de la responsabilidad incumbe a los deudores de seguridad conforme a lo dispuesto en el artículo 96.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre
.
4.- FINALIZACIÓN EL PROCESO DE INSTANCIA: LA SENTENCIA
4.1.- Forma de la sentencia  
Conforme a lo dispuesto en el artículo 97.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, el Juez o Tribunal dictará Sentencia en el plazo de cinco días, publicándose inmediatamente y notificándose a las partes o a sus representantes dentro de los dos días siguientes.

No parece ocioso recordar aquí, que a tenor de lo dispuesto en el artículo 43.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, los plazos para dictar resolución son los únicos prorrogables.

En cualquier caso, la infracción procesal no determinaría la declaración de nulidad de lo actuado, pues es constante la doctrina de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo que afirma que “la nulidad de las resoluciones judiciales es una medida excepcional que, por sus negativas consecuencias sobre el proceso, ha de limitarse a los supuestos legalmente tipificados en el artículo 238 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y a los vicios formales especialmente cualificados que menciona el número 1 del artículo 240 de dicha Ley respecto de los que no pueda operar la subsanación prevista en el número 2 de este último artículo, sin que en ningún caso irregularidades formales carentes de auténtica proyección invalidante, al no impedir que el acto alcance su fin ni generar indefensión, puedan justificar la adopción de tal medida con infracción del principio de economía procesal
.
Y es palmario que ninguna indefensión se le genera a la parte cuando la Sentencia se dicta fuera del plazo previsto en la norma, máxime si tenemos en cuenta que, ahora, el Juzgador tiene a su disposición la posibilidad de visionar y oír todo lo actuado en el acto del juicio mediante la grabación efectuada
. 
Por su parte el artículo 97.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que la Sentencia deberá expresar, dentro de los antecedentes de hecho, resumen suficiente de los que hayan sido objeto de debate en el proceso. Asimismo, y apreciando los elementos de convicción, declarará expresamente los hechos que estime probados, haciendo referencia en los Fundamentos de Derecho a los razonamientos que le han llevado a esta conclusión, en particular cuando no recoja entre los mismos las afirmaciones de hechos consignados en documento público aportado al proceso respaldados por presunción legal de certeza. Por último, deberá fundamentar suficientemente los pronunciamientos del fallo
.

En interpretación de la referida normativa orgánica y procesal sobre el contenido de las Sentencias en relación con el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva contenido en el artículo 24.1de la Constitución, la jurisprudencia constitucional ha reiterado que “el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) incluye el derecho a obtener de los órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones oportunamente deducidas por las partes, destacando que la razón última de este deber de motivación es la sujeción de los jueces al Derecho y la interdicción de la arbitrariedad del Juzgador (art. 117.1 CE). De ese modo se ha incidido en que esta exigencia tiene la doble finalidad, por un lado, de exteriorizar las reflexiones racionales que han conducido al fallo, potenciando la seguridad jurídica y permitiendo a las partes conocer y convencerse de la corrección y justicia de la decisión y, por otro, de garantizar la posibilidad de control de la resolución por los Tribunales superiores mediante los recursos que procedan, incluido el amparo”
.  
Ello no quiere decir, como también ha sentado la Sala, que la regular constatación de hechos probados exija su expresión exhaustiva o prolija, sino que el requisito se cumple con un relato suficiente, de modo que, en todo caso, quede centrado el debate en modo tal que, también, el Tribunal que conozca del recurso pueda proceder a su resolución con arreglo al propio relato histórico
.

En concreto, el control que ejerce el Tribunal Constitucional se circunscribe a la mera comprobación de la relación directa y manifiesta existente entre la norma que el Juzgador declara aplicable y el fallo de la resolución, exteriorizada en la argumentación jurídica de la misma
. Y dado que no existe un derecho fundamental del justiciable a una determinada extensión de la motivación, nuestra función debe limitarse a comprobar si existe fundamentación jurídica y, en su caso, si el razonamiento que contiene constituye, lógica y jurídicamente, suficiente motivación de la decisión adoptada, cualquiera que sea su brevedad y concisión, incluso en supuestos de motivación por remisión
. 
La función del Tribunal Constitucional no consiste en enjuiciar el resultado alcanzado, sino el control externo del razonamiento lógico seguido para llegar a él. Es a los órganos judiciales a quien corresponde con carácter exclusivo la adopción de las pertinentes resoluciones que sean consecuencia del proceso de selección e interpretación de la norma aplicable, sin más límites que el carácter manifiestamente irrazonable, arbitrario o incluso error patente de la interpretación y aplicación de las normas llevada a cabo por los Jueces y Tribunales ordinarios
.
Igualmente, el Tribunal Constitucional ha puesto de manifiesto que una motivación por remisión satisface plenamente las exigencias de motivación que derivan del artículo 24.1 de la Constitución, siempre que queden debidamente exteriorizados los elementos de juicio sobre los que se basa la decisión, dado que lo relevante es que puedan conocerse las razones o criterios jurídicos que fundamentaron la decisión
.  
Insuficiencia de los hechos probados. La obligada determinación de los hechos probados en la Sentencia se recoge en el artículo 248.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en el artículo 97.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, cuando manifiesta que el Juzgador “declarará expresamente los hechos que estime probados”.

Así, una constante y extendida doctrina jurisprudencial, elaborada por los distintos Tribunales del orden jurisdiccional social, ha venido declarando la nulidad de las sentencias dictadas en la instancia cuando las mismas omiten datos esenciales en los hechos probados que el Tribunal ad quem considera necesarios, a los efectos de fundamentar la Sentencia de suplicación o casación
. 
No obstante lo anterior, la nulidad de la Sentencia por insuficiencia de su relato de hechos probados es un remedio excepcional del que no pueden hacer uso las partes, a quienes la Ley concede, para subsanar ese defecto, la posibilidad de instar la revisión de los hechos declarados probados, si es que procediera corregir errores de valoración u omisiones en los que haya podido incurrir la resolución impugnada

Además, y en su caso, la insuficiencia de hechos probados puede ser subsanada de constar en la fundamentación jurídica de la Sentencia elementos fácticos que pudieran completar la narración fáctica, ya que los elementos de hecho que puedan contenerse en los fundamentos jurídicos de una Sentencia tienen el valor de hecho probado aun cuando estén ubicados en lugar inadecuado de la misma
.
Esta misma jurisprudencia ha proclamado, con igual asiduidad, que esta nulidad se produce cuando las Sentencias contienen declaraciones fácticas, oscuras, incompletas o contradictorias. También, ha sentado la necesidad de dejar constancia, en el relato histórico, de los hechos probados, con toda precisión y detalle que requiera el reflejo de la realidad, deducible de los medios de prueba aportados a los autos, con la claridad y exactitud suficientes para que el Tribunal ad quem -que no puede alterar aquéllos, sino mediante el cauce procesal adecuado que los recurrentes le ofrezcan- tenga, en caso de recurso, los datos imprescindibles para poder resolver, con el debido conocimiento, la cuestión controvertida
.
Asimismo hemos de recordar que una valoración jurídica no es susceptible de ser contenida en el relato de probados, del mismo modo que se debe proponer “la introducción en el relato fáctico de datos de ese carácter, no conclusiones o valoraciones de carácter jurídico” predeterminantes del fallo
.  
Asimismo el Juzgador puede efectuar afirmaciones -con valor de hecho probado - en los Fundamentos Jurídicos de la Sentencia de instancia, que no pierden tal carácter por estar irregularmente incardinados en la Sentencia. 

Llegados a este punto hemos de hacer referencia a la incongruencia procesal que no ha de ser valorada en la jurisdicción social con el mismo rigor que merece en el ámbito de la jurisdicción civil
, dulcificándose, en este aspecto y en cierta medida, la exigencia del principio básico de justicia rogada sin que, en cualquier caso, se llegue a extralimitar la necesaria igualdad de las partes en el proceso, incurriendo en la posibilidad de indefensión para cualquiera de ellas
. 
Desde esta perspectiva interpretativa flexibilizadora, no cabe admitir incongruencia cuando se da una adecuación entre la pretensión y la resistencia u oposición formuladas por las partes litigantes y el fallo resolutorio del contencioso que las contrapone, siendo, por ello, notorio que, en tanto en cuanto la Sentencia resuelve dentro de los límites planteados por dichas partes contendientes y aunque no llegue a coincidir, expresa y literalmente, en los términos de la postulación procesal formulada en la demanda, no es dable estimar el defecto procesal de incongruencia

La doctrina ha diferenciado la llamada incongruencia omisiva o ex silentio, que se producirá cuando el órgano judicial deje sin contestar alguna de las pretensiones sometidas a su consideración por las partes, siempre que no quepa interpretar razonablemente el silencio judicial como una desestimación tácita cuya motivación pueda inducirse del conjunto de los razonamientos contenidos en la resolución y sin que sea necesaria, para la satisfacción del derecho a la tutela judicial efectiva, una contestación explícita y pormenorizada a todas y cada una de las alegaciones que se aducen como fundamento a su pretensión, pudiendo bastar, en atención a las circunstancias particulares concurrentes, con una respuesta global o genérica, aunque se omita respecto de alegaciones concretas no sustanciales
. 
Y, de otra parte, la denominada incongruencia extra petitum, que se da cuando el pronunciamiento judicial recaiga sobre un tema no incluido en las pretensiones deducidas en el proceso, de tal modo que se haya impedido a las partes la posibilidad de efectuar las alegaciones pertinentes en defensa de sus intereses relacionados con lo decidido, provocando su indefensión al defraudar el principio de contradicción
 .

En algunas ocasiones ambos tipos de incongruencia pueden presentarse unidos, dándose la llamada incongruencia por error, que es aquélla en la que concurren al unísono las dos anteriores clases de incongruencia. En efecto, se trata de supuestos en los que, por error de cualquier género sufrido por el órgano judicial, no se resuelve sobre la pretensión o pretensiones formuladas por las partes en la demanda o sobre los motivos del recurso, sino que equivocadamente se razona sobre otra pretensión absolutamente ajena al debate procesal planteado, dejando al mismo tiempo aquélla sin respuesta
.

Por su parte el artículo 97.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que la Sentencia, motivadamente, podrá imponer al litigante que obró de mala fe o con temeridad, así como al que no acudió al acto de conciliación injustificadamente, una sanción pecuniaria dentro de los límites que se fijan en el artículo 75.4 de la citada Ley
. 
En tales casos, y cuando el condenado fuera el empresario, deberá abonar también los honorarios de los abogados y graduados sociales de la parte contraria que hubieren intervenido, hasta el límite de seiscientos euros.

La imposición de las anteriores medidas se efectuará a solicitud de parte o de oficio, previa audiencia en el acto de la vista de las partes personadas. 
De considerarse de oficio la posibilidad de dicho pronunciamiento una vez concluido el acto de juicio, se concederá a las partes un término de dos días para que puedan formular alegaciones escritas. 
En el caso de incomparecencia a los actos de conciliación o de mediación, incluida la conciliación ante el Secretario judicial, sin causa justificada, se aplicarán por el Juez o Tribunal las medidas previstas en el artículo 66.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.
Se trata, en fin, de una automaticidad relativa, no absoluta, porque siempre cabe la intervención y la ponderación judicial sobre las causas que, de existir, podrían justificar la ausencia
. 

Sobre este extremo debe decirse que el Tribunal de instancia tiene una cierta discrecionalidad para imponer la multa a que se refiere el citado artículo 97.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, valorando los factores que confluyen en la posición de la parte actora y motivando la decisión
, que naturalmente puede ser analizada y eventualmente anulada por el Tribunal Supremo o por el Tribunal Superior de Justicia correspondiente si se entendiera que la medida ha sido arbitraria, pero para ello es preciso que consten de forma fehaciente y clara elementos de los que se pueda desprender de manera objetiva que la aplicación de aquél precepto fue inadecuada
.
El razonamiento judicial que determinará la imposición de la sanción ha de apoyarse en la mala fe o en la temeridad del litigante, es decir, procederá cuando se ejerciten pretensiones absolutamente infundadas, con conocimiento de su injusticia, todo ello evidenciado manifiestamente por el comportamiento del litigante
. 

Finalmente, el artículo 97.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, establece que en el texto de la Sentencia se indicará si la misma es o no firme
 y, en su caso, los recursos que procedan, el órgano ante el que deben interponerse y el plazo y los requisitos para ello, así como los depósitos y las consignaciones que sean necesarios y la forma de efectuarlos
. 
Sin embargo, constituye doctrina reiterada del Tribunal Constitucional que la inobservancia del referido precepto no siempre tiene relevancia constitucional, sino que debe distinguirse entre la omisión radical y la advertencia equivocada de recursos, e incluso ponderarse, a efectos de determinar la concurrencia de una actitud negligente en el afectado, la disposición o no de asistencia letrada. La defectuosa instrucción de recursos puede originar un error excusable por inducido, pero la mera falta de indicación normalmente no impide la interposición de los medios de impugnación procedentes, sobre todo si se está asistido de Letrado, pues siempre podría solicitarse la oportuna aclaración judicial acerca del régimen de impugnación de la resolución que no observó lo prescrito en el artículo 248.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
.
Asimismo, la indicación de los medios de impugnación no constituye una parte del contenido decisorio de la Sentencia notificada, sino una información al interesado, quien lógicamente no está obligado a seguirla si entiende que existe otro distinto procedente

4.2.- La invariabilidad de las resoluciones judiciales. 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 214.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los Tribunales no podrán variar las resoluciones que pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún concepto oscuro y rectificar cualquier error material de que adolezcan
.

Las aclaraciones podrán hacerse de oficio, por el Tribunal o Secretario judicial, según corresponda, dentro de los dos días hábiles siguientes al de la publicación de la resolución, o a petición de parte o del Ministerio Fiscal formulada dentro del mismo plazo, siendo en este caso resuelta por quien hubiera dictado la resolución de que se trate dentro de los tres días siguientes al de la presentación del escrito en que se solicite la aclaración.

Los errores materiales manifiestos y los aritméticos en que incurran las resoluciones de los Tribunales y Secretarios Judiciales podrán ser rectificados en cualquier momento.

Vemos como existe una importante diferencia entre ambos supuestos, de modo que mientras la aclaración solamente se puede instar “dentro de los dos días hábiles siguientes al de la publicación de la resolución”, los errores materiales manifiestos y los aritméticos “podrán ser rectificados en cualquier momento”
.

A tales efectos hemos de señalar que existe una innegable conexión entre la inmodificabilidad de las resoluciones judiciales y el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva del artículo 24.1 de la Constitución, pues si éste comprende la ejecución de los fallos judiciales, su presupuesto lógico ha de ser el principio de la inmodificabilidad de las resoluciones judiciales firmes, que así entra a formar parte de las garantías que el artículo 24.1 de la Constitución consagra
. 
De esta manera el derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el artículo 24.1 de la Constitución actúa como límite que impide a los Jueces y Tribunales variar o revisar las resoluciones judiciales definitivas y firmes al margen de los supuestos y casos taxativamente previstos por la Ley, incluso en la hipótesis de que con posterioridad entendiesen que la decisión judicial no se ajusta a la legalidad
.

El principio de invariabilidad o inmodificabilidad de las resoluciones judiciales es plenamente compatible con el mecanismo excepcional que ha previsto el legislador con carácter general (artículo 267 de la Ley Orgánica del Poder Judicial) para posibilitar “que los órganos judiciales aclaren algún concepto oscuro, suplan cualquier omisión o corrijan algún error material deslizado en sus resoluciones definitivas”, puesto que no forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva “la facultad de beneficiarse de oscuridades, omisiones o errores materiales que con toda certeza pueden deducirse del propio texto de la resolución judicial” 
. Por ello, este remedio procesal, además de "atenerse siempre, dado su carácter excepcional, a los supuestos taxativamente previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial”, debe “limitarse a la función específica reparadora para la que se ha establecido”, sin que pueda alterar los elementos esenciales de la resolución judicial
.

El precepto que se analiza regula dos regímenes distintos: de un lado, la aclaración propiamente dicha, referida a aclarar algún concepto oscuro o suplir cualquier omisión que contengan las Sentencias y Autos definitivos y, de otro, la rectificación de errores materiales manifiestos y los aritméticos. 
Por errores materiales manifiestos, debe entenderse, desde la perspectiva constitucional del artículo 24.1 de la Constitución, sólo “aquellos errores cuya corrección no implica un juicio valorativo, ni exige operaciones de calificación jurídica o nuevas y distintas apreciaciones de la prueba, ni supone resolver cuestiones discutibles u opinables por evidenciarse el error directamente al deducirse, con toda certeza, del propio texto de la resolución judicial, sin necesidad de hipótesis, deducciones o interpretaciones”
. 
Así, la vía de la aclaración no puede utilizarse como remedio de la falta de fundamentación jurídica, ni tampoco para corregir errores judiciales de calificación jurídica o subvertir las conclusiones probatorias previamente mantenidas, resultando igualmente inadecuada para anular y sustituir una resolución judicial por otra de signo contrario, salvo que excepcionalmente el error material consista en un mero desajuste o contradicción patente e independiente de cualquier juicio valorativo o apreciación jurídica entre la doctrina establecida en sus fundamentos jurídicos y el fallo de la resolución judicial
.

En suma, el órgano judicial puede legítima y excepcionalmente proceder a la rectificación ex artículo 267 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aun variando el fallo, cuando el error material que conduce a dictar una resolución equivocada “sea un error grosero, manifiesto, apreciable desde el texto de la misma sin necesidad de realizar interpretaciones o deducciones valorativas, deducible a simple vista, en definitiva, si su detección no requiere pericia o razonamiento jurídico alguno”
. 
Distinto sería “que la rectificación, con alteración del sentido del fallo, entrañe una nueva apreciación de valoración, interpretación o apreciación en Derecho, en cuyo caso, de llevarla a efecto, se habría producido un desbordamiento de los estrechos límites del citado precepto legal y se habría vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva”
.
Por su parte el artículo 214.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, establece expresamente que no cabrá recurso alguno contra la resolución que decida sobre la aclaración o corrección, sin perjuicio de los recursos que procedan, en su caso, contra la resolución a la que se refiera la solicitud o actuación de oficio.

4.3.- La subsanación y complemento de Sentencias y Autos defectuosos o incompletos  
Conforme a lo dispuesto en el artículo 215.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, las omisiones o defectos de que pudieren adolecer Sentencias y Autos y que fuere necesario remediar para llevar plenamente a efecto dichas resoluciones podrán ser subsanadas, mediante Auto, en los mismos plazos y por el mismo procedimiento establecidos en el artículo 214 de la citada Ley
.

Si se tratase de Sentencias o Autos que hubieren omitido manifiestamente pronunciamientos relativos a pretensiones oportunamente deducidas y sustanciadas en el proceso, el Tribunal, a solicitud escrita de parte en el plazo de cinco días a contar desde la notificación de la resolución, previo traslado por el Secretario judicial de dicha solicitud a las demás partes, para alegaciones escritas por otros cinco días, dictará Auto por el que resolverá completar la resolución con el pronunciamiento omitido o no haber lugar a completarla.

Si el Tribunal advirtiese en Sentencias o Autos que dictara las omisiones a que se refiere el apartado anterior, podrá, en el plazo de cinco días a contar desde la fecha en que se dicta, proceder de oficio, mediante Auto, a completar su resolución, pero sin modificar ni rectificar lo que hubiere acordado.

Del mismo modo deberá proceder el Secretario judicial cuando se precise subsanar o completar los Decretos que hubiere dictado, en el desempeño de sus funciones.

Por su parte, se ha de señalar que el Tribunal Constitucional tiene declarado que, además del incidente de nulidad de actuaciones del artículo 241.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, constituye un medio idóneo para denunciar la incongruencia la posibilidad contemplada en los artículos 215.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 267.5 de la propia Ley Orgánica del Poder Judicial de solicitar el complemento de las “Sentencias o Autos que hubieren omitido manifiestamente pronunciamientos relativos a pretensiones oportunamente deducidas y sustanciadas en el proceso”
. 
Por su parte el artículo 215.5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, dispone que no cabrá recurso alguno contra los Autos o Decretos en que se completen o se deniegue completar las resoluciones a los que acabamos de hacer referencia, sin perjuicio de los recursos que procedan, en su caso, contra la Sentencia, Auto o Decreto a que se refiriera la solicitud o la actuación de oficio del Tribunal o Secretario judicial. 
Los plazos para estos recursos, si fueren procedentes, se interrumpirán desde que se solicite su aclaración, rectificación, subsanación o complemento, continuando el cómputo desde el día siguiente a la notificación de la resolución que reconociera o negara la omisión de pronunciamiento y acordara o denegara remediarla.
Y es que debe tenerse en cuenta que las resoluciones aclarada y aclaratoria se integran formando una unidad lógico-jurídica que no puede ser impugnada sino en su conjunto a través de los recursos que, en su caso, pudieran interponerse contra la resolución aclarada. 
En consonancia con esta forma de entender la técnica de la aclaración de las resoluciones judiciales, nuestro Derecho positivo ha entendido tradicionalmente que en la determinación del dies a quo para el cómputo del plazo de un recurso contra una resolución que ha sido objeto de aclaración se debe tomar necesariamente en consideración la fecha de notificación de la resolución aclaratoria
. 
Así ha señalado el Tribunal Constitucional que la aclaración instada contra la resolución judicial que agota la vía judicial previa “debe tener el efecto de desplazar el dies a quo” para la presentación de este recurso constitucional desde el día siguiente al de la notificación de la resolución aclarada hasta el día siguiente al de la notificación de la resolución aclaratoria, cuando la presentación del recurso de aclaración no constituya ni un abuso de derecho, ni una maniobra dilatoria
. 
4.4.- El principio de inmediación
Conforme a lo establecido en el artículo 98.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, si el Juez que presidió el acto del juicio no pudiese dictar Sentencia, deberá celebrarse éste nuevamente
.

El principio de inmediación es clave en un proceso como el laboral y de hecho así se recoge expresamente en el artículo 74 de la citada Ley, junto con los principios de oralidad, concentración y celeridad. 
Dicho principio, que implica la relación inmediata entre Juzgador y partes, así como la presencia personal de aquél en las fases de alegaciones y prueba, tiene su regulación concreta en el artículo 98 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre que, en correlación con los artículos 194 y 200 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
. 

Por su parte, el artículo 98.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, señala que en cuanto a las Salas de lo Social se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial
.
El Tribunal Constitucional se ha pronunciado sobre la incidencia que la composición de los Tribunales encargados de la sustanciación de cada proceso y, más precisamente, la sustitución de los Jueces o Magistrados durante su tramitación, tiene sobre el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión consagrado en el artículo 24.1 de la Constitución o sobre las garantías constitucionales del proceso reconocidas en el artículo 24.2 de la Constitución, particularmente por lo que se refiere al derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley y a la garantía de imparcialidad
.

En relación con esta cuestión el criterio seguido por el Tribunal Constitucional, cuando lo que se denuncia es la indefensión provocada por la quiebra de la garantía de inmediación del órgano judicial que dicta Sentencia, debida al cambio o sustitución de los Jueces o Magistrados encargados de la resolución del proceso, ha sido el de valorar, a la luz de la doctrina de la indefensión material constitucionalmente relevante, la presencia en las actuaciones de medios objetivos de conocimiento que permitan emitir un juicio fundado (con conocimiento de causa) a quien tiene encomendado el enjuiciamiento del caso sometido a su consideración
.

De este modo es básicamente esa restricción o no en el conocimiento, por parte del Juzgador llamado a decidir sobre la causa, lo que determinará la relevancia de la queja; conocimiento que se verá restringido en aquellos supuestos en que el principio de inmediación vaya unido a la naturaleza predominantemente oral de la actuación, pues en un proceso oral, tan sólo el órgano judicial que ha presenciado la aportación verbal del material de hecho y de derecho y, en su caso, de la ejecución de la prueba, está legitimado para dictar la Sentencia o, dicho en otras palabras, la oralidad del procedimiento exige la inmediación judicial
.

La validez de esta doctrina, que enlaza con el contenido medular del derecho fundamental a una efectiva tutela judicial, no se ciñe exclusivamente al ámbito de los órganos judiciales unipersonales, sino que es igualmente predicable de los órganos judiciales de conformación pluripersonal. En éstos la resolución adoptada es el resultado de un proceso de deliberación y votación por el conjunto de los miembros que integran el órgano colegiado, situados en una posición de igualdad en el ejercicio colegiado de su potestad jurisdiccional, que exige de todos y cada uno de sus miembros (no sólo de una parte) un conocimiento suficiente de lo actuado y de los términos que enmarcan el debate procesal, para que pueda formarse válidamente la voluntad del órgano.

No es admisible, desde la perspectiva del derecho fundamental ahora considerado y de las garantías procesales que lo encarnan, el ejercicio de la función jurisdiccional por quien no está en disposición de emitir un juicio con suficiente conocimiento de lo actuado y sustanciado en el procedimiento, al no haber tenido acceso a los medios de conocimiento que la propia tramitación del proceso ofrece, y ello con independencia de que otro u otros miembros integrantes del órgano juzgador hayan tenido efectivo y directo conocimiento de lo actuado, pues constituye una garantía constitucional del proceso la exigencia de que el órgano judicial que debe decidir un pleito tenga conocimiento directo de las alegaciones y pruebas practicadas en aquél. No otro es el principio que sustenta la disciplina legal sobre el régimen de la vista, votación y fallo de los asuntos, que dispone los mecanismos para salvar la votación y fallo de la resolución en el caso de que con posterioridad al acto de celebración de la vista se imposibilitase algún Magistrado para asistir a la discusión y votación de la aludida resolución, permitiendo, en su caso, la incorporación a la Sala de otros Magistrados que sustituyan a los impedidos para dictar resolución, pero previa celebración de una nueva vista por la Sala así conformada
.

Para finalizar, resta señalar que el artículo 98.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, refleja el principio de inmediación, principio que se entiende no debe llevarse más allá de los límites fijados en la propia norma, para impedir la corrección de errores materiales, y a tal efectos el artículo 267.3, in fine, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, atribuye la facultad de rectificación al órgano jurisdiccional, y ante tal determinación genérica, se entiende, que por la nula transcendencia jurídica que supone la rectificación autorizada por este precepto, la misma se atribuye al Juez, que en el momento de solicitarla ejerza las funciones del órgano jurisdiccional, al margen de que la Sentencia que se pretende aclarar haya sido o no dictada por él
.
4.5.- La prohibición de reservas de liquidación  

Conforme a lo establecido en el artículo 99.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, en las Sentencias en que se condene al abono de una cantidad, el Juez o Tribunal la determinará expresamente, sin que en ningún caso pueda reservarse tal determinación para la ejecución.

No podemos obviar el contenido del artículo 80.1 de la citada Ley, del que se desprende que el demandante ha de recoger en su demanda los datos básicos para que pueda concretarse su pretensión indemnizatoria, y el contenido del artículo 87.4 de la misma en el que se dispone que en el trámite de conclusiones del acto de juicio, se  ha de determinar de manera líquida “las cantidades que, por cualquier concepto, sean objeto de petición de condena principal o subsidiaria.” 
No obstante, y conforme a lo dispuesto en el artículo 99.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, cuando se reclamen prestaciones o cantidades periódicas, la Sentencia podrá incluir la condena a satisfacer esas cantidades que se devenguen con posterioridad al momento en que se dicte.
Se pudiera interpretar que se admite una condena de futuro, referida a prestaciones o cantidades periódicas, lo que abriría una ejecución por dichos importes adicionales que se vayan devengando. 
A tales efectos, el artículo 220.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, señala que “Cuando se reclame el pago de intereses o de prestaciones periódicas, la Sentencia podrá incluir la condena a satisfacer los intereses o prestaciones que se devenguen con posterioridad al momento en que se dicte, excluyendo no obstante la consideración de posibles circunstancias obstativas que surjan, de modo que habrá de entender formulada la condena bajo la regla rebus sic stantibus debiendo por tanto remitirse aparte a un nuevo procedimiento o en tal caso, cuando se exceda de los límites de la cosa juzgada, que tampoco podrá incluir cuestiona novedosas o distintas de las resueltas en la resolución precedente
.
En fin, no cabe acoger una condena de futuro respecto a las cantidades que se devenguen en el futuro -siempre excepcional, y en este caso totalmente genérica e hipotética-, no puede realizarse en relación con unas retribuciones respecto a las que ni siquiera se cumplen todavía los presupuestos necesarios para su devengo (la prestación del trabajo que se retribuye y la vigencia en ese momento del régimen retributivo y de las circunstancias que justifican su atribución)
.
La doctrina del Tribunal Constitucional por su parte ha estimado que del artículo 24.1 de la Constitución cabe deducir un mandato al legislador y a los órganos judiciales de favorecer los mecanismos de tutela de los derechos subjetivos e intereses legítimos y que, por tanto, una forma de protección, como es la condena de futuro, no puede ser excluida o negada a radice, sólo por el hecho de que, por excepción a la regla general, conlleva la tutela preventiva de prestaciones no exigibles
. 

Específicamente en el ámbito jurisdiccional laboral, nada hay que oponer a las condenas de futuro desde el punto de vista de la exigencia de liquidez del petitum y de la condena típica del proceso laboral (artículo 87.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre) pues dicha exigencia debe ser entendida como una prohibición de las condenas con reserva o con bases de liquidación, pero no puede ser utilizada como obstáculo en aquellos casos en que la liquidez no es posible determinarla antes del vencimiento, precisamente se trata de una situación que perdura en el tiempo más allá del momento en que se inició el proceso. 

Por ello, no es constitucionalmente aceptable rechazar, sin más, la aptitud del proceso laboral para conocer y satisfacer pretensiones que conlleven la eventual condena al pago de prestaciones que han de devengarse en el futuro
.

Ahora bien, la realización por vía ejecutiva de una condena de futuro exigirá operaciones de liquidación, así como que el deudor ejecutado pueda por la vía oportuna (incidental o de los recursos) alegar eventuales circunstancias que, siendo distintas y posteriores al enjuiciamiento, puedan fundar una oposición de fondo a la ejecución por la inexistencia de acción ejecutiva. 
Sin embargo, lo anterior en nada obsta a la consideración básica de que dicha condena no puede quedar inejecutada, pues ello entrañaría una vulneración del derecho reconocido por el artículo 24.1 de la Constitución
 .

4.6.- Salarios por asistencia a actos procesales    
Conforme a lo establecido en el artículo 100 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, el empresario vendrá obligado a abonar al demandante que personalmente hubiese comparecido, el importe de los salarios correspondientes al tiempo necesario para la asistencia a los actos de conciliación y juicio y a cualquier comparecencia judicial, así como a la conciliación o mediación previa en su caso, salvo cuando fuera preceptivo otorgar representación conforme al artículo 19 de dicha Ley y no fuere requerido de asistencia personal, o cuando se haya declarado que obró de mala fe o con temeridad.
El precepto esta íntimamente relacionado con lo dispuesto en el artículo 37.3.d) del Estatuto de los Trabajadores, en el que se establece expresamente que el trabajador, previo aviso y justificación, podrá ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, por  el tiempo indispensable, para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público y personal, comprendido el ejercicio del sufragio activo. Cuando conste en una norma legal o convencional un periodo determinado, se estará a lo que esta disponga en cuanto a duración de la ausencia y a su compensación económica.

Cuando el cumplimiento del deber antes referido suponga la imposibilidad de la prestación del trabajo debido en más del 20% de las horas laborables en un período de tres meses, podrá la empresa pasar al trabajador afectado a la situación de excedencia forzosa regulada en el artículo 46.1 del Estatuto de los Trabajadores.

En el supuesto de que el trabajador, por cumplimiento del deber o desempeño del cargo, perciba una indemnización, se descontará el importe de la misma del salario a que tuviera derecho en la empresa. 
En fin, se establece la obligación del empresario de abonar al trabajador el importe de los salarios devengados como consecuencia de la asistencia personal a actuaciones «judiciales». Están comprendidos la conciliación o mediación previa, actos de conciliación y juicio y cualquier comparecencia judicial. Únicamente se exonera al empresario de esta obligación cuando se declare que el trabajador actuó de mala fe o con temeridad o cuando fuera preceptivo otorgar representación conforme al artículo 19 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, esto es, en los supuestos de pluralidad de actores.

Para concluir solo resta señalar que no resulta pacífico si la Sentencia ha de proceder directamente a condenar al abono de estos salarios (Montero Aroca), previa petición de la parte, o si de ella resulta sólo una obligación que, de ser incumplida por el empresario, dará lugar a su reclamación en otro proceso, opción por la que personalmente me decanto por ser la más oportuna y razonable, dada la configuración legal de la figura analizada.
� No hemos de olvidar que conforme a lo dispuesto en el artículo 18.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, las partes podrán comparecer por sí mismas o conferir su representación a cualquier persona que se encuentre en el pleno ejercicio de sus derechos civiles. Y cfr.,  a mayor abundamiento, el Acuerdo de 22 de diciembre de 2015, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueban los modelos normalizados previstos en las Leyes de Enjuiciamiento Civil y de Jurisdicción Voluntaria.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 22/10/1992 (Recurso nº 1985/1991). 


� Cfr. artículo 102.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.





� Cfr. artículos 16.5 y 76.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 09/10/2012 (Recurso nº 33/2011); 20/09/2007 (Recurso nº 39/2004); 03/11/2004 (Recurso nº 46/2002); 23/07/2002 (Recurso nº 3179/2000); y 21/10/1998 (Recurso nº 2250/1997). 


� Precepto derogado. Cfr. artículo 81.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Asturias nº 89/2016, de fecha 29/01/2016 (Recurso nº 2483/2015); y nº 656/2011, de fecha 11/03/2011 (Recurso nº 2849/2010).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 23/06/2014 (Recurso nº 1766/2013).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 20/10/2015 (Recurso nº 172/2014); 22/04/2015 (Recurso nº 70/2014); 30/04/2014 (Recurso nº 213/2013); 15/11/2012 (Recurso nº 3839/2011); y 18/07/2005 (Recurso nº 1393/2004); y 22/03/2005 (Recurso nº 32/2004). 


� Cfr. artículo 218.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 235/2015, de fecha 13/03/2015 (Recurso nº 666/2014); 667/2014, de fecha 23/07/2014 (Recurso nº 2018/2013); y 75/2014, de fecha 24/01/2014 (Recurso nº 948/2013). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 15/09/2011 (Recurso nº 4015/2010); 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Santa Cruz de Tenerife) de fecha 22/02/2001 (Recurso nº 763/2000). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 210/1992, de fecha 30/11/1992 (Recurso nº 1085/1989), y las que en ella se citan. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 29/10/2015 (Recurso nº 1580/2014); 12/11/1997 (Recurso nº 4578/1996); 03/05/1995 (Recurso nº 1557/1993); y 08/10/1991 (Recurso nº 873/1991).  


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25/04/1988.


� Cfr. artículo 219 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 163/1998, de fecha 14/07/1998 (Recurso nº 2685/1996); 83/1994, de fecha 14/03/1994 (Recurso nº 54/1992); y 194/1993, de fecha 14/06/1993 (Recurso nº 2778/1990). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Málaga) nº 1932/2015, de fecha 10/12/2015 (Recurso nº 1773/2015). 


� Normalmente poder general para pleitos otorgado ante Notario o apoderamiento apud acta otorgado en la Secretaría del órgano judicial correspondiente. 


� Cfr. artículos 1709 y siguientes del Código Civil 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de la Región de Murcia nº 1028/2014, de fecha 10/12/2014 (Recurso nº 550/2014); y de Canarias (Las Palmas) nº 1636/2013, de fecha 31/10/2013 (Recurso nº 764/2013).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 161/1985, de fecha 29/11/1985 (Recurso nº 457/1984). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Málaga) nº 1757/2011, de fecha 27/07/2011 (Recurso nº 793/2011). 


� Cfr. artículo 273 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  


� Cfr. artículo 275 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Madrid nº 235/2015, de fecha 13/03/2015 (Recurso nº 666/2014); y Asturias nº 2035/2013, de fecha 25/10/2013 (Recurso nº 1571/2013).  


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Las Palmas) nº 2232/2014, de fecha 22/12/2014 (Recurso nº 1192/2014). 


� Cfr. artículo 59 del Estatuto de los Trabajadores y artículos 65, ordinales 1 y 2, y 103 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Canarias (Santa Cruz de Tenerife) nº 938/2014, de fecha 12/12/2014 (Recurso nº 301/2014); Canarias (Las Palmas) nº 1787/2014, de fecha 30/10/2014 (Recurso nº 854/2014); Comunidad Valenciana nº 230/2014, de fecha 04/02/2014 (Recurso nº 2813/2013); Cataluña nº 8282/2013, de fecha 17/12/2013 (Recurso nº 4886/2013); y Comunidad Valenciana nº 1131/2013, de fecha 14/05/2013 (Recurso nº 682/2013). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (Burgos) nº 510/2013, de fecha 17/10/2013 (Recurso nº 517/2013). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 185/2013, de fecha 04/11/2013 (Recurso nº 254/2012);  199/2001, de fecha 04/10/2001 (Recurso nº 4660/1998); y 69/1997, de fecha 08/04/1997 (Recurso nº 1830/1995). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 211/2002, de fecha 11/11/2002 (Recurso nº 3875/2000); 199/2001, de fecha 04/10/2001 (Recurso nº 4660/1998); 75/2001, de fecha 26/03/2001 (Recurso nº 1195/1997); 135/1999, de fecha 15/07/1999 (Recurso nº 266/1997); 130/1998, de fecha 16/06/1998 (Recurso nº 1590/1996); 112/1997, de fecha 03/06/1997 (Recurso nº 1280/1996); 120/1993, de fecha 19/04/1993 (Recurso nº 501/1990); y 118/1987, de fecha 08/07/1987 (Recurso nº 910/1986).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 119/2007, de fecha 21/05/2007 (Recurso nº 2518/2004); y 127/2006, de fecha 24/04/2006 (Recurso nº 6778/2002). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 199/2001, de fecha 04/10/2001 (Recurso nº 4660/1998); y 69/1997, de fecha 08/04/1997 (Recurso nº 1830/1995). 


� Cfr. artículo 10.3.3 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 231/2012, de fecha 10/12/2012 (Recurso nº 3869/2011); 125/2010, de fecha 29/11/2010 (Recurso nº 2200/2007); 52/2009, de fecha 23/02/2009 (Recurso nº 10982/2006); y 119/2007, de fecha 21/05/2007 (Recurso nº 2518/2004). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26/02/2008 (Recurso nº 1188/2007). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 27/10/2014 (Recurso nº 1887/2013); 10/12/2012 (Recurso nº 70/2012)


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 11/1988, de fecha 02/02/1988 (Recurso nº 156/1987), sobre 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 11/1988, de fecha 02/02/1988 (Recurso nº 156/1987), sobre 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 185/2013, de fecha 04/11/2013 (Recurso nº 254/2012);  199/2001, de fecha 04/10/2001 (Recurso nº 4660/1998); y 69/1997, de fecha 08/04/1997 (Recurso nº 1830/1995). 


� Cfr. artículo 78 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 18/11/2015 (Recurso nº 19/2015); y 02/12/2014 (Recurso nº 97/2013). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 16/06/2015 (Recurso nº 324/2014). 


� Cfr. artículo 206 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, relativo a las clases de resoluciones. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria nº 893/2015, de fecha 19/11/2015 (Recurso nº 733/2015). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 482/2015, de fecha 29/05/2015 (Recurso nº 249/2015). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28/05/1999 (Recurso nº 3762/1998). 


� Cfr. artículos 60.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre y 11.1 de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.


� Cfr. artículo 60.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre y Disposición Adicional Tercera de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.  


� Cfr. artículo 11.3 de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas, y Autos del Tribunal Supremo de fechas 13/12/2010 (Recurso nº 61/2010); 08/10/1999 (Recurso nº 549/1999); 30/06/1999 (Recurso nº 548/1999); y 02/10/1995 (Recurso nº  584/1995). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Extremadura nº 47/2016, de fecha 11/02/2016 (Recurso nº 28/2016); Andalucía (Málaga) nº 1079/2015, de fecha 01/07/2015 (Recurso nº 652/2015); y Andalucía (Sevilla) nº 1566/2015, de fecha 11/06/2015 (Recurso nº 1467/2014), sobre la nulidad por ausencia de citación en forma.  


� Cfr. artículo 149.3º de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia nº 2049/2014, de fecha 10/04/2014 (Recurso nº 42/2014). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 110/1989, de fecha 12/06/1989 (Recurso nº 1293/1987); y 157/1987, de fecha 15/10/1987 (Recurso nº 1187/1986). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 110/1989, de fecha 12/06/1989 (Recurso nº 1293/1987).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 1/1983, de 13/01/1983 (Recurso nº 167/1982). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 48/1990, de fecha 20/03/1990 (Recurso nº 106/1988); 216/1989, de fecha 21/12/1989 (Recurso nº 1023/1987); y 110/1989, de fecha 12/06/1989 (Recurso nº 1293/1987). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 16/12/2015 (Recurso nº 355/2014); 09/12/2014 (Recurso nº 222/2013); y 02/12/2014 (Recurso nº 97/2013). 


� Cfr. Auto de la Audiencia Nacional nº 6/2016, de fecha 05/02/2016 (Recurso nº 71/2015). 


� Cfr. artículo 14 de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.


� Cfr. Disposición Final Cuarta de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, que establece que en lo no previsto por la misma regirá como supletoria la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 195/1999, de fecha 25/10/1999 (Recurso nº 2960/1996). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 237/1988, de fecha 13/12/1988 (Recurso nº 383/1987); 9/1993, de fecha 18/01/1993 (Recurso nº 936/1989); 218/1993, de fecha 30/06/1993 (Recurso nº 2458/1990); 373/1993, de fecha 13/12/1993 (Recurso nº 2045/1992); 86/1994, de fecha 14/03/1994 (Recurso nº 847/1992); y 196/1994, de fecha 04/07/1994 (Recurso nº 280/1992). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 21/1989, de fecha 31/01/1989 (Recurso nº 282/1987); 9/1993, de fecha 18/01/1993 (Recurso nº 936/1989); y 195/1999, de fecha 25/10/1999 (Recurso nº 2960/1996).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 373/1993, de fecha 13/12/1993 (Recurso nº 2045/1992); 86/1994, de fecha 14/03/1994 (Recurso nº 847/1992); y 196/1994, de fecha 04/07/1994 (Recurso nº 280/1992). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 218/1993, de fecha 30/06/1993 (Recurso nº 2458/1990).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 373/1993, de fecha 13/12/1993 (Recurso nº 2045/1992).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 196/1994, de fecha 04/07/1994 (Recurso nº 280/1992); y 195/1999, de fecha 25/10/1999 (Recurso nº 2960/1996). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 237/1988, de fecha 13/12/1988 (Recurso nº 383/1987); 9/1993, de fecha 18/01/1993 (Recurso nº 936/1989); y 195/1999, de fecha 25/10/1999 (Recurso nº 2960/1996).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 130/1986, de fecha 29/10/1986 (Recurso nº 133/1985); 21/1989, de fecha 31/01/1989 (Recurso nº 282/1987); 9/1993, de fecha 18/01/1993 (Recurso nº 936/1989); 218/1993, de fecha 30/06/1993 (Recurso nº 2458/1990); y 196/1994, de fecha 04/07/1994 (Recurso nº 280/1992). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 9/1993, de fecha 18/01/1993 (Recurso nº 936/1989); y 195/1999, de fecha 25/10/1999 (Recurso nº 2960/1996).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 373/1993, de fecha 13/12/1993 (Recurso nº 2045/1992); y 195/1999, de fecha 25/10/1999 (Recurso nº 2960/1996). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 21/1989, de fecha 31/01/1989 (Recurso nº 282/1987); 9/1993, de fecha 18/01/1993 (Recurso nº 936/1989); 218/1993, de fecha 30/06/1993 (Recurso nº 2458/1990); y 195/1999, de fecha 25/10/1999 (Recurso nº 2960/1996).  


� Cfr. artículos artículo 43.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre y 134 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Y Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 21/11/2005 (Recurso nº 2648/2001). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 29/06/2015 (Recurso nº 2082/2014); 10/06/2009 (Recurso nº 2761/2008);  04/05/2009 (Recurso nº 2062/2008); y 31/01/2008 (Recurso nº 3863/2006).


� Cfr. artículo 19 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. artículos 1203 a 1213 del Código Civil.   


� Cfr. artículo 1817 del Código Civil.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 959/2015, de fecha 28/12/2015 (Recurso nº 119/2014); 1003/2015, de fecha 16/12/2015 (Recurso nº 543/2014); y 960/2015, de fecha 25/11/2015 (Recurso nº 121/2014), entre otras. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha  28/04/2004 (Recurso nº 4247/2002). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Andalucía (Sevilla) nº 1121/2015, de fecha 29/04/2015 (Recurso nº 1946/2014); de la Comunidad Valenciana nº 686/2014, de fecha 24/03/2014 (Recurso nº 2411/2013).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 508/2013, de fecha 03/06/2013 (Recurso nº 6467/2012). 


� Cfr. artículos 1265 a 1270 del Código Civil.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia nº 294/2013, de fecha 08/04/2013 (Recurso nº 1353/2012).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 15/07/1997 (Recurso nº 1283/1996).  


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 18/07/2005 (Recurso nº 1393/2004).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 226/2000, de fecha 02/10/2000 (Recurso nº 3228/1997), y las que en ella se citan.  


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 21/05/2015 (Recurso nº 257/2014); 22/04/2015 (Recurso nº 70/2014); 30/04/2014 (Recurso nº 213/2013); 10/04/2014 (Recurso nº 154/2013); 15/11/2012 (Recurso nº 3839/2011); y 09/11/1989. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 20/10/2015 (Recurso nº 172/2014); 22/04/2015 (Recurso nº 70/2014); 15/11/2012 (Recurso nº 3839/2011); y 18/07/2005 (Recurso nº 1393/2004).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 27/01/2015 (Recurso nº 14/2014); 25/02/2013 (Recurso nº 380/2012); y 26/07/2012 (Recurso nº 4115/2011). Y también artículos 50.1.b) del Estatuto de los Trabajadores y 26.3 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 27/05/1997 (Recurso nº 3705/1996).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 30/04/2007 (Recurso nº 2582/2006); y 02/03/2005 (Recurso nº 448/2004). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 03/03/2014 (Recurso nº 986/2013); y 26/06/2013 (Recurso nº 1161/2012).  


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26/06/2013 (Recurso nº 1161/2012); 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 03/03/2014 (Recurso nº 986/2013); 26/06/2013 (Recurso nº 1161/2012); y 22/04/2002 (Recurso nº 1545/2001). 


� Cfr. artículo 74 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 05/06/2012 (Recurso nº 62/2010); y 06/04/2004 (Recurso nº 1376/2003). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 05/06/2012 (Recurso nº 62/2010).  


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 09/10/2006 (Recurso nº 1803/2005); y 31/05/2006 (Recurso nº 1802/2005). 


� Sobre la procedencia del Recurso de Suplicación en reclamaciones, acumuladas o no, cuando la cuestión debatida afecte a todos o a un gran número de trabajadores o de beneficiarios de la Seguridad Social, siempre que tal circunstancia de afectación general fuera notoria o haya sido alegada y probada en juicio o posea claramente un contenido de generalidad no puesto en duda por ninguna de las partes.


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Asturias nº 141/2016, de fecha 29/01/2016 (Recurso nº 2536/2015); y de Extremadura nº 404/2014, de fecha 17/07/2014 (Recurso nº 318/2014). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Illes Balears nº 445/2010, de fecha 17/11/2010 (Recurso nº 470/2010). 


� Cfr. artículo 21 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 09/06/2015 (Recurso nº 122/2014); y 21/04/2015 (Recurso nº 311/2014). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 09/11/2009 (Recurso nº 106/2008).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 266/1993, de fecha 20/09/1993 (Recurso nº 811/1990). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 875/2015, de fecha 17/12/2015 (Recurso nº 721/2015); y 19/2010, de fecha 15/01/2010 (Recurso nº 3411/2009).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón nº 600/2015, de fecha 07/10/2015 (Recurso nº 552/2015).


� Cfr. artículo 237 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia nº 1630/2015, de fecha 24/03/2015 (Recurso nº 4283/2013), sobre la caducidad de la instancia. 


� Cfr. artículos 509 a 516 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 20/04/2015 (Recurso nº 12/2014); 27/04/2010 (Recurso nº 11/2009); 20/04/2009 (Recurso nº 1/2008); 07/02/2007 (Recurso nº 19/2005); 26/07/2006 (Recurso nº 41/2004); 31/12/1999 (Recurso nº 1590/1999); y 08/06/1998 (Recurso nº 1813/1995).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 20/04/2015 (Recurso nº 12/2014); 04/12/2007 (Recurso nº 8/2006); 26/07/2006 (Recurso nº 41/2004); 05/04/2005 (Recurso nº 22/2004); y 25/02/2004 (Recurso nº 25/2002). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 24/1984, de fecha 23/02/1984 (Recurso nº 96/1983); 62/1984, de fecha 21/05/1984 (Recurso nº 362/1983); y 36/1985, de fecha 08/03/1985 (Recurso nº 473/1983). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 09/04/2013 (Recurso nº 19/2012); 27/04/2010 (Recurso nº 11/2009); 20/04/2009 (Recurso nº 1/2008); 07/10/2008 (Recurso nº 7/2007); 27/11/2002 (Recurso nº 14/2002); y 18/01/2002 (Recurso nº 3435/2000). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 27/1993, de fecha 25/01/1993 (Recurso nº 346/1990); y 30/1992, de fecha 18/03/1992 (Recurso nº 1764/1988). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 27/1993, de fecha 25/01/1993 (Recurso nº 346/1990); 30/1992, de fecha 18/03/1992 (Recurso nº 1764/1988); y 81/1988, de fecha 28/04/1988 (Recurso nº 1320/1986). 


� Cfr. artículos 222 y 421 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 15/12/2015 (Recurso nº 66/2015); 18/11/2015 (Recurso nº 19/2015); y 10/11/2015 (Recurso nº 360/2014), entre otras muchas más. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 672/2015, de fecha 13/10/2015 (Recurso nº 580/2015). 


� Cfr. artículo 82.3 de La ley 36/2011, de 10 de octubre, y Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 18/112015 (Recurso nº 19/2015); y 02/12/2014 (Recurso nº 97/2013); y del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Las Palmas) nº 563/2008, de fecha 25/04/2008 (Recurso nº 203/2006), entre otras.


� Con lo que está excluyendo únicamente de ese supuesto a los hechos que se hubiesen reconocido expresamente por la contraparte.


� Cfr. artículo 281.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 15/01/1990 y 15/05/1990).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 27/04/2015 (Recurso nº 1658/2014); 21/07/2010 (Recurso nº 3451/2009); 16/11/2009 (Recurso nº 3469/2008); 15/06/2009 (Recurso nº 3512/2008); y 06/05/2009 (Recurso nº 1408/2008); entre otras muchas más. 


� Cfr. artículos 96, 105, 121, 147 y 150 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.


� Cfr. artículo 217.6 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 29/09/2010 (Recurso nº 4207/2009); 22/10/2009 (Recurso nº 3742/2008); 23/09/2009 (Recurso nº 3409/2008); 15/09/2009 (Recurso nº 3258/2008);  30/06/2009 (Recurso nº 91/2007); 24/06/2009 (Recurso nº 3412/2008); 06/10/2005 (Recurso nº 3876/2004); y 25/01/2005 (Recurso nº 6290/2003), entre otras muchas más. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28/07/2009 (Recurso nº 3280/2008).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 10/10/2007 (Recurso nº 372/2007). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 233/1992, de fecha 14/12/1992 (Recurso nº 37/1990), entre otras. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 149/1987, de fecha 30/09/1987 (Recurso nº 758/1986), entre otras.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 16/12/2015 (Recurso nº 355/2014); 18/11/2015 (Recurso nº 19/2015); 09/12/2014 (Recurso nº 222/2013); y 02/12/2014 (Recurso nº 97/2013). 


� Relativo a los medios de prueba de que se podrá hacer uso en juicio.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña nº 7274/2015, de fecha 07/12/2015 (Recurso nº 5578/2015). 


� Cfr. artículos 89.4.b), 191.3.d), y 210.2.a) de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 201/2004, de fecha 15/11/2004 (Recurso nº 2535/2003). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia Madrid nº 789/2014, de fecha 10/10/2014 (Recurso nº 133/2014). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Andalucía (Granada) nº 1174/2015, de fecha 20/05/2015 (Recurso nº 590/2015); Madrid nº 798/2007, de fecha 10/12/2007 (Recurso nº 4264/2007); y Madrid nº 336/2006, de fecha 24/05/2006 (Recurso nº 1443/2006). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña nº 2671/2012, de fecha 11/04/2012 (Recurso nº 6281/2011). 


� Cfr. artículo 92.1 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana nº 2391/2011, de fecha 19/07/2011 (Recurso nº 1676/2011). 


� Cfr. artículo 368 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria nº 114/2014, de fecha 13/02/2014 (Recurso nº 34/2014).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 534/2014, de fecha 17/06/2014 (Recurso nº 141/2014). 


� Cfr. artículos 99 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre y 219 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Cataluña nº 1070/2011, de fecha 10/02/2011 (Recurso nº 6091/2010); y Madrid nº 287/2007, de fecha 06/06/2007 (Recurso nº 1689/2007). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana nº 2/2015, de fecha 08/01/2015 (Recurso nº 2586/2014). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 137/1992, de fecha 13/10/1992 (Recurso nº 271/1989). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 137/1992, de fecha 13/10/1992 (Recurso nº 271/1989). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 09/03/1990; 30/06/1987; 16/09/1986; 19/06/1979; 15/10/1976; y 27/02/1975; entre otras.


� Cfr. Sentencia del extinto Tribunal Central de Trabajo de fecha 24/10/1983. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 23/04/1998 (Recurso nº 2619/1997); 14/10/1989; 01/06/1987; 24/12/1986 y 02/07/1986.  


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 12/03/1990; 27/07/1989; 28/03/1988; 04/03/1987; 02/07/1986; y 23/02/1983. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 09/02/1989; 21/05/1986; 09/07/1984; 17/05/1984; y 07/02/1984.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 11/10/1989.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 21/05/1986. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 116/1995, de fecha 17/07/1995 (Recurso nº 2002/1992);  137/1992, de fecha 13/10/1992 (Recurso nº 271/1989); y 98/1987, de fecha 10/06/1987 (Recurso nº 471/1986). 


� Cfr. Auto del Tribunal Constitucional nº 478/1983, de fecha 19/10/1983 (Recurso nº 424/1983). 


� Cfr. artículo 74 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 153/2004, de fecha 20/09/2004 (Recurso nº 6411/2002);   61/2002, de fecha 11/03/2002 (Recurso nº 111/1999); 116/1995, de fecha 17/07/1995 (Recurso nº 2002/1992); y 227/1991, de fecha 28/11/1991 (Recurso nº 1742/1988). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Andalucía (Sevilla) nº 2911/2015, de fecha 20/11/2015 (Recurso nº 2248/2015);  Cataluña nº 3409/2015, de fecha 26/05/2015 (Recurso nº 907/2015); Cataluña nº 1383/2015, de fecha 24/02/2015 (Recurso nº 265/2015). 


� Cfr. artículos 147, 187, y Disposición Adicional Tercera de la Ley de Enjuiciamiento Civil.   


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 211/2001, de fecha 29/10/2001 (Recurso nº 453/1998). 


�  Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 73/2002, de fecha 08/04/2002 (Recurso nº 4141/1997).  


� Cfr. Auto de la Audiencia Provincial de Madrid, sección 14ª, nº 191/2003, de fecha 27/10/2003 (Recurso nº 589/2003). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 822/2014, de fecha 04/07/2014 (Recurso nº 516/2014). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (Valladolid) de fecha 12/06/2013 (Recurso nº 467/2013). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Canarias (Santa Cruz de Tenerife) nº 189/2015, de fecha 13/03/2015 (Recurso nº 446/2014); y Cataluña nº 3409/2015, de fecha 26/05/2015 (Recurso nº 907/2015). 


� Cfr. Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Las Palmas) nº 161/2015, de fecha 30/01/2015 (Recurso nº 714/2014). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Cataluña nº 1383/2015, de fecha 24/02/2015 (Recurso nº 265/2015); y Castilla-La Mancha nº 822/2014, de fecha 04/07/2014 (Recurso nº 516/2014). 


� Cfr. artículos 230.3de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 147 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Extremadura nº 602/2015, de fecha 10/12/2015 (Recurso nº 508/2015); y Asturias nº 554/2014, de fecha 07/03/2014 (Recurso nº 360/2014); sobre la falta de puesta a disposición del órgano judicial de los medios necesarios para su reproducción. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 133/2003, de fecha 30/06/2003 (Recurso nº 2057/2001). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 70/2002, de fecha 03/04/2002 (Recurso nº 3787/2001); y 1/1996, de fecha 15/01/1996 (Recurso nº 1917/1993).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 217/1998, de fecha 16/11/1998 (Recurso nº 2183/1995); y 219/1998, de fecha 16/11/1998 (Recurso nº 279/1996). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 77/2007, de fecha 16/04/2007 (Recurso nº 6625/2004); 359/2006, de fecha 18/12/2006 (Recurso nº 7349/2004); y 133/2003, de fecha 30/06/2003 (Recurso nº 2057/2001). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 80/2011, de fecha 06/06/2011 (Recurso nº 3145/2005); y 113/2009, de fecha 11/05/2009 (Recurso nº 4233/2007). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 133/2014, de fecha 22/07/2014 (Recurso nº 3930/2012). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 33/1992, de fecha 18/03/1992 (Recurso nº 2094/1988); 158/1989, de fecha 05/10/1989 (Recurso nº 1322/1987); y 149/1987, de fecha 30/09/1987 (Recurso nº 758/1986). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 292/2006, de fecha 10/10/2006 (Recurso nº 5958/2004); y 246/2000, de fecha 16/10/2000 (Recurso nº 1866/1999, y las que en ellas se citan.  


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 168/2002, de fecha 30/09/2002 (Recurso nº 632/1998). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 158/1989, de fecha 05/10/1989 (Recurso nº 1322/1987).  


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 17/01/2007 (Recurso nº 16/2005). 


� Cfr. artículo 11.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y artículos 283.3 y 287 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  


� Cfr. artículos 287.2 y 451 a 454 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Granada) nº 1282/2015, de fecha 28/05/2015 (Recurso nº 681/2015).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 02/02/2014 (Recurso nº 97/2013).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 13/05/2014 (Recurso nº 1685/2013).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 37/1998, de fecha 17/02/1998 (Recurso nº 3694/1994); 186/2000, de fecha 10/07/2000 (Recurso nº 2662/1997); 14/2003, de fecha 28/01/2003 (Recurso nº  4184/2000); 126/2003, de fecha 30/06/2003 (Recurso nº  5122/1998), en su voto particular; 89/2006, de fecha 27/03/2006 (Recurso nº 6036/2002); 96/2012; de fecha 07/05/2012 (Recurso nº 8640/2010); 29/2013, de fecha 11/02/2013 (Recurso nº 10522/2009); 170/2013, de fecha 07/10/2013 (Recurso nº 2907/2011), entre otras.  


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Madrid nº 725/2015, de fecha 30/09/2015 (Recurso nº 176/2015); Andalucía (Sevilla) nº 1433/2015, de fecha 27/05/2015 (Recurso nº 594/2015); y Navarra nº 177/2015, de fecha 20/04/2015 (Recurso nº 143/2015).  


� Cfr. artículo 302 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. artículo 306.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Canarias (Las Palmas) nº 1586/2012, de fecha 31/07/2012 (Recurso nº 340/2012); La Rioja nº 78/2009, de fecha 05/03/2009 (Recurso nº 81/2009). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Madrid nº 524/2009, de fecha 15/07/2009 (Recurso nº 1012/2009); 626/2008, de fecha 15/10/2008 (Recurso nº 4106/2008); 563/2008, de fecha 07/07/2008 (Recurso nº 1929/2008); Cataluña nº 9451/2005, de fecha 05/12/2005 (Recurso nº 8328/2004). 


� Cfr. artículo 305 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 25/03/1991; 02/12/1988; 12/09/1988; y 15/12/1983.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 24/05/2000 (Recurso nº 3223/1999); 11/07/1990; 18/10/1988;  09/06/1988; y 30/05/1988. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria nº 629/2015, de fecha 30/07/2015 (Recurso nº 503/2015). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Madrid nº 523/2015, de fecha 12/06/2015 (Recurso nº 292/2015); y Andalucía (Sevilla) nº 904/2015, de fecha 26/03/2015 (Recurso nº 461/2014). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Cataluña nº 6781/2015, de fecha 16/11/2015 (Recurso nº 3682/2015); y Madrid nº 138/2015, de fecha 03/03/2015 (Recurso nº 774/2014). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Madrid nº 48/2016, de fecha 25/01/2016 (Recurso nº 846/2015); Madrid nº 794/2015, de fecha 23/11/2015 (Recurso nº 633/2015); Asturias nº 974/2015, de fecha 22/05/2015 (Recurso nº 875/2015); y Madrid nº 138/2015, de fecha 03/03/2015 (Recurso nº 774/2014). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 22/2015, de fecha 19/01/2015 (Recurso nº 811/2014). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de la Región de Murcia nº 249/2014, de fecha 24/03/2014 (Recurso nº 634/2013); Comunidad Valenciana nº 1026/2012, de fecha 17/04/2012 (Recurso nº 2919/2011); Madrid nº 423/2007, de fecha 11/06/2007 (Recurso nº 6420/2006); y Castilla y León (Valladolid) nº 638/2006, de fecha 02/05/2006 (Recurso nº 638/2006).  


� Cfr. artículo 307 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Disposición Final Cuarta de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña nº 2091/2010, de fecha 15/03/2010 (Recurso nº 7623/2009), en relación con la declaración sobre hechos pasados. 


�  Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Castilla y León (Valladolid) de fecha 01/02/2012 (Recurso nº 1885/2011); y Asturias nº 841/2008, de fecha 25/04/2008 (Recurso nº 3800/2007). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana nº 2/2015, de fecha 08/01/2015 (Recurso nº 2586/2014).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 286/2007, de fecha 18/04/2007 (Recurso nº 1014/2007).


� Cfr. artículos 361 y 365.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura nº 109/2006, de fecha 09/02/2006 (Recurso nº 777/2005). 


� Cfr. artículo 365.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


�  Cfr. artículo 366 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 113/2014, de fecha 24/01/2014 (Recurso nº 1205/2013).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Sevilla) nº 159/2014, de fecha 23/01/2014 (Recurso nº 2705/2013). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 286/2007, de fecha 18/04/2007 (Recurso nº 1014/2007); y Galicia nº 1738/2014, de fecha 20/03/2014 (Recurso nº 1250/2012).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 2/2016, de fecha 05/01/2016 (Recurso nº 1072/2015). 


� Cfr. artículo 372 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Galicia nº 601/2013, de fecha 25/01/2013 (Recurso nº 2426/2010); Comunidad Valenciana nº 1338/2012, de fecha 15/05/2012 (Recurso nº 911/2012); Galicia nº 5290/2011, de fecha 29/11/2011 (Recurso nº 3826/2011); Galicia nº 3710/2011, de fecha 11/07/2011 (Recurso nº 1550/2011); Asturias nº 4156/2008, de fecha 19/12/2008 (Recurso nº 2454/2008); Cataluña nº 8945/2007, de fecha 17/12/2007 (Recurso nº 946/2006); y Asturias nº 4450/2007, de fecha 09/11/2007 (Recurso nº 2545/2007).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana nº 567/2008, de fecha 26/02/2008 (Recurso nº 2089/2007).


� Cfr. artículo 377 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 13/02/1991, 23/03/1988, y 04/03/1981; y Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Madrid nº 9/2016, de fecha 13/01/2016 (Recurso nº 751/2015);  y 470/2015, de fecha 29/06/2015 (Recurso nº 270/2015); y de Castilla y León (Valladolid) de fecha 23/05/2012 (Recurso nº 673/2012).


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Cataluña nº 7443/2015, de fecha 14/12/2015 (Recurso nº 4874/2015); y Madrid nº 470/2015, de fecha 29/06/2015 (Recurso nº 270/2015).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 267/2014, de fecha 31/03/2014 (Recurso nº 2046/2013); y 96/2014, de fecha 17/02/2014 (Recurso nº 1820/2013). 


� Cfr. artículo 376 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 97.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 113/2009, de fecha 11/05/2009 (Recurso nº 4233/2007); 23/2007, de fecha 12/02/2007 (Recurso nº 7733/2003); y 359/2006, de fecha 18/12/2006 (Recurso nº 7349/2004). 


� Cfr. artículos 90.1 y 92 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Granada) nº 1174/2015, de fecha 20/05/2015 (Recurso nº 590/2015).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo 17/01/2007 (Recurso nº 16/2005), y Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 8/2016, de fecha 15/01/2016 (Recurso nº 819/2015); y 612/2008, de fecha 21/07/2008 (Recurso nº 2389/2008). 


� Cfr. artículo 74 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia nº 6761/2015, de fecha 09/12/2015 (Recurso nº 4160/2014).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19/07/1989; y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 1067/2014, de fecha 22/12/2014 (Recurso nº 559/2014). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana nº 1888/2004, de fecha 10/06/2004 (Recurso nº 760/2004). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón nº 480/2007, de fecha 16/05/2007 (Recurso nº 351/2007).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia nº 5596/2014, de fecha 17/11/2014 (Recurso nº 3060/2014). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (Valladolid) nº 1199/2010, de fecha 21/07/2010 (Recurso nº 1199/2010); y 1287/2008, de fecha 10/12/2008 (Recurso nº 1287/2008). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 430/2006, de fecha 16/05/2006 (Recurso nº 866/2006).  


� Cfr. artículos 422, 440, 459 y 464 del Código Penal. 


� Cfr. artículo 336.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña nº 7296/2010, de fecha 10/11/2010 (Recurso nº 3478/2010).  


� Cfr. artículo 340 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Las Palmas) nº 1177/2015, de fecha 27/08/2015 (Recurso nº 354/2015); 778/2013, de fecha 08/05/2013 (Recurso nº 227/2013); 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Cataluña 1513/2015, de fecha 27/02/2015 (Recurso nº 7015/2014); Comunidad Valenciana nº 1901/2012, de fecha 29/06/2012 (Recurso nº 1271/2012); Comunidad Valenciana nº 3499/2011, de fecha 20/12/2011 (Recurso nº 2823/2011); Cataluña nº 7296/2010, de fecha 10/11/2010 (Recurso nº 3478/2010)


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 737/2015, de fecha 26/06/2015 (Recurso nº 1411/2014). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Las Palmas) nº 2119/2007, de fecha 26/12/2007 (Recurso nº 498/2003). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Granada) nº 1154/2015, de fecha 14/05/2015 (Recurso nº 374/2015). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Galicia nº 6794/2015, de fecha 11/12/2015 (Recurso nº 4982/2014); 6941/2015, de fecha 11/12/2015 (Recurso nº 4960/2014); 7009/2015, de fecha 10/12/2015 (Recurso nº 4917/2014); de Andalucía (Málaga) nº 1166/2014, de fecha 10/07/2014 (Recurso nº 664/2014); Andalucía (Sevilla) nº 1532/2014, de fecha 04/06/2014 (Recurso nº 2245/2013) y País Vasco nº 1917/2012, de fecha 10/07/2012 (Recurso nº 1271/2012). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (Valladolid) de fecha 21/12/2015 (Recurso nº 1982/2015).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 60/2016, de fecha 25/01/2016 (Recurso nº 786/2015); 509/2015, de fecha 02/06/2015 (Recurso nº 25/2015); y nº 253/2014, de fecha 27/03/2014 (Recurso nº 1944/2013); entre otras. 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de La Rioja nº 346/2015, de fecha 17/12/2015 (Recurso nº 349/2015); La Rioja nº 302/2015, de fecha 11/11/2015 (Recurso nº 305/2015); y de Castilla y León (Valladolid) de fecha 22/07/2015 (Recurso nº 1165/2015); Andalucía (Málaga) nº 1231/2015, de fecha 15/07/2015 (Recurso nº 841/2015) 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 158/1989, de fecha 05/10/1989 (Recurso nº 1322/1987); y nº 116/1983, de fecha 07/12/1983 (Recurso nº 109/1983), por todas.  


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 51/1985, de fecha 10/04/1985 (Recurso nº 781/1983).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 20/09/2005 (Recurso nº 2565/2004).


� Cfr. artículo 348 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 97.2 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. Y Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 215/2008, de fecha 28/03/2008 (Recurso nº 4331/2007); 129/2010, de fecha 22/02/2010 (Recurso nº 5865/2009); y del País Vasco de fecha 23/10/2008 (Recurso nº 1865/2008). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 29/01/1987; y 11/06/1981. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 26/12/1990; 23/02/1990; y 03/07/1986. 


� Cfr. artículos 317 a 323 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. artículos 324 a 327 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 


� Cfr. artículo 319.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 1218 del Código Civil.


� Cfr. artículo 326.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 1225 del Código Civil.


� Cuando de un cotejo o comprobación resulte la autenticidad o exactitud de la copia o testimonio impugnados, las costas, gastos y derechos que origine el cotejo o comprobación serán exclusivamente de cargo de quien hubiese formulado la impugnación. Y si, a juicio del Tribunal, la impugnación hubiese sido temeraria, podrá imponerle, además, una multa de 120 a 600 euros.


� Cfr. artículos 267 y 320 a 322 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. artículos 265.2 y 268.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. artículo 14 del Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo. 


� Cfr. artículo 23 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 23/04/1990, 16/05/1996, 21/03/1997 y 06/03/1998.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 24/09/1996, 22/10/1996, 30/11/1996, 21/03/1997, 06/05/1997, 02/12/1997 y 06/10/1998. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26/04/1989. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 14/11/1990 y 07/10/1997, entre otras.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 20/061991 y 07/10/1997.


� De las que son exponente entre otras las Sentencias de fechas 10/03/1980, 10/07/1981, 07/04/1982, 31/01/1986, 10/02/1986, 17/06/1986, 14/04/1987, 29/06/1987, 17/07/1987, 01/12/1987, 23/02/1988, 04/04/1988, 21/04/1988, 04/05/1988, 18/05/1988, 25/10/1988, 02/01/1990, 05/03/1990, 15/03/1990, 19/03/1990, 23/04/1990 y 25/05/1990.


� Cfr. Real Decreto 1497/2011, de 24 de octubre, por el que se determinan los funcionarios y autoridades competentes para realizar la legalización única o apostilla prevista por el Convenio XII de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado, de 5 de octubre de 1961. Y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia nº 2551/2015, de fecha 07/05/2015 (Recurso nº 18/2013), entre otras.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja nº 213/2006, de fecha 30/05/2006 (Recurso nº 193/2006).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 16/06/2011 (Recurso nº 3983/2010) y 26/11/2012 (Recurso nº 786/2012). 


� Cfr. voto particular de la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 13/05/2014 (Recurso nº 1685/2013).


� Cfr. artículos 197, 278, 390, 413, 465, 534 a 536, y 598 a 603 del Código Penal. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Málaga) nº 612/2015, de fecha 16/04/2015 (Recurso nº 183/2015); 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 1077/2014, de fecha 06/10/2014 (Recurso nº 468/2014).


� Cfr. artículo 427.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña nº 4231/2015, de fecha 29/06/2015 (Recurso nº 2499/2015).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (Santa Cruz de Tenerife) nº 264/2014, de fecha 04/05/2014 (Recurso nº 647/2013). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo 12/05/2009 (Recurso nº 4/2008); y Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid nº 30/2016, de fecha 25/01/2016 (Recurso nº 740/2015); 31/2016, de fecha 20/01/2016 (Recurso nº 636/2015; y 735/2015, de fecha 02/11/2015 (Recurso nº 560/2015), entre otras muchas más.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 52/1997, de fecha 17/03/1997 (Recurso nº 2753/1992), y las que en ella se citan. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 44/1989, de fecha 20/02/1989 (Recurso nº 931/1987); y 24/1990, de fecha 15/02/1990 (Recursos nº 2552/1989 y 2573/1989). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 04/12/2015 (Recurso nº 30/2015); 19/05/2015 (Recurso nº 286/2014); 24/09/2014 (Recurso nº 271/2013); 05/11/2008 (Recurso nº 130/2007); y 12/05/2008 (Recurso nº 81/2007). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 27/10/2004 (Recurso nº 48/2004).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 14/03/2005 (Recurso nº 57/2003). 


� Cfr. artículo 88 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre. 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Cataluña nº 27/2008, de fecha 04/01/2008 (Recurso nº 436/2005); y 1816/1997, de fecha 20/10/1997 (Recurso nº 747/1997), entre otras.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 238/2014, de fecha 25/02/2014 (Recurso nº 1207/2013); 147/2013, de fecha 05/02/2013 (Recurso nº 1398/2012)


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 17/12/1990, y artículos 85 y 86 del, ya derogado, Real Decreto Legislativo 1568/1980, de 13 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de fecha 24/11/2000 (Recurso nº 4525/2000). 


� Cfr. artículos 77 del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre y 13 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Y también Sentencia del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco nº 841/2014, de fecha 06/05/2014 (Recurso nº 726/2014).


� Cfr. artículo 381 de la ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña nº 132/2012, de fechas 12/01/2012 (Recurso nº 39/2011); 3411/2011, de fecha 16/05/2011 (Recurso nº 2646/2010); y 1761/2011, de fecha 10/03/2011 (Recurso nº 7984/2009). 


� Cfr. Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación. DO L 204, de fecha 26/07/2007.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 38/1981, de fecha 23/11/1981 (Recurso nº 189/1981).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 38/1986, de fecha 21/03/1986 (Recurso nº 15/1984).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 85/1995, de fechas 06/06/1995 (Recurso nº 4/1991) y nº 114/1989, de fecha 22/06/1989 (Recurso nº 661/1987).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 114/1989, de fecha 22/06/1989 (Recurso nº 661/1987).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 136/1996, de fecha 23/07/1996 (Recurso nº 1793/1994), y nº 38/1981, de fecha 23/11/1981 (Recurso nº 189/1981). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 136/1996, de fecha 23/07/1996 (Recurso nº 1793/1994), y nº 197/1990, de fecha 29/11/1990 (Recurso nº 738/1988).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 29/2002, de fecha 11/02/2002 (Recurso nº 198/1998) y nº 90/1997, de fecha 06/05/1997 (Recurso nº 3309/1994). 


� Cfr. artículo 156, ordinales 4.b) y 5.a) de la Ley General de la Seguridad Social, y Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 22/11/2005 (Recurso nº 4367/2004). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 30/06/2010 (Recurso nº 4123/2008).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28/05/1990; 10/04/1990; 09/04/1990; 12/03/1990; y 30/01/1988.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura nº 618/2015, de fecha 15/12/2015 (Recurso nº 551/2015).


� Cfr. artículo 208 y 209 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y 248.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 177/2014, de fecha 03/11/2014 (Recurso nº 2434/2012); 127/2011, de fecha 18/07/2011 (Recurso nº 5760/2005); 68/2011, de fecha 16/05/2011 (Recurso nº 1258/2009); y 108/2001, de fecha 23/04/2001 (Recurso nº 1772/1999).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 20/12/2013 (Recurso nº 30/2013); 18/09/2012 (Recurso nº 4184/2011); 11/12/1997 (Recurso nº 1442/1997); y 01/07/1997 (Recurso nº 3315/1996). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 226/2015, de fecha 02/11/2015 (Recurso nº 1324/2014); 182/2011, de fecha 21/11/2011 (Recurso nº 1463/2010); 51/2007, de fecha 12/03/2007 (Recurso nº 2454/2004); 248/2006, de fecha 24/07/2006 (Recurso nº 662/2004); 246/2004, de fecha 20/12/2004 (Recurso nº 1563/1998); 169/2004, de fecha 06/10/2004 (Recurso nº 3530/2002); 115/2003, de fecha 16/06/2003 (Recurso nº 3391/2000); 32/2002, de fecha 11/02/2002 (Recurso nº 2160/1998); 155/2001, de fecha 02/07/2001 (Recurso nº 157/1998); y 108/2001, de fecha 23/04/2001 (Recurso nº 1772/1999); entre otras.  


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 68/2011, de fecha 16/05/2011 (Recurso nº 1258/2009); 108/2001, de fecha 23/04/2001 (Recurso nº 1772/1999); 13/2001, de fecha 29/01/2001 (Recurso nº 490/1997); y 187/2000, de fecha 10/07/2000 (Recurso nº 2707/1997), entre otras. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 186/2014, de fecha 17/11/2014 (Recurso nº 2996/2011); 182/2011, de fecha 21/11/2011 (Recurso nº 1463/2010); 51/2007, de fecha 12/03/2007 (Recurso nº 2454/2004); y 248/2006, de fecha 24/07/2006 (Recurso nº 662/2004); entre otras.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 127/2011, de fecha 18/07/2011 (Recurso nº 5760/2005). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 18/09/2012 (Recurso nº 4184/2011);  22/12/2011 (Recurso nº 216/2010); y 10/07/2000 (Recurso nº 4315/1999). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 01/03/2010 (Recurso nº 27/2009); 11/11/2009 (Recurso nº 38/2008); 19/11/1991 (Recurso nº 1023/1991); y 30/10/1991 (Recurso nº 347/1991). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 20/12/2013 (Recurso nº 30/2013); y 22/12/2011 (Recurso nº 216/2010). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 18/09/2012 (Recurso nº 4184/2011); 10/07/2000 (Recurso n º4315/1999); 19/09/1988; y 24/02/1987. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 18/07/2014 (Recurso nº 11/2013); 28/06/2013 (Recurso nº 15/2012); 20/03/2007 (Recurso nº 30/2006); 03/05/2006 (Recurso nº 104/2004); 29/10/2002 (Recurso nº 1244/2001); 24/05/2000 (Recurso nº 3223/1999); y 06/09/1995 (Recurso nº 372/1995). 


� Cfr. artículo 218 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 27/09/1989.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 9/2009, de fecha 12/01/2009 (Recurso nº 1218/2006); 146/2008, de fecha 19/11/2008 (Recurso nº 6453/2006); 41/2007, de fecha 26/02/2007 (Recurso nº 1685/2004); 329/2006, de fecha 20/11/2006 (Recurso nº 6954/2003); 264/2005, de fecha 24/10/2005 (Recurso nº 7203/2002); 250/2005, de fecha 10/10/2005 (Recurso nº 6297/2003); 83/2004, de fecha 10/05/2004 (Recurso nº 740/2000); 218/2003, de fecha 15/12/2003 (Recurso nº 4079/1999); 39/2003, de fecha 27/02/2003 (Recurso nº 1254/2001); y 136/1998, de fecha 29/06/1998 (Recurso nº 533/1995). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 169/2013, de fecha 07/10/2013 (Recurso nº 1088/2011);   31/2012, de fecha 12/03/2012 (Recurso nº 2976/2011); 41/2007, de fecha 26/02/2007 (Recurso nº 1685/2004); 264/2005, de fecha 24/10/2005 (Recurso nº 7203/2002); 39/2003, de fecha 27/02/2003 (Recurso nº 1254/2001); 113/1999, de fecha 14/06/1999 (Recurso nº 3010/1996); 136/1998, de fecha 29/06/1998 (Recurso nº 533/1995); 98/1996, de fecha 10/06/1996 (Recurso nº 3665/1993); 311/1994, de fecha 21/11/1994 (Recurso nº 2905/1992); y 44/1993, de fecha 08/02/1993 (Recurso nº 2035/1990). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 264/2005, de fecha 24/10/2005 (Recurso nº7203/2002); 8/2004, de fecha 09/02/2004 (Recurso nº 4941/1999); 211/2003, de fecha 01/12/2003 (Recurso nº 5133/2001); 39/2003, de fecha 27/02/2003 (Recurso nº 1254/2001); 182/2000, de fecha 10/07/2000 (Recurso nº 2612/1996); 124/2000, de fecha 16/05/2000 (Recurso nº 126/1996); 113/1999, de fecha 14/06/1999 (Recurso nº 3010/1996); 15/1999, de fecha 22/02/1999 (Recurso nº 3725/1995); 136/1998, de fecha 29/06/1998 (Recurso nº 533/1995); y 369/1993, de fecha 13/12/1993 (Recurso nº 1146/1991). 


� Multa que puede oscilar de 180 a 6.000 euros, sin que en ningún caso pueda superar la cuantía de la tercera parte del litigio.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 07/05/2010 (Recurso nº 2248/2009); 04/10/2001 (Recurso nº 4477/2000); y 23/03/2000 (Recurso nº 276/1999).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 41/1984, de fecha 21/03/1984 (Recursos  nº 503/1983 y 504/1983). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 14/04/2011 (Recurso nº 164/2010); 27/06/2005 (Recurso nº 168/2004); y 07/12/1999 (Recurso nº 1946/1999).  


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 14/04/2011 (Recurso nº 164/2010); 04/10/2001 (Recurso nº 4477/2000). 


� Cfr. artículos 207 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 245.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


� Cfr. artículos 208.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 248.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 51/1996, de fecha 26/03/1996 (Recurso nº 2530/1994); 36/1989, de fecha 14/02/1989 (Recurso nº 718/1988); 146/1988, de fecha 14/07/1988 (Recurso nº 816/1986); y 145/1986, de fecha 24/11/1986 (Recurso nº 42/1986);  Y Auto del Tribunal Constitucional nº 1021/1986, de fecha 26/11/1986 (Recurso nº 895/1986). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 239/1993, de fecha 12/07/1993 (Recurso nº 1176/1992); y 155/1991, de fecha 10/07/1991 (Recurso nº 183/1989).


� Cfr. artículo 267 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.


� Cfr. Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25/04/2011 (Recurso nº 4/2010). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 216/2009, de fecha 14/12/2009 (Recurso nº 8328/2006);  15/2008, de fecha 31/01/2008 (Recurso nº 6902/2004); 121/2007, de fecha 21/05/2007 (Recurso nº 3686/2004); y nº 286/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 5603/2003), entre otras. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 123/2011, de fecha 14/07/2011 (Recurso nº 3670/2011); 20/2010, de fecha 27/04/2010 (Recurso nº 3228/2005); 216/2009, de fecha 14/12/2009 (Recurso nº 8328/2006); y 66/2008, de fecha 29/05/2008 (Recurso nº 4941/2004), y las que en ella se citan. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 286/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 5603/2003); 187/2002, de fecha 14/10/2002 (Recurso nº 1544/2001); 380/1993, de fecha 20/12/1993 (Recurso nº 2234/1991); y 23/1996, de fecha 13/02/1996 (Recurso nº 3619/1993). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 123/2011, de fecha 14/07/2011 (Recurso nº 3670/2011); 305/2006, de fecha 23/10/2006 (Recurso nº 6974/2003); 289/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 656/2004); 286/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 5603/2003); y 187/2002, de fecha 14/10/2002 (Recurso nº 1544/2001).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 305/2006, de fecha 23/10/2006 (Recurso nº 6974/2003); 286/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 5603/2003); 206/2005, de fecha 18/07/2005 (Recurso nº 1740/2003); y 224/2004, de fecha 29/11/2004 (Recurso nº 5215/2002), y las que en ella se citan. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 186/2014, de  fecha 17/11/2014 (Recurso nº 2996/2011); 19/2008, de fecha 31/01/2008 (Recurso nº 1364/2006); 305/2006, de fecha 23/10/2006 (Recurso nº 6974/2003); 289/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 656/2004); y 286/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 5603/2003), y las que en ella se citan. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 123/2011, de fecha 14/07/2011 (Recurso nº 3670/2011); 305/2006, de fecha 23/10/2006 (Recurso nº 6974/2003); 289/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 656/2004); y 286/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 5603/2003), entre otras.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 305/2006, de fecha 23/10/2006 (Recurso nº 6974/2003); 289/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 656/2004); y 286/2006, de fecha 09/10/2006 (Recurso nº 5603/2003), y las que en ella se citan. 


� Cfr. artículo 267 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 9/2014, de fecha 27/01/2014 (Recurso nº 6709/2012); 60/2009,  de fecha 09/03/2009 (Recurso nº 28/2006); 174/2004, de fecha 18/10/2004 (Recurso nº 3292/2002). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 90/2010, de fecha 15/11/2010 (Recurso nº 2760/2006); y 105/2006, de fecha 03/04/2006 (Recurso nº 3562/2003). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 105/2006, de fecha 03/04/2006 (Recurso nº 3562/2003);


132/1999, de fecha 15/07/1999 (Recurso nº 2950/1993); 53/1991, de fecha 11/03/1991 (Recurso nº 1705/1988); y 26/1989, de fecha 03/02/1989 (Recurso nº 961/1986).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 107/1994, de fecha 11/04/1994 (Recurso nº 966/1992); y de los Tribunales Superiores de Justicia de Asturias nº 1610/2013, de fecha 26/07/2013 (Recurso nº 1327/2013); Extremadura nº 201/2009, de fecha 21/04/2009 (Recurso nº 119/2009); y Castilla y León (Valladolid) nº 2234/2004, de fecha 09/12/2004 (Recurso nº 2234/2004). 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fecha 04/11/2014 (Recurso nº 1236/2013), y del Tribunal Superior de Justicia de Galicia nº 2622/2014, de fecha 09/05/2014 (Recurso nº 392/2014). 


� Cfr. artículos 204 de la de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 257 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 210/2001, de fecha 29/10/2001 (Recurso nº 4718/1997); y 64/1993, de fecha 01/03/1993 (Recurso nº 2150/1989), entre otras. 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 126/2013, de fecha 03/06/2013 (Recurso nº 6633/2010).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 215/2005, de fecha 12/09/2005 (Recurso nº 3820/2000); 64/1993, de fecha 01/03/1993 (Recurso nº 2150/1989); y 307/1993, de fecha 25/10/1993 (Recurso nº 523/1991).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 215/2005, de fecha 12/09/2005 (Recurso nº 3820/2000).


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 32/1998, de fecha 11/02/1998 (Recurso nº 2433/1996). 


� Cfr. Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Andalucía (Granada) nº 1775/2015, de fecha 16/09/2015 (Recurso nº 1027/2015); Canarias (Las Palmas) 108/2013, de fecha 31/01/2013 (Recurso nº 1892/2010); Comunidad Valenciana nº 1861/2009, de fecha 02/06/2009 (Recurso nº 2496/2008); Castilla-La Mancha nº 668/2008, de fecha 30/04/2008 (Recurso nº 620/2007); Andalucía (Granada) nº 1314/2008, de fecha 30/04/2008 (Recurso nº 3343/2007); Castilla-La Mancha nº 671/2008, de fecha 30/04/2008 (Recurso nº 742/2007); y La Rioja nº 95/2003, de fecha 03/04/2003 (Recurso nº 90/2003).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Supremo de fecha 09/11/1989; y del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña nº 3815/2011, de fecha 30/05/2011 (Recurso nº 2100/2010).


� Cfr. Sentencias del Tribunal Constitucional nº 163/1998, de fecha 04/07/1998 (Recurso nº 2685/1996); y 194/1993, de fecha 14/06/1993 (Recurso nº 2778/1990). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 83/1994, de fecha 14/03/1994 (Recurso nº 54/1992). 


� Cfr. Sentencia del Tribunal Constitucional nº 194/1993, de fecha 14/06/1993 (Recurso nº 2778/1990). 
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